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El	 área	 jurídica	del	Centro	Universitario	Villanueva,	 adscrito	 a	 la	Universidad	
Complutense	 se	 propuso,	 para	 el	 curso	 académico	 2006/07,	 la	 elaboración	 de	 un	
trabajo	colectivo	de	 investigación	 sobre	un	 tema	que	pudiera	admitir	un	enfoque	
multidisciplinar,	una	aproximación	abierta	y	plural	que	reuniese	a	los	profesores	del	
área.	Tras	un	fecundo	debate	se	llegó	a	la	conclusión	de	que	una	cuestión	hoy	central	
































posible	el	 libre	ejercicio	de	 los	derechos	de	 los	ciudadanos.	Por	eso,	el	artículo	51,	
en	sede	de	criterios	rectores	de	la	política	económica	y	social	no	tiene	más	remedio,	




próximo,	últimas	 reformas	 estatutarias	han	 transformado	 ese	principio	 rector	 en	
derechos	 concretos	 con	 la	 aspiración	de	 que	 puedan	hacerse	 valer	 jurídicamente.	



































uso	generalizado	de	 la	autorización	o	 licencia,	no	fortalece	 la	 idea	de	 la	huida	del	
Derecho	Público,	sino,	más	bien,	la	vuelta	al	Derecho	Público	puesto	que	ahora,	la	
Administración	asume	una	 singular	posición	de	garante	de	 la	universalidad,	 ase-
























“Con el fin de dar cumplimiento al citado mandato constitucional, la presente Ley 
(...) aspira a dotar a los consumidores y usuarios de un instrumento legal de protección y 
defensa que no excluye ni suplanta otras actuaciones y desarrollos normativos derivados 
de ámbitos competenciales cercanos o conexos, tales como la legislación mercantil, penal 
o procesal y las normas sobre seguridad industrial, higiene y salud pública, ordenación 
de la producción y comercio interior.”
Desde	la	dimensión	del	Derecho	Público,	a	pesar	de	los	avances	liberalizadores	














es	 central	 a	 los	 efectos	 de	 este	 trabajo	 colectivo	 porque	 invita	 nada	menos	 que	 a	






“aunque prime la voluntad de los accionistas, que serán en último término quienes 
decidan si la operación prosperará o no en función del porcentaje de la aceptación de la 
oferta, contiene también, la OPA un interés público representado por la seguridad y la 
fiabilidad de los mercados secundarios de valores, cuya protección está atribuida a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores.”
Y,	por	lo	que	se	refiere	a	la	dimensión	que	afecta	a	la	competencia,	también	señala	
el	Tribunal	Supremo	que,	desde	este	punto	de	vista,	existe:
“un interés público indudable, que no es otro que la defensa de la competencia, por 
cuyo mantenimiento, en la media de lo posible, debe velar el Consejo de Ministros, evi-
tando que los efectos restrictivos de la competencia que la operación comporta causen 










como	consecuencia	del	malestar	 francés	ante	 los	 efectos	que	 la	 libre	 competencia	
impuesta	por	el	Derecho	Comunitario	podría	provocar	en	el	sector	de	los	servicios	
públicos	 tradicionales	 y	 los	 de	 interés	 general	 de	 nuevo	 cuño.	 En	 1994	 el	Conseil 
d’Etat	alertó	de	que	la	Comunidad	Europea	estaría	intentando	cambiar	la	cultura	de	
los	servicios	públicos,	ya	que:
“ignora ampliamente la noción de servicio público y la existencia de los servicios pú-
blicos, y tiene una tendencia a no identificar ninguna zona intermedia entre los servicios 
regalianos y sociales (que se han situado bajo un régimen especial pero no en tanto que 
servicios públicos sino en razón, esencialmente, de su participación en las prerrogativas 
del sector público), y las empresas ordinarias.”
En	este	sentido,	como	indica	Muñoz	Machado,	la	Comunidad	Europea	ha	tenido	















“La Unión reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal 
y como disponen las legislaciones y prácticas nacionales, de conformidad con el Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea, y con el fin de promover la cohesión social y 






















de	 consumidores	 y	 usuarios.	 También	 repensar	 fórmulas	 como	 las	 del	 equilibrio	





levancia	 en	 el	 índice	de	precios	 al	 consumo.	Esta	 intervención	puede	 establecerse	
con	carácter	general,	o	bien	puede	tener	carácter	sectorial	(precios	de	los	productos	
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Los	nuevos	 enfoques	y	 aproximaciones	que	hoy	podemos	encontrar	 al	 tratar	








La	 filosofía	 política	 de	 este	 tiempo	 parece	 tener	 bien	 clara	 esta	 consideración	
del	papel	de	la	persona	en	relación	con	el	poder	público.	Desde	este	punto	de	vista,	
la	persona	no	puede	ser	entendida	como	un	sujeto	pasivo,	 inerme,	puro	receptor,	
destinatario	 inerte	de	 las	decisiones	y	 resoluciones	públicas.	Definir	 a	 la	persona,	
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al	ciudadano,	como	centro	de	la	acción	administrativa	y	del	ordenamiento	jurídi-
co-administrativo	 en	 su	 conjunto	 supone	 considerarlo	 como	 el	 protagonista	 por	



















































II. El nuevo Derecho Administrativo  
y los ciudadanos






sobre	 la	conformación	y	dirección	de	 las	 tareas	sociales	como	esencial	 función	de	
competencia	 del	 Estado.	Hoy,	 en	mi	 opinión,	 la	 garantía	 del	 interés	 general	 es	 la	
principal	tarea	del	Estado	y,	por	ello,	el	Derecho	Administrativo	ha	de	tener	presente	

















































































Sociales	 desde	 los	 postulados	 del	 pensamiento	 abierto,	 plural,	 dinámico	 y	 com-



























la	necesaria	neutralidad	e	 imparcialidad	de	 la	Administración	en	general	y	de	 los	
funcionarios	en	particular.








































de	 la	definición	del	Derecho	Administrativo	 al	 calor	de	 las	diferentes	 y	 variadas	
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talles	 las	 diferentes	 fórmulas	de	 apropiación	 administrativa	 que	distinguía	 tantas	















bascula	 únicamente	 sobre	 la	 persona	 jurídica	 de	 la	Administración	 pública	 y	 sus	
potestades,	privilegios	 y	prerrogativas.	En	este	 contexto	 también	 se	 explica	 la	pe-
netración	de	versiones	más	abiertas	que	han	ido	desterrando	la	vieja	construcción,	
vertical	y	autoritaria,	del	servicio	público,	presentándonos	la	categoría	del	servicio	








profesor	GARCÍA	DE	ENTERRÍA	de	1981	 sobre	 la	 significación	de	 las	 libertades	
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públicas	 en	 el	Derecho	Administrativo	 en	 el	 que	 afirmaba	 que	 el	 interés	 general	
se	 encuentra	 precisamente	 en	 la	 promoción	 de	 los	 derechos	 fundamentales.	 Esta	






























Entre	 estos	 preceptos,	 ocupa	 un	 lugar	 destacado	 el	 artículo	 103	 que,	 en	 mi	
opinión,	 debe	 interpretarse	 en	 relación	 con	 todos	 los	 artículos	 de	 nuestra	Carta	
Magna	que	establecen	determinadas	funciones	propias	de	los	poderes	públicos	en	
un	Estado	social	y	democrático	de	Derecho.	Dicho	artículo,	como	bien	sabemos,	
dispone,	 en	 su	párrafo	primero,	que	“La	Administración	pública	 sirve	 con	obje-
tividad	 los	 intereses	 generales	 y	 actúa	 de	 acuerdo	 con	 los	 principios	 de	 eficacia,	
jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y	coordinación,	con	sometimiento	
pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.
La	 Administración	 pública	 (estatal,	 autonómica	 o	 local	 porque	 se	 usa	 deli-
beradamente	 el	 singular	 para	 referirse	 a	 todas),	 sirve	 con	 objetividad	 el	 interés	
general.	 Me	 parece	 que	 es	 difícil	 haber	 elegido	 mejor	 la	 caracterización	 de	 la	
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función	 administrativa	 en	 el	Estado	 social	 y	 democrático	de	Derecho.	Primero,	
porque	 la	 expresión	 servicio	 indica	 certeramente	 el	 sentido	 y	 alcance	 del	 papel	
de	la	Administración	en	relación	con	la	ciudadanía.	En	sentido	contrario,	bien	se	
puede	afirmar	que	la	Administración	pública	en	una	democracia	no	es,	ni	mucho	
menos,	ni	 la	dueña	del	 interés	 general,	 ni	 la	dueña	de	 los	procedimientos,	ni	 la	
dueña	de	 las	 instituciones	públicas.	Está	a	disposición	de	 la	mejor	gestión	de	 lo	
común,	de	lo	de	todos.	Segundo,	porque	la	instauración	del	sistema	constitucional	
en	 las	 democracias	 supone	 un	 paso	 relevante	 en	 orden	 al	 necesario	 proceso	 de	
objetivización	del	poder	que	supone	la	victoria	del	Estado	liberal	sobre	el	Antiguo	
Régimen.	La	 referencia,	pues,	 a	 la	objetividad	es	 capital.	Tiene	dos	dimensiones	
según	la	apliquemos	a	la	organización	administrativa	en	general,	o	bien	a	los	em-
pleados	públicos	o	 funcionarios	 en	particular.	En	 todo	caso,	 lo	que	me	 interesa	





las	 grandezas	 y	 servidumbres	de	 la	 condición	humana	 según	 la	 categoría	moral	

















Por	 otra	 parte,	 no	 podemos	 dejar	 sin	 considerar,	 tratándose	 del	 artículo	 103	
de	nuestra	Constitución,	que	 la	Administración	pública	 está	 sometida	a	 la	Ley	y	


























































































obviamente,	 sean	 conceptos	 idénticos.	No.	 Son	 conceptos	 diversos,	 sí,	 pero	 com-
plementarios.	Es	más	en	el	Estado	social	y	democrático	de	Derecho	son	conceptos	




















debe	 estar	 abierto	 a	 proyectar	 toda	 la	 fuerza	 jurídica	 de	 los	 derechos	 fundamen-
























principio,	 “son	 los	 componentes	 estructurales	 básicos,	 tanto	 del	 orden	 jurídico	
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Constitución	 implique,	no	sólo	el	 reconocimiento	de	 la	 libertad	e	 igualdad	de	 las	
personas	o	de	los	grupos	en	que	se	integran	sino	que,	y	esto	es	lo	relevante	en	este	




















III. Los servicios de interés general
El	 servicio	 público,	 lo	 sabemos	 muy	 bien,	 es	 un	 tema	 clásico	 del	 Derecho	




La	 pretensión	 de	 buscar	 un	 criterio	 único,	 de	 validez	 universal	 y	 de	 carácter	





parámetros	y,	asimismo,	nos	 interpela	 sobre	 la	caracterización	de	nuestra	área	de	
conocimiento	 como	 temporal,	 relativa	 y	profundamente	 integrada	 en	 el	 contexto	
constitucional	de	cada	momento.
La	misma	mutabilidad	de	las	instituciones,	categorías	y	conceptos	del	Derecho	







El	 advenimiento	 del	 Estado	 social	 colocó	 de	 nuevo	 al	 servicio	 público,	 ahora	
desde	una	perspectiva	más	amplia,	en	el	lugar	central.	Es	el	tiempo	de	la	expansión	







torizatoria	 como	 la	 institución	 concesional,	 fieles	 reflejos	 del	 diferente	 grado	 de	
intervención	que	se	reservaba	el	Estado	en	relación	con	la	vida	social.	Ciertamente,	
el	nacimiento	de	 la	concesión	administrativa	como	modo	 indirecto	de	gestión	de	





para	nosotros,	 junto	a	 las	 consabidas	 explicaciones	 fiscales,	obedece	 también	a	 la	
puesta	en	cuestión	de	un	modelo	de	Estado,	que,	al	decir	de	FORSTHOF	todo	 lo	
invade	y	 todo	 lo	 controla	 “desde	 la	 cuna	hasta	 la	 tumba”.	Ciertamente,	 al	menos	
desde	mi	particular	punto	de	vista,	la	otrora	institución	pública	configuradora	del	








servicio	público	en	sentido	 técnico-jurídico	apenas	cuenta	y,	no	se	 si	en	su	 lugar,	














sobre	 todo	y	ante	 todo,	garantizador	de	derechos	y	 libertades	ciudadanas,	para	 lo	
cual	goza	de	un	conjunto	de	nuevas	técnicas	jurídicas	que	le	permiten	cumplir	ca-
balmente	esa	función.	
Por	 tanto,	 el	 concepto	 del	 servicio	 público,	 deudor	 de	 una	 concreta	 y	 peculiar	











“Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los 
poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de 
acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.”
Por	su	parte,	el	artículo	128	establece:
“1. Toda la riqueza del país en sus distintas formas y, sea cual fuere su titularidad, 
está subordinada al interés general.”
2. Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá 
reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio 





denominados	 esenciales.	Evidentemente,	 esta	posibilidad	debe	 ser	motivada	 en	 la	
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Ley	que	opere	 la	 reserva	 como	exigencia	del	 interés	general.	Pienso	que,	 en	cual-
quier	caso,	el	régimen	ordinario	es	el	de	libertad	en	el	marco	del	Estado	social,	 lo	
que	supone,	ciertamente,	que	el	régimen	clásico	del	servicio	público	con	sus	notas	































de	despublicación,	 de	desregulación,	 o,	 si	 se	 quiere,	 de	privatización,	 que	plantea	
el	gran	desafío	común	de	definir	el	papel	del	Estado	en	relación	con	 los	servicios	
públicos.	En	Europa,	tras	los	Tratados	Fundacionales	y	Maastricht,	es	menester	tener	














categoría	 jurídico-administrativa	 que	 en	 su	 día	 jugó	 un	 papel	muy	 destacado	 en	



















































































































Europeo	no	aparezca	 la	 expresión	 servicio	público	 como	no	 sea	 en	 el	 artículo	73	
de	la	versión	consolidada	del	Derecho	originario.	¿Por	qué?	Probablemente,	por	la	
disparidad	de	regímenes	jurídicos	utilizados	en	los	Derechos	Nacionales	en	orden	
a	 asegurar	 a	 los	 ciudadanos	 peticiones	 esenciales	 con	 carácter	 general,	 regular	 y	
continua.	En	síntesis,	los	países	de	la	Unión	Europea	se	dividen	entre	los	que	siguen,	
en	este	punto,	servicio	con	publicatio	y	régimen	exorbitante	de	cuño	francés,	y	los	





















“... a la vista del lugar que los servicios de interés económico general ocupan entre los 
valores comunes de la Unión, así como de su papel en la promoción de la cohesión social y 
territorial, la Comunidad y los Estados miembros, con arreglo a sus competencias respec-
tivas y en el ámbito de aplicación del presente Tratado, velarán por que dichos principios 
actúen con arreglo a principios y condiciones que les permitan cumplir su cometido”.



























































































de	 telecomunicaciones	 (en	 cuanto	 contrapuestos	 a	 los	 servicios	de	valor	 añadido)	





























El	 concepto	 de	 servicio	 universal,	me	 parece,	 es	 la	 expresión	 en	 el	mundo	 del	
Derecho	Administrativo	de	los	postulados	del	pensamiento	abierto,	dinámico	y	com-
plementario.	Además,	demuestra	a	las	claras	que	el	relativismo	y	la	instrumentalidad	











































Ciertamente,	 sin	 la	historia	del	 servicio	público,	 hoy	no	podríamos	 encontrar	








IV. Los usuarios y los servicios públicos
El	auto	del	Tribunal	Supremo	de	28	de	abril	de	2006	por	el	que	se	suspendió	cau-
telarmente	la	autorización	del	Consejo	de	Ministros	a	la	OPA	de	Gas	Natural	sobre	
















Primar	el	 interés	de	 los	accionistas	sobre	el	de	 los	usuarios	constituye	una	pe-





















condiciones	económicas	y	 sociales	actuales	 en	Europa	debieran	 ir	desapareciendo	
poco	a	poco	los	servicios	públicos,	según	los	casos	y	con	intensidades	diferentes,	de	
manera	que	el	problema	de	 la	tensión	entre	servicio	público	y	 libertad	se	resuelva	





















“1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos especiales, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumi-
dores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que 
puedan afectar a aquellos, en los términos que la ley establezca.”
El	 constituyente	 reconoce	 a	 los	 usuarios	 y	 consumidores	 como	dos	 colectivos	
diferentes	 aunque	 con	 rasgos	 comunes	 pues,	 de	 lo	 contrario,	 probablemente	 los	










virtualidad	práctica	en	 los	concretos	 servicios,	 sean	públicos	o	de	 interés	general,	
establecidos	en	cada	momento.
El	precepto,	además,	prevé	una	defensa	especial	de	los	usuarios	en	materia	de	




























pública,	 una	 congruente	 intensificación	 de	 las	 técnicas	 de	 supervisión,	 control	 e	
inspección	de	dichos	servicios	con	el	objetivo	precisamente	de	garantizar	la	calidad,	
universalidad	y	asequibilidad	de	las	prestaciones.	
La	 Administración	 pública	 no	 siempre	 es	 consciente	 de	 este	 nuevo	 papel	 que	
















poco	a	poco,	 se	va	sustituyendo	 la	preeminente	posición	de	 la	Administración	en	
beneficio	de	la	centralidad	del	usuario.
En	los	servicios	de	interés	general	se	rompe	con	el	dogma	de	la	titularidad	pública	










y	a	 los	 servicios	de	 interés	general,	garantizan	 la	universalidad	y	el	 libre	acceso,	




















































determinadas	 actividades	 de	 relevancia	 pública	 a	 determinados	 ciudadanos,	 que	
adquieren	un	papel	 activo	puesto	 que	 a	 fin	 de	 cuentas	 el	 servicio	 está	 pensado	 y	
construido	para	ellos.

















se	de	participación	orgánica,	 de	participación	 en	 la	definición,	 análisis,	 ejecución,	
implementación	y	evaluación	de	los	servicios	públicos.	En	realidad,	la	participación	
de	los	interesados	en	el	procedimiento	administrativo	adquiere	gran	relevancia	y	los	









lA PolÍticA común de consumidores 
en lA unión euroPeA
Mª del Ángel IglesIas VÁzquez, MarIna Matud JurIsto, 








































“Considerando que, en virtud del artículo 2 del Tratado, la Comunidad Económica 
Europea tiene por misión promover un desarrollo armonioso de las actividades económicas 
en el conjunto de la Comunidad, una expansión continua y equilibrada y una elevación 
acelerada del nivel de vida;
Considerando que la mejora cualitativa de las condiciones de vida es una de las 
misiones de la Comunidad que implica la protección de la salud, de la seguridad y de los 
intereses económicos del consumidor;
Considerando que la realización de esta misión requiere la aplicación, a nivel comu-
nitario, de una política de protección e información del consumidor;
Considerando que los jefes de Estado o de Gobierno, reunidos en París los días 19 y 






















Comunidades a reforzar y coordinar las acciones en favor de la protección del consumi-
dor y a presentar un programa para enero de 1974,
Aprueba el principio de una política de protección e información de los consumido-
res, así como los principios, objetivos, y la descripción general de las acciones a que deban 
emprenderse a escala comunitaria definidos en el programa preliminar adjunto.”
En	este	Programa	preliminar	al	que	 la	resolución	hace	referencia,	 la	Comisión	
define	los	objetivos	y	principios	generales	de	una	política	de	los	consumidores.
“Aunque la protección de los consumidores es un hecho establecido hace mucho tiem-
po en los Estados miembros de la Comunidad, el concepto de una política en materia 
de consumo es, por el contrario, relativamente reciente. Constituye una respuesta a las 
condiciones, muchas veces fuente de abusos y frustraciones, en las que se encuentra el 
consumidor ante la abundancia y complejidad crecientes de los bienes y servicios que le 
ofrece un mercado en expansión. Aunque tal mercado tenga sus ventajas, el consumidor 
ya no está en condiciones de desempeñar plenamente, como usuario de dicho mercado, su 
papel de factor de equilibrio. Este equilibrio entre abastecedores y consumidores ha ten-
dido a romperse en provecho de los abastecedores debido a la evolución de las condiciones 
del mercado. El descubrimiento de nuevas materias, la puesta en práctica de nuevos 
métodos de fabricación, el desarrollo de los medios de comunicación, la ampliación de 
mercados y la aparición de nuevos métodos de venta han tenido por efecto el incremento, 
la producción, el suministro y la demanda de una inmensa variedad de bienes y servicios. 
Ello significa que el consumidor de otros tiempos, comprador generalmente aislado en 
un mercado local de escasa dimensiones, se ha transformado en elemento de un mercado 
de masas, es objeto de campañas publicitarias y de presiones por parte de los grupos de 
producción y distribución fuertemente organizados. A menudo, el productor y el distri-
buidor tienen más posibilidades que el consumidor para determinar las condiciones del 
mercado. Las fusiones de sociedades, los carteles y algunas restricciones voluntarias de la 
competencia han creado igualmente desequilibrios en perjuicio de los consumidores.
7. Las prácticas comerciales, las cláusulas contractuales, el crédito al consumo y la 
propia noción de competencia han cambiado.
Esos cambios no han hecho sino acentuar los desequilibrios mencionados más arriba 
y han mostrado más claramente a los consumidores y a los poderes públicos la necesidad 
de una acción encaminada a informar mejor al consumidor acerca de sus derechos y a 
protegerle contra los abusos que puedan resultar de tales prácticas.
Por esta razón, las prácticas que en ciertos países se consideraban desleales úni-
camente en las relaciones entre productores (la publicidad engañosa, por ejemplo) se 
contemplan hoy día en el conjunto de las relaciones entre productores y consumidores.
Dato fundamental de este Programa es la conciencia de que la protección del consu-
midor debe ser una política que debe informar la política agrícola, de medio ambiente, 
económica, o transportes y energía al ser ámbitos directamente afectados desde el punto 
de vista del consumidor. 
De ahora en adelante, ya no se considera al consumidor únicamente como un com-
prador y usuario de bienes y servicios para uso personal, familiar o colectivo, sino como a 
una persona interesada en los diferentes aspectos de la vida social que, como consumidor, 
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puede afectarle directa o indirectamente. Los intereses del consumidor pueden agruparse 
en cinco categorías de derechos fundamentales:
a) derecho a la protección de su salud y de su seguridad,
b) derecho a la protección de sus intereses económicos,
c) derecho a la reparación de los daños,
d) derecho a la información y a la educación,





















dando	especial	 importancia	a	 la	 información	de	 los	 consumidores,	 la	 seguridad	
de	 los	productos:	 (seguridad	de	 los	 juguetes	8	y	 seguridad	general	de	 los	produc-
tos	9),	 transacciones	 (pagos	 transfronterizos)	 y	 en	materia	 contractual	 (cláusulas	

























nitaria.	 Se	 insertó	 el	 Título	 XI	 bajo	 el	 Título	 “Protección	 de	 los	 Consumidores”	
compuesto	por	el	artículo	129	A,	y	que	constituye	el	marco	jurídico	indiscutible	que	
permite	proseguir	la	política	de	los	consumidores:
“Artículo 129 A 
1. La Comunidad contribuirá a que se alcance un alto nivel de protección de los con-
sumidores mediante: 
a)  medidas que adopte en virtud del artículo 100 A en el marco de la realización del 
mercado interior; 
b) acciones concretas que apoyen y complementen la política llevada a cabo por los 
Estados miembros a fin de proteger la salud, la seguridad y los intereses económicos de 
los consumidores, y de garantizarles una información adecuada. 
2. El Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 189 B y previa 
consulta al Comité Económico y Social, adoptará las acciones concretas mencionadas en 
la letra b) del apartado 1. 
3. Las acciones que se adopten en virtud del apartado 2 no obstarán para que cada 
uno de Estados miembros mantenga y adopte medidas de mayor protección. Dichas me-



































y	 el	Tribunal	 de	 Justicia	 fue	 conformando,	 como	 luego	 se	mencionará,	 una	 larga	
jurisprudencia	que	pone	de	manifiesto	la	incidencia	de	esta	política	en	la	ejecución	
de	otras	políticas:	protección	de	la	salud,	transporte,	medio	ambiente,	etc.
La	 Dirección	 encargada	 de	 ejecutar	 la	 política	 de	 consumidores	 será	 la	 DG	
XXIV	(en	la	actualidad,	DG	SANCO),	que	atenderá	a	la	protección	de	la	salud.
Actualmente	hay	 adscritos	 ocho	nuevos	 comités	 en	 sustitución	de	 los	 comités	
científicos	encargados	de	la	protección	de	la	salud	de	los	consumidores;	un	comité	
científico	 director	 ha	 sustituido	 al	 comité	 científico	 multidisciplinar;	 la	 Oficina	
Alimentaria	 y	 Veterinaria,	 anteriormente	 Oficina	 Comunitaria	 de	 Inspección	 y	
Control	Veterinario	 y	 Fitosanitario,	 se	 ha	 creado	 como	unidad	 responsable	 de	 la	
evaluación	de	los	riesgos	de	salud	pública.
II. El estadio actual de la Política Común  



























































































Oficial n° L 290 de 23/10/1997 pp. 0018-002.
20	 Directiva	85/577/CE	del	Consejo,	de	20	de	diciembre	de	1985,	referente	a	la	protección	de	los	consumidores	en	
el	caso	de	contratos	negociados	fuera	de	los	establecimientos	comerciales.	Diario Oficial nº L 372 de 31/12/1985 
p. 0031-0033. Edición especial en español, capítulo 15 tomo 6 p. 0131.
21	 Directiva	2002/65/CE	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo	de	23	de	 septiembre	de	2002,	 relativa	 a	 la	 co-
mercialización	a	distancia	de	servicios	financieros	destinados	a	los	consumidores	y	por	la	que	se	modifica	la	




difusión	televisiva. DO L 298 de 17/10/1989, pp. 23-30.
23	 Directiva	90/314/CE	del	Consejo	de	13	de	junio	de	1990,	relativa	a	los	viajes	combinados,	las	vacaciones	combi-




No	 es	 un	 elenco	 de	materias,	 sin	 embargo,	 exhaustivo,	 ya	 que	 el	 hecho	 de	 la	













































II.1.1. La Decisión 1926/2006/CE del Parlamento Europeo y del 





1. La finalidad del programa consistirá en complementar, apoyar y vigilar las políti-
cas de los Estados miembros y contribuir a proteger la salud, la seguridad y los intereses 
económicos y jurídicos de los consumidores, así como a promover su derecho a la infor-
mación, a la educación y a organizarse para defender sus intereses.
2. La finalidad expresada en el apartado 1 se perseguirá mediante los siguientes 
objetivos:
a) Garantizar un alto nivel de protección de los consumidores, concretamente mejo-
rando la documentación objetiva, la consulta y la representación de los intereses de los 
consumidores.
b) Garantizar la aplicación efectiva de la normativa de protección de los consumi-
dores, en particular reforzando la cooperación, la información, la educación y las vías 
de recurso.
Estos objetivos se lograrán combinando las acciones instrumentos de la lista que figu-
ra en el Anexo I 30 de acuerdo con las prioridades del plan de trabajo anual que menciona 
el artículo 7, apartado 2, letra a).”
(...)




II.1.2. La Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento 
Europeo y al Comité Económico y Social Europeo, de 13 de 
marzo de 2007: “Estrategia comunitaria en materia de política de 
los consumidores 2007-2013”
Anualmente,	 la	Comisión	Europea,	 y	 sin	perjuicio	de	estos	programas	plu-






32	 Vid.	artículo	3	de	la	Decision No 1926/2006/EC of the European Parliament and of the Council of 18 December 
2006 establishing a programme of Community action in the field of consumer policy (2007-2013).
33	 Este	programa	sustituye	al	Programa	2004-2006	(Decision	20/2004/CE).
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es	 sometido	 al	Advisory Committee	34	 previsto	 en	 el	 articulo	 10	 de	 la	Decisión	
1926/2006/EC.	
En	 abril	 de	 2005,	 la	Comisión	presentó	una	nueva	propuesta	de	Programa	de	
acción	sobre	salud	y	protección	de	los	consumidores	para	el	periodo	2007	a	2013	35.	
Esta	 estrategia	 desarrolla	 la	 política	 de	 protección	 del	 consumidor	 de	 una	 forma	
más	ambiciosa	y	fue	objeto	de	resolución	del	Consejo	de	las	Comunidades	Europeas	
en	 orden	 a	 su	 aprobación	36.	 Este	 programa	 fue	 elaborado	 en	 estrecha	 consulta	
con	 organizaciones	 de	 consumidores:	 entre	 noviembre	 de	 2004	 y	 septiembre	 de	
2006,	organizaciones	de	consumidores	fueron	objeto	de	consultas,	en	particular	el	
European Consultative Consumer Group	(ECCG)	que	trabajó	estrechamente	con	or-
ganizaciones	de	otros	Estados	como	Alemania,	Bélgica,	Chipre,	Dinamarca,	España,	
Finlandia,	 Grecia,	 Hungría,	 Irlanda,	 Luxemburgo,	 Países	 Bajos,	 Polonia,	 Reino	
Unido,	República	Checa	y	Suecia.	
Junto	a	éstas,	resultaron	igualmente	decisivos	y	muy	eficaces	los	contactos	e	inter-
cambios	con	el	Bureau Européen des Associations de Consumidor (BEUC),	y	la	European 
association for the coordination of consumer representation in standardization	(ANEC).
Posteriomente,	con	fecha	13	de	marzo	de	2007,	presentó	la	“Estrategia	comunitaria	
en	materia	de	política	de	los	consumidores	2007-2013”	(Capacitar a los consumidores, 
mejorar su bienestar y protegerles de manera eficaz) mediante	la	Comunicación	de	la	
Comisión	al	Consejo,	al	Parlamento	Europeo	y	al	Comité	Económico	y	Social.	
















34	 Consumer Financial Programme Committee	(CFPC).	Está	compuesto	por	representantes	de	todos	los	Estados	
miembros	y	emite	su	Opinión	sobre	el	Programa	Anual	de	la	Comisión.
35	 “Healthier,	safer,	more	confident	citizens:	a	health	and	consumer	protection	strategy”	—COM	(2005)	“Más	
salud,	 seguridad	 y	 confianza	 para	 los	 ciudadanos:	 estrategia	 de	 salud	 y	 protección	 de	 los	 consumidores”	
[COM(2005)	115].
36	 Council	resolution	of	31	May	2007	on	the	Consumer	Policy	Strategy	of	the	EU	(2007-2013)	Official Journal C 






sumidores,	 la	mejora	 del	 control	 de	 la	 aplicación	 y	 las	 vías	 de	 recurso,	 la	mejora	











mejor”	 simplificando	 y	 completando	 el	marco	 regulador	 existente.	 El	 proceso	 de	







































































































negativo	en	el	mercado	 interior.	Una	de	 las	 razones	por	 las	que	 los	consumidores	
son	reacios	a	realizar	compras	transfronterizas	es	que	no	pueden	estar	seguros	de	






II.2. Organizaciones de representación y defensa  






















Ademas,	existe	la	Confédération des Organisations familiales de la Communauté 
Européenne	(COFACE).	Su	website	es:	www.cofece.brutele.be.
c) El	“Transatlantic	Consumer	Dialogue”	(TACD)






Las	 Conferencias	 del	 TACD	 se	 celebran	 una	 vez	 al	 año,	 alternativamente,	 en	
Estados	Unidos	 y	 en	 la	Unión	 Europea.	Desarrollan	 recomendaciones	 relativas	 a	
alimentos,	comercio	electrónico,	comercio,	salud	y	propiedad	intelectual.	
El	 TACD	 trabaja,	 además,	 en	 estrecha	 colaboración	 con	 la	 organización	
Consumers International	que	actualmente	cuenta	con	220	miembros	(organizacio-
nes)	de	115	países.	2
III. España y la normativa comunitaria
III.1. Trasposición de Directivas y Jurisprudencia del 






La	 fecha	 límite	 para	 la	 trasposición	 era	 el	 31	diciembre	 1987.	 Sin	 embargo,	no	 se	
traspondría	hasta	la	Ley	26/1991,	de	21	noviembre,	sobre	contratos	celebrados	fuera	
de	los	establecimientos	mercantiles.
Fue	 objeto	 de	 la	 sentencia	 del	TJCE	 22.04.1999	As.	C-423/97,	Travel Vac SL c. 














Fue	 objeto	 de	 los	 asuntos	 acumulados	 C-240/98	 a	 C-244/98,	 Océano Grupo 
Editorial c. Marciano Quinter	 de	 27.06.2000	 (Rec.	 I-04941.2);	 Asunto	 C-70/03,	
Commission c. Espagne Sentencia	de 09.09.2004	(Rec.	I-07999.3).	Asunto	C-168/05,	







Fue	 objeto	 del	 asunto	 C-423/97,	 Travel Vac SL c. Manuel José Antelm Sanchi 
Sentencia	de	del	TJCE	de	22	de	abril	de	1999	(Rec.	I-02195).







Fue	objeto	del	asunto	C-414/01,	Commission c. Espagne, Sentencia	del	TJCE	de	
28.11.2002	(Rec.	I-11121).
Directiva	98/6/CE,	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	de	16	de	febrero,	re-



















en	particular	el	 comercio	electrónico,	 también	 llamada	Directiva	 sobre	Comercio	
Electrónico.	Persigue	la	creación	de	un	marco	jurídico	que	garantice	la	libre	circu-
lación	de	servicios	de	 la	sociedad	de	 la	 información	entre	Estados	Miembros	y	no	
















y	 del	Consejo	 y	 el	Reglamento	 (CE)	no	 2006/2004	del	 Parlamento	Europeo	 y	 del	
Consejo	(Directivas	sobre	las	prácticas	comerciales	desleales).	Fecha	límite	de	trans-
posición	12	de	junio	2007.




















Directiva	 2006/24/CE	del	Parlamento	Europeo	 y	del	Consejo,	 de	 15	de	marzo	










III.2. El estudio “Compendium annoté comprenant une 
analyse comparative de l’acquis communautaire en 
matière de consommation. Compendium ce de Droit 




“La actividad legislativa española en el campo de la protección del consumidor comenzó 
en la década de los años ochenta sustentado en el nuevo régimen constitucional. En base al 
artículo 51 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, las autoridades públi-
cas debían garantizar la protección del consumidor y usuarios mediante la implantación 
de medidas efectivas garantizando su seguridad, salud y legítimos intereses económicos. 
Antes de la trasposición de las Directivas europeas en cuestión la mayor parte de la 
materia se hallaba regulada en el Código Civil. Existían, no obstante, algunas reglas es-
pecíficas relativas a la protección de aquel como parte débil en los contratos. Por lo que 
respecta al control de las cláusulas generales por ejemplo, no existía ley alguna sobre 
cláusulas abusivas comparable a la propuesta en la directiva. En 1980 se adopta la Ley 
50/1980, de 8 de octubre, relativa al contrato de seguro: el artículo 3 contemplaba cláusulas 
50	 Se	 trata	 del	 estudio	 encargado	 por	 la	Comisión	 Europea,	Dirigido	 por	 el	 Prof.	Dr.	Hans	 Schulte-Nölke	 en	







estándar y abusivas en este tipo de contratos. Desde una perspectiva más general la Ley 
General de Protección de Consumidores y Usuarios propuso un régimen completo relativo 
a las cláusulas abusivas en los contratos concluidos por los consumidores. Además la Ley 
26/1984 contiene definiciones generales completadas por Decretos y reglamentos especí-
ficos en diferentes ámbitos de la protección del consumidor. La Ley 26/1984 propone una 
definición general del término “consumidor” y de “usuario” (artículos 1, 2) y 3) contiene 
disposiciones relativas a las obligaciones de información (artículos 13 a 17) a los derechos 
de representación, de consulta y participación (artículos 20 a 22) así como normas sobre 
la responsabilidad que permiten a los consumidores obtener reparación de daños causados 
por la utilización de mercancías productos o servicios (artículos 25 a 31), pero estas disposi-
ciones no se aplican a la responsabilidad civil por los productos defectuosos 52.”
III.2.1. Técnicas legislativas de trasposición


























52	 Vid. Asunto	C-183/00-María Victoria González Sánchez c. Medicina Asturiana S. A.
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Sin	 embargo,	 las	 normas	 de	 trasposición	 de	 la	 mayoría	 de	 las	 directivas	 (ex-
cepción	de	 la	Directiva	90/314	y	 la	Directiva	98/27)	contienen	una	referencia	(por	














III.2.5. Infracciones potenciales al Derecho 
La	 mayoría	 de	 las	 posibles	 infracciones	 al	 Derecho	 Comunitario	 derivan	 de	


























A	 pesar	 de	 la	 ausencia	 de	 una	 reglamentación	 específica	 en	 el	 ámbito	 de	 las	
cláusulas	abusivas	se	hallan	disposiciones	completas	que	aseguran	una	protección	
de	ciertos	aspectos	comparable	a	la	de	la	protección	contemplada	por	la	Directiva.	















de	 1998,	 relativa	 a	 las	 cláusulas	 contractuales	modelo.	De	otra	parte,	 la	 lista	 de	
cláusulas	abusivas	de	la	Ley	26/1984	fue	aumentada	en	29.	Las	dos	leyes	tienen	un	
contenido	y	un	campo	de	aplicación	diferentes.	La	Ley	relativa	a	las	cláusulas	con-
tractuales	 tipo	alcanza	a	 las	 cláusulas	 contractuales	 generales,	 sus	disposiciones	
se	aplican	 indiferentemente	a	 los	 contratos	B2C	o	B2B.	Además	esta	 ley	aunque	
se	 interesa	por	 la	 inserción	e	 interpretación	de	 las	 cláusulas	modelo,	no	atiende	
al	control	del	contenido	en	tanto	que	 la	Ley	General	 relativa	a	 la	Protección	del	
Consumidor	contiene	disposiciones	sobre	este	aspecto	(para	los	contratos	conclui-
dos	por	los	consumidores)	los	contratos	concluidos	por	los	consumidor).
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relaciones	 con	 los	 consumidores	 en	 el	 mercado	 interior,	 que	 modifica	 las	
Directivas	 84/450/CEE,	 97/7/CE,	 98/27/CE	 y	 2002/65/CE,	 y	 el	 Reglamento	
(CE)	nº	2006/2004	(Directiva	sobre	las	prácticas	comerciales	desleales).	DO	L	
149,	de	11	de	junio	de	2005,	22-39).
IV.4. Decisiones del Tribunal de Justicia  
de las Comunidades Europeas
•	 C-361/89	–	Criminal proceedings c. Patrice Di Pinto [1991]	Rec.	I-01189.
•	 C-91/92	–	Paola Faccini Dori c. Recreb Srl [1994]	Rec.	I-3325.
•	 C-178/94,	 C-179/94,	 C-188/94,	 C-189/94	 y	C-190/94	 (asuntos	 acumulados)	
Dillenkofer c. Bundesrepublik Deutschland [1996]	Rec.	I-04845.
•	 C-269/95	–	Francesco Benincasa c. Dentalkit Srl [1997]	Rec.	I-3767.
•	 C-45/96	 –	 Bayrische Hypotheken-und Wechselbank AG c. Edgar Diyzinger 
[1998]	Rec.	I-01119.
•	 C-364/96	–	Verein Konsumenteninformation c. Österreichische Kreditversicherungs 
G,	[1998]	Rec.	I-01949.
•	 C-410/96	–	André Ambry [1998]	Rec.	I-07875.
•	 C-140/97	–	Rechberger, Greindel. Hofmeister etc. c. Republik Österreich [1999]	Rec.	
I-03499.
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•	 C-237/97	–	AFS Intercultural Programs Finland ret [1999]	Rec.	I-00825.
•	 C-423/97	–	Travel Vac SL c. Manuel José Antelm Sanchi [1999]	Rec.	I-02195.
•	 C-240/98	a	C-244/98	(asuntos	acumulados)	–	Océano Grupo Editorial SA c. 
Murciano Quintero [2000]	Rec.	I-04941.
•	 C-319/98	–	Commission c. Belgique [1999]	Rec.	I-01201.
•	 C-381/98	–	 Ingmar GB Ltd and Eaton Leonard Technologies Inc. [2000]	Rec.	 I-
09305.
•	 C-401/98	–	Commission c. République hellénique [1999]	Rec.	I-05543.
•	 C-144/99	–	Commission c. Au royaume des Pays-Bas [2001]	Rec.	I-03541.
•	 C-372/99	 –	 Comisión de las Comunidades Europeas. République italienne 
[2002]	Rec.	I-00819.
•	 C-478/99	 –	 Commission des Communautés Europeens. Royaume de Suède 
[2002]	Rec.	I-04147.
•	 C-481/99	 –	Georg Heininger and Helga Heininger c. Bayerische Hypo- und 
Vereinsbank AG [2001]	Rec.	I-09945.
•	 C-541/99	y	C-542/99	(joined cases)	–	Cape Snc c.	Idealservice Srl and Idealservice 
MN RE Sas c.	OMAYO Srl [2001]	Rec.	I-9049.
•	 C-96/00	–	Rudolf Gabriel [2002]	Rec.	I-06367.
•	 C-167/00	–	Verein für Konsumenteninformation c. Henkel [2002]	Rec.	I-08111.
•	 C-168/00	–	Simone Leitner c. TUI Deutschland GmbH & Co KG [2002]	Rec.	
I-02631.
•	 C-183/00	–	María Victoria González Sánchez c. Medicina Asturiana S. A. [2002]	
Rec.	I-03901.
•	 C-400/00	–	Club-Tour, Viagens e Turismo S. A. c. Alberto Carlos Lobo Gonçalves 
Garrido [2002]	Rec.	I-04051.
•	 C-473/00	–	Cofidis SA c. Jean-Louis Fredout [2002]	Rec.	I-10875.
•	 C-322/01	–	Deutscher Apothekerverband eV c. 0800 DocMorris NV and Jacques 
Waterval.
•	 C-414/01	–	Commission c. Espagne [2002]	Rec.	I-11121.
•	 C-464/01	–	Johann Gruber c. Bay Wa AG [2005]	Rec.	I-00439.
•	 C-237/02	–	Freiburger Kommunalbauten GmbH Baugesellschaft & Co. KG c. 
Ludger Hofstyter y Ulrike Hofstyter [2004]	Rec.	I-3403.
•	 C-20/03	–	Burmanjer, Van Der Linden, De Jong [2005]	Rec.	I-4133.
•	 C-70/03	–	Commission c. Royaume de Espagne [2004]	Rec.	I-0799.
•	 C-336/03	–	easyCar (UK) Ltd c. Office of Fair Trading [2005]	Rec.	I-01947.
•	 C-350/03	–	Eisabyh Schulte, Wolfgang Schulte c. Deutsche Bausparkasse Badenia 
AG [2005]	RCE	I-09215.
•	 C-229/04	–	Crailsheimer Volksbank eG c. Klaus Conrads, Frank Schulzke and 
Pyra Schulzke-Lösche, Joachim Nitschke [2005]	RCE	I-9273.
•	 C-302/04	–	Ynos Kft c. János Varga [2006]	RCE	I-00371.
•	 C-441/04	–	A-Punkt-Schmuckhandel [2006]	RCE	I-02093.
•	 C-168/05	–	Elisa María Mostaza Claro v Centro Móvil Milenium SL (no	publicada).
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Alemania
•	 Código	Civil	(Bürgerliches Gesyzbuch (BGB)).
•	 Código	de	Comercio	(Handelsgesyzbuch).
•	 Ley	de	Enjuiciamiento	Civil	(Zivilprozessordnung (ZPO)).
•	 Ley	 de	 introducción	 al	 Código	 civil	 alemán	 (Einführungsgesyz zum 
Bürgerlichen Gesyzbuch).
•	 Ley	 de	 lucha	 contra	 la	 competencia	 desleal	 (Gesyz gegen den unlauteren 
Wytbewerb (UWG)).
•	 Ley	 relativa	a	 la	publicidad	 sobre	 los	medicamentos	(Heilmittelwerbegesyz 
(HWG)).
•	 Ley	 relativa	 a	 la	 responsabilidad	 de	 los	 productos	 defectuosos	
(Produkthaftungsgesyz (ProdHaftG)).
•	 Ley	relativa	a	las	acciones	de	cesación	(Unterlassungsklagengesyz (UKlaG)).
•	 	Ley	relativa	a	los	contratos	de	seguro	(Gesyz über den Versicherungsvertrag-
Versicherungsvertragsgesyz (VVG)).
•	 Ley	relativa	a	los	delitos	económicos	(Wirtschaftsstrafgesyz (WiStG)).









•	 Reglamento	 relativo	 a	 las	 obligaciones	 de	 información	 en	Derecho	Civil	
(Verordnung über Informations-und Nachweispflichten nach bürgerlichem 
Recht (BGB-Informationspflichten-Verordnung-BGB-InfoV)).
Austria
•	 Código	Civil	gemeines bürgerliches Gesyzbuch (ABGB)).
•	 Decreto	(Verordnung des Bundesministers für wirtschaftliche Angelegenheiten 






•	 Ley	 relativa	 a	 la	 indicación	 de	 precios	 (Preisauszeichnungsgesyz–PrAG 
(Bundesgesyz über die Auszeichnung von Preisen)).
•	 Ley	de	lucha	contra	las	prácticas	desleales	(Bundesgesyz gegen den unlauteren 
Wytbewerb (UWG)).
•	 Ley	sobre	los	contratos	relativos	a	los	derechos	de	utilización	a	tiempo	par-
cial	de	bienes	inmuebles	(Teilzeitnutzungsgesyz–TNG (Bundesgesyz über den 
Erwerb von Teilzeitnutzungsrechten an unbeweglichen Sachen)).
•	 Ley	relativa	a	la	protección	del	consumidor	(Konsumentenschutzgesyz).
Bélgica
•	 Real Decreto, de 6 de septiembre de 1993, sobre modalidades particu-
lares para la venta a distancia de determinados productos o categorías de 
productos. 
•	 Real Decreto, de 1 de febrero de 1995, determinando las condiciones de 
seguro de responsabilidad profesional de los organizadores e intermediarios 
de viajes. 
•	 Real Decreto, de 30 de junio de 1996, relativo a la indicación del precio de 
productos y órdenes de pedido, modificado por Real Decreto, de 7 de febrero 
de 2000. 
•	 Real Decreto, de 25 de abril de 1997, relativo a la ejecución del artículo 36 
de la ley, de 16 febrero de 1994, sobre el contrato de organización de viajes y 
contrato de intermediación de viajes.
•	 Real Decreto, de 5 de diciembre de 2000, por el que se aplican a los instru-
mentos financieros y a los títulos y valores ciertas disposiciones de la ley, de 
14 de julio de 1991, sobre las prácticas de comercio y sobre la información y 
la protección del consumidor.
•	 Real Decreto, de 18 de noviembre de 2002, excluyendo ciertos contratos 
a distancia de suministro de servicios, de transportes, de restauración y de 
leysirs, del campo de aplicación de los artículos 79 y 80 de la ley. de 14 de 
julio de 1991.
•	 Real Decreto, del 11 de julio de 2003, sobre fijación de normas especiales en 
materia de indicación de precios en el sector de viajes. 
•	 Real Decreto, de 24 de septiembre de 2006, relativo al ejercicio y organiza-
ción de actividades ambulantes.
•	 Ley, de 14 de julio de 1991, sobre prácticas de comercio y sobre la informa-
ción y la protección del consumidor.
•	 Ley, de 25 de junio de 1993, sobre el ejercicio y organización de las activida-
des ambulantes y feriantes.
•	 Ley, de 16 de febrero de 1994, sobre el contrato de organización de viajes y 
de intermediación de viajes.
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•	 Ley, de 11 de abril de 1999, relativa a la acción de cesación de las infraccio-
nes a la ley relativa a los contratos relativos a la adquisición de un derecho de 
utilización de immuebles a tiempo compartido.
•	 Ley, de 26 de mayo de 2002, relativa a los acciones de cesación intracomuni-
tarias en materia de protección de los intereses de los consumidores.
•	 Ley, de 2 de agosto de 2002, relativa a la publicidad engañosa y comparativa, 
a las cláusulas abusivas y a los contratos a distancia en lo que respecta a las 
profesiones liberales. 
•	 Ley, de 1 de septiembre de 2004, relativa a la protección de los consumidores 
en los casos de venta de bienes de consumo.
Dinamarca
•	 Decreto 776/1993 relativo a los viajes combinados (Bekendtgørelse nr. 
776/1993 om pakkerejser).
•	 Ley consolidada n. 237/2003 relativa a la venta de mercancías 
(Lovbekendtgørelse nr.237/2003 om køb).
•	 Ley consolidada n. 699/2000 relativa a las prácticas comerciales 
(Lovbekendtgørelse nr. 699/2000 om markedsføring med senere ændringer).
•	 Ley consolidada n. 1/1996 relativa a la formación del contrato 
(Lovbekendtgørelse nr. 781/1996 om aftaler og andre ryshandler på for-
muerytens område).
•	 Ley consolidada relativa a los medios de pago (Bekendtgørelse af lov om 
visse byalingsmidler).
•	 Ley n. 1257/2000 relativa a la protección des intereses de los consumidores (Lov 
nr. 1257/2000 om forbud til beskyttelse af forbrugernes interesser).
•	 Ley n. 315/1997 relativa a los Fondos de Garantía de los Viajes, modi-
ficada por la ley n. 164/2000 y la ley n. 207/2004 (Lov nr. 315/1997 om 
Rejsegarantifonden som ændry ved lov nr. 164/2000 og lov nr. 207/2004).
•	 Ley n. 472/1993 relativa a los viajes combinados (Lov nr.472/1993 om 
pakkerejser).
•	 Ley n. 234, de 2 abril 1997. relativa a los contratos celebrados por los consu-
midores sobre adquisición de bienes inmuebles a tiempo compartido (Lov nr. 
234 af 2. april 1997 om forbrugeraftaler, der giver brugsry til fast ejendom på 
timesharebasis).
•	 Ley n. 451 de 9 junio de 2004 relativa a determinados contratos celebrados 
por los consumidores (Lov nr. 451 af 9. juni 2004 om visse forbrugeraftaler).
•	 Orden n. 866, de 18 septiembre 2000, relativa a la información sobre los 
precios de venta (Bekendtgørelse nr. 866 af 18. september 2000 om oplysning 
om salgspris og enhedspris for forbrugsvarer).
•	 Reglamento n. 503/2004 relativo a la inmatriculación, garantías, y fondos de 
garantía de viajes (Bekendtgørelse nr. 503/2004 om registrering og sikker-











•	 Ley relativa a la comunicación electrónica (Elektroonilise side seadus).
•	 Ley relativa a la parte general del Código Civil (Tsiviilseadustiku üldosa 
seadus).
•	 Ley relativa a la protección del consumidor (Tarbijakaitseseadus).
•	 Ley relativa a la seguridad de los productos (Toote ohutuse seadus).
•	 Ley relativa al comercio (Kaubandustegevuse seadus).
•	 Ley relativa al Derecho Internacional Privado (Rahvusvahelise eraõiguse 
seadus).
•	 Ley relativa al turismo (Turismiseadus).
•	 Ley sobre el Derecho de Obligaciones (Võlaõigusseadus).
•	 Reglamento nº 130 de 10 mayo 2004 (Majandus- ja kommunikatsioonimi-
nistri 10. mayo 2004. a määrus nr 130).
•	 Reglamento nº 66/2004 (Majandus- ja kommunikatsiooniministri 8. aprilli 
2004. a määrus nr 66 Koduukselepingu teatise vormi kinnitamine).
•	 Reglamento nº 76 de 14 abril 2004 (“Kauba ja teenuse hinna avaldami-
se nõuded” Vastu võyud majandus- ja kommunikatsiooniministri 14.aprilli 
2004.a määrusega nr 76).
Finlandia
•	 Decreto 28 de noviembre de 1994/1085 relativa a los viajes combinados 
(Valmismatkaasyus 28.11.1994/1085).
•	 Ley 20 de enero de 1978/38 relativa a la protección del consumidor 
(Kuluttajansuojalaki 20.1.1978/38).
•	 Ley 28 de noviembre de 1994/1079 relativa a los viajes combinados 
(Valmismatkalaki 28.11.1994/1079).
•	 Ley 28 de noviembre de 1994/1080 relativa a los compromisos relativos a los 
viajes combinados (Laki valmismatkaliikkeistä 28.11.1994/1080).
55	 Modificado	por	los	autores.
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•	 Ley 21 de diciembre de 2000/1189 relativa a los procedimientos de acciones 
de cesación transfronteriza (Laki rajat ylittävästä kieltokannemenytelystä 
21.12.2000/1189).
•	 Ley relativa a la protección de datos personales (Vi 121 Sähköisen viestin-
nän tiyosuojalaki).
•	 Ley relativa a los datos personales (Si 111 Henkilötiyolaki).
•	 Reglamento 30 de diciembre de 1999/1359 sobre indicación de precios 
para la comercialización de bienes de consumo (Asyus kulutushyödykkeen 


















•	 Código Civil (1959. évi IV. törvény a Polgári Törvénykönyvrıl).
•	 Código penal (Ley IV de 1978) (1978. évi IV. tv. a Büntyö Törvénykönyvrõl).
•	 Decreto nº 2/1978 relativo a las cláusulas contractuales abusivas (1978. évi 
2. törvényerejû rendelya Polgári Törvénykönyv módosításáról és egységes 
szövegérõl szóló 1977. évi IV. törvény hatálybalépésérõl és végrehajtásáról).
•	 Decreto-Ley nº 13 de 1979 relativo al Derecho Internacional Privado (1979. 
évi 13. törvényerejő rendely a nemzyközi magánjogról).
•	 Decreto gubernamental nº 213/1996. (XII.23.) relativo a las actividades 
de organización y de agencias de viajes (213/1996. (XII.23.) Korm.rend. az 
utazásszervezı- és közvyítı tevékenységrıl).
•	 Decreto gubernamental nº 214/1996. (XII.23.) relativo a los contratos de 
viaje y a los intermediarios de viajes (214/1996. (XII.23.) Korm.rend. az uta-
zási és utazást közvyítı szerzıdésekrıl).
0  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral
•	 Decreto gubernamental nº 89/1998. (V.8.) relativo a la Autoridad de Control 
del Consumo (89/1998. (V.8.) Korm. Rend. A fogyasztóvédelmi Fıfelügyelıség 
szervezyérıl, feladat-és hatáskörérıl, valamint a fogyasztóvédelmi bírság el-
használásáról).
•	 Decreto gubernamental nº 17/1999. (II.5.) relativo a la conclusión de los 
contratos a distancia (17/1999. (II. 5.) Korm. rendelya távollevık között kötött 
szerzıdésekrıl).
•	 Decreto gubernamental nº 18/1999. (II.5.) relativo a las cláusulas contrac-
tuales abusivas (18/1999. (II.5.) Korm. rend. a fogyasztóval kötött szerzıdésben 
tisztességtelennek minısülıfeltételekrıl).
•	 Decreto gubernamental nº 20/1999. (II. 5.) relativo a los contratos de adqui-
sición de derechos de utilización de bienes inmobiliarios a tiempo compartido 
(20/1999. (II.5.) Korm.rend. AzIngatlanok idıben megosztott használati jogá-
nak megszerzésére irányuló szerzıdésekrıl.
•	 Decreto GM nº 7/2001. (III.29.) relativo a indicación de precios de los 
productos y de los servicios indicados a los consumidores (7/2001. (III. 29.) 
GM rendelya fogyasztói forgalomba kerüláruk és szolgáltatások árának 
feltüntyésérıl).
•	 Decreto GKM nº 49/2003. (VII.30.) (49/2003. (VII. 30.) GKM rendelya 
fogyasztói szerzıdés keryében érvényesítyt szavatossági és jótállási igények 
intézésérıl).
•	 Decreto gubernamental nº 151/2003. (IX.22.) relativo a las garantías sobre 
los bienes duraderos de Consumo (151/2003. (IX. 22.) Korm. rendelyaz egyes 
tartós fogyasztási cikkekre vonatkozó kötelezı jótállásról).
•	 Decreto gubernamental nº 181/2003. (XI. 5.) (181/2003. (XI. 5.) Korm. ren-
dely a lakásépítéssel kapcsolatos kötelezı jótállásról).
•	 Decreto IM nº 13/2004 (IV.16) del Ministerio de Justicia enumerando los 
textos legislativos correspondientes a las Directivas enumeradas en el Anexo 
de la Directiva 98/27/CE sobre las acciones de cesación para la protección de 
los intereses de los consumidores (13/2004. (IV. 16.) IM rendelya fogyasztói 
érdekek védelme érdekében a jogsértés megszüntyésére irányuló eljárá-
sokról szóló 98/27/EK irányelv melléklyében meghatározott irányelvekkel 
összeegyeztyhyıségy teremtı jogszabályok felsorolásáról).
•	 Decreto gubernamental nº 249/2004 (VIII. 27.) (249/2004. (VIII. 27.) Korm. 
Rendely az egyes javító-karbantartó szolgáltatásokra vonatkozó kötelezı jótá-
llásról).
•	 Decreto gubernamental nº 370/2004 (XII.26.) sobre la venta a domicilio 
(XII.26.) Korm rendelye az üzlyen kívül fogyasztóval kötött szerzıdésekrıl és 
az üzlyen kívüli kereskedés folytatásának egyes feltételeirıl).
La Política Común de Consumidores...  1
•	 Ley CXII de 1996 relativa a los establecimientos de crédito y a los esta-
blecimientos financieros (1996. évi CXII. tv a hitelintézyekrıl és a pénzügyi 
vállalkozásokról).
•	 Ley CLV de 1997 relativa a la protección del consumidor (1997. évi CLV tv. a 
fogyasztóvédelemrıl).
•	 Ley CXLI de 1997 relativa a la inscripción de inmuebles (1997. évi CXLI tv. 
az ingatlannyilvántartásról).
•	 Ley LVIII de 1997 relativa a las actividades publicitarias comerciales (1997. 
évi LVIII tv. Agazdasági reklámról).
Irlanda




•	 Comunidades	Europeas	 (Cláusulas	contractuales	abusivas	en	 los	contratos	
concluidos	con	los	consumidores),	Reglamentos	de	1995	y	de	2000.
•	 Comunidades	 Europeas	 (Contratos	 relativos	 a	 los	 derechos	 de	 utilización	











(Legge 6 febbraio 1996 n. 52, art.25 (modificato da Legge 21 dicembre 1999, n. 526, 
art. 25) “Attuazione della dirytiva 93/13/CEE del consiglio concernente le clausole 
abusive nei contratti stipulati con i consumatori”).
•	 Decreto	 legislativo,	de	9	de	noviembre	de	1998,	nº	427	“Transposición	de	
la	Directiva	94/47/CE	relativa	a	 la	protección	de	 los	compradores	en	 lo	que	
respecta	a	ciertos	aspectos	de	los	contratos	ligados	a	la	adquisición	de	dere-
chos	de	utilización	a	tiempo	parcial	de	bienes	inmuebles”	(Decreto legislativo. 
9 noviembre 1998, n. 427„Attuazione della direttiva 94/47/CE concernente la 
tutela dell’acquirente per taluni aspyti dei contrattirelativi all’acquisizione di un 
diritto di godimento a tempo parziale di beni immobili“).
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•	 Decreto	 legislativo,	 de	 25	 febrero	 de	 2000,	 nº	 84	 “Transposición	 de	 la	
Directiva	98/6/CE	relativa	a	la	protección	de	los	consumidores	en	materia	de	
indicación	de	los	precios	indicados	a	los	consumidores”	(Decreto legislativo25 
febbraio 2000, n. 84“Attuazione della direttiva 98/6/CE relativa alla protezione 
dei consumatori in materia di indicazione dei prezzi offerti ai medesimi”).
•	 Decreto	 legislativo,	 de	 2	 de	 febrero	 de	 2002,	 nº	 24	 “Transposición	 de	 la	
Directiva	99/44/CE	sobre	ciertos	aspectos	de	la	venta	y	de	las	garantías	a	los	
consumidores”	(Decreto Legislativo 2 febbraio 2002, n. 24 “Attuazione della di-
rettiva 1999/44/CE su taluni aspyti della vendita e delle garanzie di consumo”).
•	 Decreto	legislativo,	de	6	de	septiembre	de	2005,	nº	206	“Código	de	Consumo”	
(Decreto Legislativo 6 settembre 2005, n. 206 “Codice del consumo, a norma 

























•	 Ley de Malta relativa a los viajes y prestaciones turísticas (Att dwar 
Servizzi ta’ l- Ivvjaggar u tat-Turizmu ghal Malta).
•	 Ley relativa a los contratos de venta a domicilio (Att dwar Kuntratti fuq 
l-Ghadba tal-Bieb).
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•	 Ley sobre Consumo (Capítulo 378 de las Leyes de Malta) (Att dwar l-
Affarijiy tal-Konsumatur Kapitlu 378 tal-Ligijiy ta’ Malta).
•	 Ley sobre Consumo, de 1 de octubre de 2002, (Reglamento sobre indicación 
de precios) (Regolamenti dwar Prezzijiy Indikati skond l-Att dwar l-Affarijiy 
tal-Konsumaturi).
•	 Reglamento de 2000 relativo a la protección de los compradores en los 
contratos de multipropiedad en tiempo compartido relativo a bienes in-
muebles (Regolamenti ta’ l-2000 dwar il-Protezzjoni ta’ Xerrejja f’Kuntratti 
ta’ Time Sharing fi Proprejta’ Immobbli).
•	 Reglamento de 2000 relativo a los viajes, vacaciones y circuitos combina-
dos (Regolamenti ta’ l-2000 dwar Pakkyt ta’ l-Ivvjaggar, Pakkyt ta’ Vaganzi 
u Pakkyt ta’ Tours).




•	 Decreto	de	1980	relativo	a	 indicación	de	precios	de	 los	productos	(Besluit 
prijsaanduiding producten).
•	 Decreto	 sobre	 reglas	 relativas	 a	 la	 indicación	de	 precios,	modificando	 el	
Decreto,	de	15	de	enero	de	1993,	(Besluit van 15 januari 1993, houdende regels 
inzake de gegevens die de organisatoren van georganiseerde reizen ten behoeve 








cluidos	por	 los	 consumidores	 (Wy van 28 oktober 1999 tot aanpassing van 
Boek 6 van hy Burgerlijk Wyboek aan de richtlijn byreffende oneerlijke bedingen 
in onsumentenovereenkomsten).
•	 Ley,	de	25	de	abril	de	2000,	adaptando	los	Libros	3	y	6	del	Código	Civil,	a	la	
Directiva	sobre	cesación	(Wy van 25 april 2000 tot aanpassing van de Boeken 
3 en 6 van hy Burgerlijk Wyboek aan de richtlijn byreffende hy doen Staten van 
inbreuken in hy raam van de bescherming van de consumentenbelangen).
•	 Ley,	de	21	de	diciembre	de	2000,	adaptando	el	Libro	7	del	Código	Civil	a	
la	Directiva	 97/7/CE	 del	 Parlamento	 Europeo	 y	 del	 Consejo	 de	 la	Unión	
Europea,	de	20	de	mayo	de	1997,	relativa	a	la	protección	des	consumidor	en	
las	ventas	a	distancia	(Wy van 21 december 2000 tot aanpassing van Boek 7 van 
hy Burgerlijk Wyboek aan richtlijn nr. 97/7/EG van hy Europees Parlement en de 
Raad van de Europese Unie van 20 mei 1997).
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•	 Ley	General	 sobre	el	 cálculo	de	 los	 términos	y	 retrasos	(Algemene termij-
nenwy).
•	 Ley	relativa	a	los	Medios	de	Comunicación	(Mediawy).





•	 Ley relativa a la libertad de la actividad económica (Ustawa o swobodzie 
działalności gospodarczej).
•	 Código civil (Kodeks Cywilny).
•	 Ley, de 29 de agosto de 1997, relativa a las prestaciones turísticas (Ustawa 
o usługach turystycznych z 29 sierpnia 1997).
•	 Ley de 2 marzo de 2000 relativa a la protección de ciertos derechos del 
consumidor y a la responsabilidad sobre productos peligrosos (Ustawa 
z dnia 2 marca 2000 o ochronie niektórych praw konsumentów oraz o 
odpowiedzialności za szkodę wyrządzoną przez produkt niebezpieczny).
•	 Ley de 13 de julio de 2000 relativa a la protección de los compradores de 
derechos de utilización de un bien inmueble o de una residencia duran-
te un cierto periodo anual (Ustawa z 13 lipca 2000 o ochronie nabywców 
prawa korzystania z budynku lub pomieszczenia mieszkalnego w oznaczonym 
czasie w kaŜdym roku).
•	 Ley de 15 de diciembre de 2000 relativa a la protección del consumidor 
y de la Competencia (Ustawa 15 grudnia 2000 o ochronie konkurencji i 
konsumentów).
•	 Ley de 5 de julio de 2001 relativa a los precios (Ustawa o cenach z 5 lipca 2001).
•	 Ley de 27 de julio de 2002 relativa a ciertas condiciones generales de 
venta al Consumidor, modificando el Código Civil (Ustawa z 27 lipca 




•	 Constitución	 de	 la	 Republica	 portuguesa	 (Constituição da República 
Portuguesa).
•	 Decreto-Ley	 nº	 138/90,	 de	 26	 de	 abril,	 en	 la	 redacción	 resultante	 del	
Decreto-Ley	 nº	 162/99,	 de	 13	 de	mayo	 (rectificada	 por	 la	Declaración	 de	
Rectificación	nº	10-AF/99)	(Decreto-Lei nº 138/90, de 26 Abril, na redacção 
resultante do Decreto-Lei nº 162/99, de 13 de Mayoo (rectificado pela Declaração 
de Rectificação nº 10-AF/99)).
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•	 Decreto-Ley	nº	 446/85,	 de	 25	 octubre,	modificado	por	 el	Decreto-Ley	nº	
220/95,	de	31	de	agosto,	modificado	por	la	Declaración	nº	114-B/95,	de	31	
de	agosto,	modificada	por	el	Decreto-Ley	nº	249/99,	de	7	de	julio,	y	por	el	
Decreto-Ley	nº	323/2001,	de	17	de	diciembre	(Decreto-Lei nº 446/85, de 25 de 
Outubro, na redacção resultante do Decreto-Lei nº 220/95, de 31 de Agosto, tal 
como rectificado pela Declaração de Rectificação nº 114-B/95, de 31 de Agosto, do 
Decreto-Lei nº 249/99, de 7 de Julho).
•	 Decreto-Ley	 nº	 198/93,	 de	 27	 de	 mayo,	 derogado	 por	 el	 Decreto-Ley	 nº	
209/97,	de	13	agosto,	modificado	por	el	Decreto-Ley	nº	12/99,	de	11	enero	
(Decreto-Lei nº 198/93, de 27 de Mayo, revogado pelo Decreto-Lei nº 209/97, de 
13 de Agosto, alterado pelo Decreto-Lei nº 12/99, de 11 de Janeiro).
•	 Decreto-Ley	nº	234/99	(Decreto-Lei nº 234/99 de 25 de Junho).
•	 Decreto-Ley	nº	143/2001,	de	26	abril	(Decreto-Lei nº 143/2001, de 26 de Abril 
(rectificado pela Declaração de Rectificação nº 13-D/2001)).
•	 Decreto-Ley	nº	275/93,	de	5	de	agosto,	modificado	por	el	Decreto-Ley	nº	
180/99,	de	22	mayo,	y	por	el	Decreto-Ley	nº	22/2002,	de	31	de	enero	(Decreto-
Lei nº 275/93, de 5 de Agosto, na redacção resultante do Decreto-Lei nº 180/99, de 
22 de Mayoo, e do Decreto-Lei nº 22/2002, de 31 de Janeiro).
•	 Decreto-Ley	nº	67/2003,	de	8	de	abril	(Decreto-Lei nº 67/2003, de 8 de Abril).
•	 Ley	nº	83/95,	de	31	de	agosto	(Lei nº 83/95 de 31 de Agosto).
•	 Ley	nº	24/96,	de	31	de	julio	(Régimen	jurídico	aplicable	a	la	defensa	de	los	
consumidores)	(Lei nº 24/96 de 31 de Julho (Regime legal aplicável a defesa dos 
consumidores)).
•	 Ley	nº	25/2004,	de	8	de	julio	(Lei nº 25/2004, de 8 de Julho).
República Checa
•	 Ley nº 40/1964, Código Civil modificado por la Ley nº 367/2000 (Zákon č. 
40/1964 Sb., občanský zákoník ve znění zákona č. 367/2000 Sb.).
•	 Ley nº 526/1990 relativa a los precios, modificado por la ley nº 276/2002 y la 
ley nº 124/2003 (Zákon č. 526/1990 Sb., o cenách v zenění zákona č. 276/2002 
Sb. a zákona č. 124/2003 Sb.).
•	 Ley nº 634/1992 relativa a la protección del consumidor (Zákon č. 634/1992 
Sb. O ochraně spotřebitele).
•	 Ley nº 22/1997 relativa a las especificaciones técnicas de los productos, 
modificado por la ley nº 226/2003 (Zákon č. 22/1997 Sb. o technických 
požadavcích na výrobky ve znění zákona č. 226/2003 Sb.).
•	 Ley nº 159/1999 sobre las condiciones relativas a los empresarios en materia 
de turismo y agencias de viajes (Zákon č. 159/1999 Sb. O některých pod-
mínkách podnikání v oblasti cestovního ruchu).
•	 Ley nº 102/2001 relativa a la seguridad general de los productos (Zákon o 
obecné bezpečnosti výrobků č. 102/2001 Sb.).


















•	 Reglamento	 de	 1999	 relativo	 a	 los	 cláusulas	 contractuales	 abusivas	 en	 los	
contratos	concluidos	con	el	consumidor.






•	 Código Civil (Zákon č. 40/1964 Zb. Občiansky zákonník v znení neskorších 
predpisov).
•	 Código de Derecho Internacional (Zákon č. 97/1963 Zb. o medzinárodnom 
práve súkromnom a procesnom v znení neskorších predpisov).
•	 Decreto 545/2002 relativo a indicación de precios (Vyhláška č. 545/2002 Z.z. 
o spôsobe označovania výrobkov cenam).
•	 Ley nº 99/1963 relativa al Código de Procedimiento Civil (Zákon č.99/1963 
Zb. Občiansky súdny poriadok v znení neskorších predpisov).
•	 Ley nº 634/1992 relativa a la protección del consumidor (Zákon č. 634/1992 
Zb. o ochrane spotrebiteľa v znení neskorších predpisov).
•	 Ley nº 108/2000 relativa a la protección de los consumidores en materia de 
venta a domicilio y a distancia (Zákon č. 108/2000 Z.z. o ochrane spotrebiteľa 
pri podomovom predaji a zásielkovom predaji).
•	 Ley nº 258/2001 relativa al crédito al Consumo (Zákon č.258/2001 Z.z. o 
spotrebiteľských úveroch).
•	 Ley nº 281/2001 relativa a los viajes combinados (Zákon č. 281/2001 Z.z. o zá-
jazdoch, podmienkach podnikania cestovných kancelárií a cestovných agentúr 
a o zmene a doplnení Občianskeho zákonníka v znení neskorších predpisov.
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•	 Ley relativa a la protección de los no-fumadores (Zákon č. 377/2004 Z.z. o 
ochrane nefajčiarov v znení neskorších predpisov).
•	 Ley relativa a los contratos de caución (Zákon č. 566/2001 Z.z. o cenných 
papieroch a investičných službách v znení neskorších predpisov).
•	 Ley relativa a los sistemas de pago (Zákon č. 510/2002 Z.z. o platobnom 
styku v znení neskorších predpisov).
•	 Nuevo Código de Comercio (Zákon č. 513/1991 Zb. Obchodný zákonník v 
znení neskorších predpisov).
•	 Nueva Constitución de la República Eslovaca (Zákon č. 460/1992 Zb. 
Ústava Slovenskej republiky v znení neskorších predpisov).
Eslovenia
•	 Código de las Obligaciones (Obligacijski zakonik).
•	 Ley relativa a la protección del consumidor (Zakon o varstvu potrošnikov).
•	 Ley relativa a los medicamentos (Zakon o zdravilih, ZZdr, Ur.l. RS, št. 
31/2006).
•	 Reglas relativas a la indicación de precios de bienes y los servicios 
(Pravilnik o načinu označevanja cen blaga in storitev).
Suecia
•	 Ley 1990/932 relativa a las compras efectuadas por los consumidores, modi-
ficada por la ley 2002:587 (Konsumentköplag (1990:932) ändrad genom SFS 
2002:587).
•	 Ley 1991/601 relativa a la indicación de precios, modificada por la ley 
2004:347 (Prisinformationslag (SFS 1991:601)).
•	 Ley 1992/1672 relativa a los circuitos combinados (Lag (1992:1672) om 
pakyresor).
•	 Ley 1992/830 relativa al crédito al Consumo (Konsumentkreditlag 
(1992:830).
•	 Ley 1994/1512 relativa a las condiciones generales en las relaciones con el 
consumidor (Lag (1994: 1512) om avtalsvillkor I konsumentförhållanden).
•	 Ley 1995/450 relativa a la comercialización (Marknadsföringslag (1995:450).
•	 Ley 1997/218 relativa a los contratos sobre los derechos de utilización a 
tiempo parcial de bienes inmuebles (protección de los consumidores) (Lag 
(1997:218) konsumentskydd vidtidsdelat boende).
•	 Ley 2002/599 relativa a las acciones de grupo (Lag (2002:599) om grupprät-
tegång).
•	 Ley 2005/59 relativa a la protección de los consumidores en materia de contra-
tos concluidos a distancia y de contratos de venta a domicilio (Lag (2005:59) 
om konsumentskydd vid distansavtal och hemförsäljningsavtal).
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Acciones	destinadas	a	mejorar	 la	aplicación	efectiva	de	 la	 legislación	comunitaria	de	pro-
tección	de	los	consumidores,	en	particular	la	Directiva	2001/95/CE	del	Parlamento	Europeo	
y	 del	Consejo,	 de	 3	 de	 diciembre	 de	 2001,	 sobre	 seguridad	 general	 de	 los	 productos,	 y	 el	














8.3.	Acciones	 conjuntas	del	 seguimiento,	 ejecución	y	otras	 en	el	marco	de	 la	 cooperación	
administrativa	y	para	el	cumplimiento	de	la	legislación.




















10.3.	Acciones	para	mejorar	 la	 comunicación	 con	 los	 ciudadanos	de	 la	UE	 en	materia	de	
consumo,	particularmente	en	los	Estados	miembros	que	se	adhirieron	a	la	Unión	Europea	
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I. Estado social y sociedad de consumo
I.1. La perspectiva constitucional 
Si	hay	un	 fenómeno	social	notorio	e	 indiscutible	es	el	de	 la	masificación	en	 la	
adquisición	de	bienes	y	servicios	que	hoy	caracteriza	a	las	sociedades	desarrolladas,	
a	 las	que	con	acierto	 se	 identifica	como	“sociedades	de	consumo”.	Bien	es	verdad	
que	no	en	todas	partes	ha	fraguado	este	tipo	de	sociedad,	pero	ello	se	considera	un	
fracaso	o	al	menos	un	retraso	en	el	proceso	que	inexorablemente	habrá	de	venir.	

























del	 marco	 constitucional	 del	 consumo,	 y	 ello	 porque	 la	 Constitución	 española	
de	1978,	en	su	artículo	51,	contiene	una	mención	específica	a	 la	“defensa	de	 los	
consumidores	 y	 usuarios”	 y	 detalla	 otros	 principios	 rectores	 que	 analizaremos.	
La	constitucionalización	del	consumo	6	denota	la	importancia	que	presenta	en	las	
sociedades	del	presente,	así	que	los	constituyentes	contemporáneos	se	ocupan	de	









2	 Al	que	se	refiere,	entre	otros,	Teresa	QUINTELA	GONÇALVES,	La protección de los consumidores y usuarios y la 
Constitución española,	Instituto	Nacional	del	Consumo,	Madrid,	1986,	pp.	29	y	ss.
3	 Un	constitucionalismo	“postdesarrollista”	como	lo	llama	Luis	CAZORLA	PRIETO,	“Artículo	51	constitucio-





a la constitución española,	EDERSA,	Madrid,	1996,	pp.	391	y	ss.
5	 Interdisciplinariedad	advertida,	 entre	otros,	por	Adolfo	MENÉNDEZ	MENÉNDEZ,	“La	defensa	del	 consu-
midor:	un	principio	general	del	Derecho”,	en	VVAA,	Estudios sobre la Constitución española en homenaje al 
Profesor Eduardo García de Enterría,	Civitas,	Madrid,	1991,	Tomo	II,	p.	1.908.	RUIZ	RICO	y	CONTRERAS,	
ob.	cit.,	p.	389,	o	Alicia	de	LEÓN	ARCE,	“El	consumo	como	realidad	social,	económica	y	jurídica”,	en	Alicia	
de	LEÓN	ARCE	y	Luz	María	GARCÍA	GARCÍA	(coords.),	Derechos de los consumidores y usuarios,	Tirant	lo	
Blanch,	Valencia,	2007,	p.	97.
6	 En	los	términos	planteados	por	CAZORLA	PRIETO,	ob.	cit,	p.	861.
7	 Como	bien	explica	Carlos	MARTÍNEZ	DE	AGUIRRE	Y	ALDAZ,	Derecho comunitario y protección de los consu-
midores,	Actualidad	Editorial,	Madrid,	1996,	p.	120.
8	 Tal	y	como	sostienen,	entre	otros,	Luis	GONZÁLEZ	VAQUÉ,	“El	derecho	del	consumo	¿una	disciplina	autó-
















I.2. La tesis liberal: El consumo como una relación 
autorregulada de la sociedad
Como	todas,	la	posición	liberal	es	proteica	y	ha	evolucionado	con	las	propias	so-
























Por	 otro	 lado,	 la	mundialización	 económica	 implica	 la	 existencia	 de	 un	mer-
cado,	 también	de	 consumo,	de	 alcance	planetario,	 de	 tal	 suerte	 que	 ya	 el	 ámbito	
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de	la	producción	y	del	consumo	de	bienes	y	servicios	supera	las	barreras	estatales.	












un	mercado	 centrado	 en	 el	 consumo.	Así	 que	 la	 invocación	 a	 los	 intereses	de	 los	
consumidores	es	superflua	e	incluso	peligrosa,	si	puede	ser	empleada	para	interferir	
en	el	mercado	y	restringir	la	libertad	de	compra.	
I.3. La tesis del Estado social: Preocupación  
por las condiciones vitales del ser humano 
Se	trata	de	proteger	al	consumidor,	pero	esta	tutela	no	se	centra	en	su	libertad	






intervenir	 frecuentemente,	movido	 a	 ello	 por	 la	multiplicación	de	 fines	 estatales.	












Ernst	FORSTHOFF	y	Karl	DOEHRING,	El Estado social, Centro	de	Estudios	Constitucionales,	Madrid,	1986,	
Ángel	GARRORENA	MORALES,	El Estado español como Estado social y democrático de derecho, Tecnos,	Ma-
drid,	1984,	Manuel	GARCÍA	PELAYO,	Las transformaciones del Estado contemporáneo, Alianza,	Madrid,	1992.	
Pablo	LUCAS	VERDÚ,	Estimativa y política constitucionales,	Facultad	de	Derecho,	Universidad	Complutense,	
Madrid,	1984,	Pedro	de	VEGA	GARCÍA,	“Constitucionalismo	de	 la	 igualdad”,	en	Anuario de Derecho cons-
titucional y parlamentario, núm.	6,	Murcia,	1994,	pp.	41	y	 ss.,	 Javier	CORCUERA	y	Miguel	Ángel	GARCÍA	
HERRERA	(eds.),	Derecho y economía en el Estado social, Tecnos,	Madrid,	1988,	Carlos	de	CABO	MARTÍN,	La 
crisis del Estado social,	PPU,	Barcelona,	1986.
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Unidos,	 como	 apuntábamos,	 el	 bienestar	 es	 más	 bien	 producto	 del	 mercado,	 en	
Europa,	éste	es	un	agente	importante	pero	no	el	único	puesto	que	el	Estado,	amén	








ahora	 hay	 empresas	 privadas	 que	 compiten	 entre	 sí.	 La	 lógica	 de	 la	 integración	



































14	 Cfr.	Ramón	MARTÍN	MATEO,	“La	calidad	de	vida	como	valor	jurídico”,	en	Revista de Administración Pública,	
núm.	117,	1988,	pp.	51	y	ss.
15	 Para	Jaime	RODRÍGUEZ-ARANA	MUÑOZ	se	trata	de	 lograr	más	bien	 la	colaboración	que	 la	sumisión	del	
mercado,	en	un	contexto	que	este	autor	describe	como	de	fracaso	del	Estado	social,	Nuevas claves del Estado 
social,	Comares,	Granada,	1999,	p.	96.
16	 En	 torno	 a	 esta	 problemática	 relación	 cfr.	 las	 interesantes	 consideraciones	 de	Máximo	MORESI,	 “Aspectos	
esenciales	de	la	relación	entre	Estado	y	economía	en	una	Constitución	de	la	crisis”,	en	Eduardo	GARCÍA	DE	
























17	 Finalidad	bien	explicada	por	Mayte	ARRILLA	MENDOZA	en	su	tesis	doctoral	Artículo 51 de la Constitución 
española: la protección de los consumidores y usuarios,	Universidad	Complutense,	1999,	p.	36.
18	 QUINTELA	GONÇALVES,	ob.	cit.,	p.	65,	y	Adolfo	SEQUEIRA	MARTÍN,	“Los	derechos	de	los	consumidores	
en	la	Ley	General	para	la	defensa	de	los	consumidores	y	usuarios	de	19	de	julio	de	1984”,	en	VVAA,	Curso de 
doctorado sobre derecho de los consumidores, constitución económica y derecho del consumo,	Dirección	General	de	
Comercio	y	Consumo,	Servicio	de	Consumo,	Madrid,	1987,	p.	92.	El	mismo	SEQUEIRA	MARTÍN	desarrolla	
esta	conexión	en	“Defensa	del	consumidor	y	Derecho	constitucional	económico”,	en	Revista Española de Dere-
cho Constitucional,	núm.	10,	1984,	pp.	92	y	ss.	Acerca	de	la	constitución	económica	en	general,	con	referencias	
a	la	protección	de	los	consumidores,	cfr.	Martín	BASSOLS	COMA,	Constitución y sistema económico,	Tecnos,	
Madrid,	1988,	pp.	91	y	ss.,	Gaspar	ARIÑO,	Principios de Derecho Público económico,	Comares,	Granada,	1999.	
Fernando	GARRIDO	FALLA	(ed.),	El modelo económico de la Constitución española,	2	vol.,	Madrid,	1981,	Óscar	
de	JUAN	ASENJO,	La Constitución económica española, Centro	de	Estudios	Constitucionales,	Madrid,	1984,	
Enrique	 LINDE	PANIAGUA,	 Introducción al sistema económico de la Constitución española,	Valencia,	 1987.	
Ramón	MARTÍN	MATEO,	Derecho Público de la economía,	Madrid,	1985.
19	 Por	eso,	es	perfectamente	coherente	que	el	Estado	social	se	ocupe,	incluso	en	la	Constitución,	de	la	protección	
de	los	consumidores,	como	apunta	José	Luis	CASCAJO	CASTRO,	“Consideraciones	sobre	la	protección	cons-




20	 Porque,	como	recuerda	Guido	ALPA,	el	consumidor	no	reina,	sino	que	necesita	defensa,	Il diritto dei consuma-
tori,	Laterza,	Roma,	1999,	p.	15.
21	 Bien	 explicada	 por	 Juan	 GÓMEZ	 CALERO,	 Los derechos de los consumidores, Dykinson,	 Madrid,	 1994,	
pp.	182	y	ss.	Las	problemáticas	relaciones	entre	empresas	y	consumidores	son	también	analizadas	por	Alber-




II. La defensa de los consumidores y usuarios 
en el ordenamiento constitucional español












termedia,	 generosa	porque	constitucionalizó	 todo	 interés	 social	 relevante	 entonces	



















la	Constitución	 económica	 española.	El	 artículo	 51	 recoge,	 pues,	 un	principio	de	
acción	de	los	poderes	públicos	26,	pero	sin	proclamar	derechos	subjetivos.	
















































que	adopte	el	observador.	Esta	 incertidumbre,	a	propósito	de	 la	efectividad	de	 las	
cláusulas	sociales,	es	distintiva	del	Estado	social.	Podemos	discutir	a	propósito	de	















de	prestaciones	 legalmente	establecidas,	pero	de	 lo	que	no	hay	duda	es	de	que	 los	
principios	 rectores,	 como	 los	 que	 contiene	 el	 artículo	 51	CE,	 carecen	 de	 eficacia	
plena.	Según	el	artículo	53.3	CE	tales	principios	“informarán	la	legislación	positiva,	
la	práctica	 judicial	y	 la	actuación	de	 los	poderes	públicos”.	Se	 les	 reconoce	única-
mente	un	valor	informador	y	no	se	reclama	del	legislador	un	desarrollo	inmediato.	
Será	 bienvenido	 este	 desarrollo	 y	 sólo,	 cuando	 se	 produzca,	 podrán	 ser	 alegados	
por	los	individuos	ante	la	jurisdicción	ordinaria	“de	acuerdo	con	lo	que	dispongan	

















28	 Sobre	esta	interminable	polémica	cfr.,	entre	otros,	Pablo	LUCAS	VERDÚ,	Estimativa y políticas constituciona-
les,	Servicio	de	Publicaciones	de	la	Facultad	de	Derecho	de	la	Universidad	Complutense,	Madrid,	1984,	pp.	147	
y	ss.	y	Dieter	GRIMM,	Constitucionalismo y derechos fundamentales,	Trotta,	Madrid,	2006.
29	 Como	los	denomina	BÖCKENFÖRDE,	ob.	cit,	p.	80.








Por	 fortuna	nuestro	 legislador	actuó	con	razonable	 intensidad	y	 renovó	el	apa-









las	 directivas	 correspondientes	 y	 la	 regulación	mucho	más	 ordenada	 y	 precisa	 de	
























32	 La	Ley	44/2006	venía	 a	depurar	 los	 incumplimientos	de	 la	directiva	93/13/CEE,	de	Consejo	de	5	de	 abril	
de	1993,	sobre	cláusulas	abusivas	en	los	contratos	celebrados	con	consumidores,	que	detectó	el	TJCE	en	su	
sentencia	de	9	de	septiembre	de	2004,	Asunto	C-70/2003.	se	aprovechaba	para	introducir	algunas	mejoras	



































educativa	de	 los	 consumidores	 que	 el	 artículo	 51.2	CE	 encomienda	 a	 los	 poderes	
públicos.	¿Hasta	qué	punto	es	legítimo	imponer	modelos	de	comportamiento?	Una	









CASTILLO,	“Artículo	14”,	en	Eugenio	LLAMAS	POMBO	(coord.),	Ley general para la defensa de los consumido-
res y usuarios: cometarios y jurisprudencia veinte años después,	La	Ley,	Madrid,	2005,	pp.	541	y	ss.
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a	 la	 propia	 libertad	 individual.	 El	 alcance	 de	 la	 educación	 estatal,	 auspiciada	por	
el	artículo	51.2	CE	es	discutible,	pero,	en	todo	caso,	tiene	que	cohonestarse	con	la	
libertad	e	 intimidad	del	sujeto.	No	puede	el	Estado	imponer	modelos	de	compor-





de	 los	poderes	públicos	para	 intervenir	no	 se	 empleen	con	prudencia	y	 conlleven	
limitaciones	de	derechos.	En	la	esfera	del	consumo,	la	mencionada	educación	o	las	
invocaciones	a	la	salud	son	puertas	abiertas	a	un	intervencionismo	y	dirigismo	es-


















CE,	 reclama	 al	Estado	 remover	 los	obstáculos	 que	 impiden	o	 limitan	 la	 igualdad	
sustancial.	Lo	anterior	no	significa	que	paternalmente	el	Estado	se	encargue	de	la	
representación	y	 tutela	absoluta	de	 los	consumidores	 sin	que	éstos	puedan	defen-

























consumidores.	 Piénsese,	 como	 ejemplo	de	 esto	último,	 en	 las	 decisiones	 estatales	
fijando	las	tarifas	de	ciertos	productos	básicos	como	la	electricidad	o	el	gas,	entre	


















leyes	 implementan.	Sería	 insuficiente	 fomentar	 la	creación	de	este	 tipo	de	asocia-
ciones	únicamente	para	oponerlas	como	contrapoder	a	los	intereses	empresariales	
y	no	colocarlas	en	disposición	de	influir	en	las	decisiones	estatales	respecto	de	los	
intereses	que	ellas	 vienen	a	 interpretar	y	 representar.	La	democracia	participativa	
que	 auspicia	 el	Estado	 social	 tiene	necesariamente	que	 concretarse,	 en	 lo	 relativo	
al	consumo,	en	decisiones	públicas	orientadas	por	las	asociaciones	representativas	















II.3. Distribución de competencias en la materia 
Ya	desde	el	principio	algunas	Comunidades	Autónomas	asumieron	expresamente	











teria	 compartida	43,	 en	 la	 cual	 el	Estado	 legislará	 lo	básico,	 apelando	a	 sus	propios	




















mo”,	en	Juan	Ignacio	FONT	GALÁN	y	Francisco	LÓPEZ	MENUD0	(coords.),	Curso sobre el nuevo Derecho del 
consumidor,	Instituto	Nacional	del	Consumo,	Madrid,	1990,	pp.	310	y	ss.	LEÓN	ARCE,	“La	protección	legal...”,	
ob.	cit.,	pp.	119	y	ss. 






no	menoscaba	desde	 luego	 las	posibilidades	del	Estado	para	dictar	 su	 legislación	
propia,	 cubierta	 sino	 por	 un	 título	 específico,	 por	 otros	 que	 la	 permiten.	 Se	 ha	
consolidado	así	una	suerte	de	concurrencia	de	legislaciones:	la	general	estatal	y	las	
específicas	autonómicas.	
Como	 la	preocupación	por	 los	 intereses	de	 los	 consumidores	no	ha	dejado	de	
crecer,	acaso	fruto	de	una	mayor	educación,	 los	nuevos	estatutos	de	autonomía	 le	































de	 consumo:	derechos,	 principios	 rectores	 y	 competencia	 exclusiva	 específica.	 Los	
























legislativo	 y	 ejecución	 de	 la	 legislación	 básica	 del	 Estado	 en	materia	 de	 defensa	
de	 los	consumidores	y	usuarios.	El	nuevo	Estatuto	convierte	 tal	competencia	en	
exclusiva	 (artículo	 30.46),	 pero	 manteniéndola	 en	 los	 mismos	 parámetros	 que	

















ente	 los	principios	 rectores	 (artículo	16.16)	a	 la	protección	de	 los	 consumidores	y	
usuarios	 para,	 a	 renglón	 seguido,	 advertir	 que	 tal	 protección	 “incluye	 el	 derecho	
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micas.	 Lo	 anterior	no	menoscaba	 la	 competencia	 estatal,	 sino	que	 resalta	que	 los	





























































III. Reconocimiento de los derechos  
de los consumidores


















por	Alexy,	50	 el	de	 la	 adscripción:	una	determinada	posición	 subjetiva	que	no	está	
expresamente	recogida	en	la	Constitución	se	“cuelga”	de	una	norma	constitucional	
que	le	da	cobertura.	En	este	caso,	las	normas	de	principio	establecidas	en	el	artículo	
































damentales. Concepto y garantías,	Trotta,	Madrid,	1999,	pp.	121	y	ss.	Por	su	parte,	Gregorio	PECES	BARBA,	
aunque	pase	por	ser	uno	de	los	“padres”	de	la	Constitución,	critica	la	“incorrección	lingüística”	que	presentan	






































subjetivos	que	 la	 ley	proclama.	Los	 intereses	de	 los	 consumidores	 son	defendidos	
por	el	Estado	y	asimismo	por	los	individuos	gracias	a	los	derechos	que	el	legislador	
le	reconoce	en	la	ley.	Ocurre	un	poco	lo	que	sucede	con	la	protección	de	los	traba-
jadores:	 corresponde	 a	 los	 poderes	 públicos,	 pero	 los	 trabajadores	 gozan	 también	










públicos	 y,	 al	mismo	 tiempo,	 trabajadores	 y	 consumidores	 pueden	 hacerlos	 valer	









De	 los	dos	 estatutos	 aprobados	antes	del	 cierre	de	 este	 escrito,	 el	 valenciano	y	
el	balear	no	recogen	derechos	de	 los	consumidores.	El	castellano	 leonés	 se	 refiere	









































y	no	hay	duda	 tampoco	de	que	 los	derechos	de	 los	consumidores	 se	 justifican	en	
la	 consecución	de	 la	 igualdad	 sustancial	 (artículo	9.2	CE),	 en	 la	 libertad	 real	 que	
haría	efectiva	la	libertad	jurídica.	La	libertad	de	consumir	sólo	será	efectiva	en	las	
condiciones	que	vienen	a	asegurar	los	derechos	de	los	consumidores.	







descrita,	mientras	 que	 la	 relación,	 surgida	de	 los	 derechos	de	 tercera	 generación	 y	
singularmente	en	lo	tocante	a	los	derechos	de	los	consumidores,	es	más	bien	trilateral	


















III.3. Posiciones jurídicas comprendidas  
en los derechos de los consumidores  
y bienes jurídicos protegidos. Yuxtaposición  











hubiera	 sido	mejor	denominarla	 ley	de	 los	derechos	de	 los	 consumidores,	porque	
en	efecto	parte	esencial	de	su	contenido	se	dedica	a	establecer	derechos	concretos	





la	existencia	de	derechos	de	 los	consumidores	en	 la	Constitución,	parte	de	 lo	que	
















a	 la	 indemnización	o	a	 la	reparación	de	los	daños	y	perjuicios	sufridos;	derecho	a	







































“contra	 los	 riesgos”	 que	puedan	 afectarlos.	 El	 principio	 y	mandato	de	protección	
contenido	en	el	 artículo	51.	CE	 se	 convierte	 en	un	derecho	a	 la	protección	de	 los	
poderes	públicos,	de	tal	suerte	que	éstos	están	obligados	a	brindar	su	tutela,	no	sólo	
58	 Esta	distinción	la	explicó	tempranamente	A.	BERCOVITZ,	“La	protección	de	los	consumidores”,	en	Estudios 
sobre Consumo,	 núm.	 1,	 1984,	 p.	 14	 y	 ss.	 También	Manuel	 BROSETA	PONT,	 “Aspectos	 generales	 para	 una	










































































































































y	 ss.	Tomás	FONT	I	LLOVET	y	 JOAN	PERDIGO	I	SOLA,	“La	 relevancia	 constitucional	de	 la	promoción	de	
la	 información	de	consumidores	y	usuarios”,	en	Rodrigo	BERCOVITZ	RODRÍGUEZ-CANO	y	Javier	SALAS	








información	 sobre	 los	productos	que	ponen	en	el	mercado	(artículo	12	LCU),	 los	




Los	 artículos	 14,	 15	 y	 16	de	 la	 derogada	Ley	 26/1984	 establecían	 la	 obligación	
de	los	poderes	públicos	de	abrir	oficinas	de	información	al	consumidor	y	regulaba	































mación”,	en	María	José	REYES	LÓPEZ	(coord.),	Nociones básicas del Derecho de consumo,	Editorial	Práctica	del	
Derecho,	Valencia,	1996,	p.	50.







y	 formación.	La	primera	ofrecería	 a	 los	 consumidores	 los	datos	necesarios	 acerca	



















esa	 facultad	representativa.	Como	era	 lógico	 la	LCU	(título	II,	 libro	primero)	 im-





















































sumidor,	 informado,	educado	y	 formado,	pueda	adoptar	 sus	decisiones	 según	sus	
preferencias	y	necesidades,	de	tal	guisa	que	esa	libertad	será	el	resultado	de	ejercer	
todos	sus	derechos	y	de	recibir	la	protección	de	los	poderes	públicos.	
Acaso	 fuera	 conveniente	 recoger	 tal	 derecho	 para	 dar	 consistencia	 subjetiva	 a	












































































colectivo,	 salvo	 los	 derechos	 a	 ser	 oído	 en	 consulta	 y	 el	 de	 participación	 que	 son	
configurados	 en	 la	 LCU	 exclusivamente	 como	 derechos	 colectivos,	 de	 imposible	
ejercicio	 individual,	 pues	 sólo	 se	 autoriza	 a	 las	 asociaciones	de	 consumidores	de-








Ningún	 deber	 relacional,	 ninguna	 obligación	 correlativa,	 generan	 estos	 derechos	
para	los	particulares.	
En	 contraste,	 los	 derechos	 a	 la	 información	 y	 a	 la	 indemnización	 sí	 generan	
obligaciones	para	 los	particulares	 en	 los	 términos	previstos	 en	 las	 leyes	84.	Bien	es	
cierto	que	como	consecuencia	de	la	protección	brindada	por	el	poder	público	a	los	
derechos	que	sólo	a	ellos	vinculan	directamente,	los	particulares	están	obligados	a	






83	 De	 las	 administraciones	 públicas	 en	 particular,	 LÓPEZ	MENUDO,	 ob.	 cit.,	 p.	 351,	 y	 José	Antonio	 LÓPEZ	
PELLICER,	“Aspectos	administrativos	del	régimen	protector	de	los	consumidores”,	en	Revista de Estudios de 





















En	 el	 régimen	 de	 responsabilidad	 establecido	 en	 la	 LCU	 (libro	 tercero),	 los	
particulares,	 además	de	 responder	por	 los	daños	ocasionados	a	otros	particulares	
(responsabilidad	civil	y	en	su	caso	penal),	se	hallan	expuestos	a	sufrir	las	correspon-
dientes	 sanciones	 administrativas	por	 la	 comisión	de	 las	 infracciones	que	 tipifica	


























































como	problema”,	en	Ignacio	QUINTANA	CARLO	y	Ángel	BONET	NAVARRO	(dirs.),	El sistema arbitral de 
consumo,	 Aranzadi,	 Pamplona,	 1997,	 pp.	 22	 y	 ss.	 Lorenza	M.	BUJOSA	VADELL,	 “El	 acceso	 a	 la	 justicia	 de	

























podrán	 interponer	 también	 las	 acciones	 contencioso-administrativas	 pertinentes.	






















90	 Al	 respecto	 cfr.	 BUJOSA	VADELL,	 ob.	 cit.,	 pp.	 1.799	 y	 ss.	GÓMEZ	CALERO,	 ob.	 cit.,	 pp.	 212	 y	 ss.	 y	 Juan	






















La	 función	 del	Defensor	 del	 Pueblo	 estatal	 y	 de	 los	 defensores	 del	 pueblo	 au-
tonómicos,	 sobre	 todo	 ahora	 que	 algunos	 nuevos	 estatutos	 reconocen	derechos	 a	
consumidores	y	usuarios,	es	más	modesta	puesto	que	se	limitan	a	recibir	las	quejas	























cada	vez	más	para	 tutelar	 los	 intereses	de	 los	 consumidores	que,	 se	 considera,	no	
podrían	hacerlos	valer	por	sí	mismos	sin	un	cada	vez	más	extenso	orden	 jurídico	
protector.	Se	va	conformando	así	un	vasto	conjunto	de	normas	 jurídicas	específi-











Aunque	 se	 ha	 discutido	 su	 naturaleza,	 a	mi	 entender	 no	 hay	 duda	 de	 que	 los	
proclamados	derechos	de	 los	consumidores	son	legales,	no	constitucionales.	En	 la	
Constitución	sólo	se	establecen	principios	rectores	en	la	materia,	pero	no	derechos.	
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III.	O	 controle	 social	 dos	 serviços	 públicos	 no	 Brasil	 como	 condição	 de	 sua	
possibilidade.




























1	 Señala	 L.	MARTÍN	REBOLLO	 que	 decisiva	 “importancia	 tiene	 hoy,	 por	 la	 creciente	 sensibilidad	 hacia	 las	
cuestiones	de	calidad	en	la	prestación	de	los	servicios,	el	punto	de	vista	externo	de	los	usuarios”.	“Sociedad,	
economía	y	Estado	(a	propósito	del	viejo	regeneracionismo	y	el	nuevo	servicio	público)”,	en	L.	COSCULLUELA	
MONTANER	(coord.),	Estudios de Derecho Público Económico,	Civitas,	Madrid,	2003,	p.	649.





públicos:	precisiones	acerca	de	su	situación	jurídica”,	en	Revista de Administración Pública	82,	1977,	p.	113.
3	 J.	E.	LÓPEZ	CANDELA	ha	destacado	la	necesidad	de	examinar	la	idea	de	servicio	público	“desde	la	perspectiva	
del	ciudadano”.	Sobre la necesidad de un concepto de servicio público. Consejo	General	del	Poder	Judicial/Fun-
dación	Wellington,	Madrid,	2004,	p.	59.	
4	 J.	RODRÍGUEZ-ARANA	MUÑOZ:	“Reformas	y	modernización	de	la	Administración	Pública	española”,	en	J.	
RODRÍGUEZ-ARANA	MUÑOZ	(dir.),	La Administración Pública Española,	INAP,	Madrid,	2002,	p.	44.
Los usuarios y el Derecho Público  111
Es	 curioso	 que	 entre	 la	 vorágine	 de	 estudios	 dedicados	 a	 precisar	 el	 concepto	




























seinsvorsorge””,	 en	Revista de Administración Pública 38,	mayo-agosto	de	1962,	pp.	45-46.	F.	GARRIDO	FALLA,	 “El	















para	subsistir	dignamente,	queda	fuera	del	espacio	vital	por	el	dominado”.	Curso de Derecho Administrativo II,	décima	
edición,	Madrid,	Thomson-Civitas,	2006,	pp.	67-68.
6	 Según	E.	FORSTHOFF,	la	previsión	de	la	existencia	(Daseinsvorsorge),	surge	como	consecuencia	de	la	aparición	de	las	grandes	




























atrás.	Por	un	 lado,	 operaba	bajo	 la	 efigie	del	monopolio,	 frenando	 la	posibilidad	del	
usuario	de	elegir	10.	Por	otro,	no	podía	ofrecer	más	que	prestaciones	estandarizadas,	que	
se	suministran	de	forma	uniforme	11.	El	nuevo	ciudadano,	sin	embargo,	acostumbrado	











capacidad	del	mercado”.	Progreso Tecnológico y servicios públicos,	Thomson-Civitas,	Navarra,	2006,	p.	47.
9	 Como	 señala	G.	ARIÑO	ORTIZ,	 el	 servicio	 público	 sirvió	 “al	 paso	 de	 una	 sociedad	 desequilibrada,	 rural,	
ineducada,	sin	salud,	sin	transportes,	sin	comunicaciones,	a	una	sociedad	con	mayores	grados	de	instrucción,	
más	 civilizada,	más	 igualitaria,	más	próspera,	 con	mayor	 esperanza	de	vida	y	 tantas	 cosas	más.	El	 servicio	
público	fue	un	instrumento	de	progreso,	y	también	de	socialización,	especialmente	en	los	Estados	más	pobres	
de	Europa,	que	permitió	mejorar	la	situación	de	todos”.	“Servicio	Público	y	servicio	universal	en	las	telecomu-
nicaciones”,	en	JAVIER	CREMADES	(coord.),	Derecho de las telecomunicaciones, La	Ley,	1997,	p.	757.
10	 Así	lo	destacaba	E.	RIVERO	YSERN,	refiriéndose	a	la	concesión,	señalando	que	“el	usuario	no	tiene	la	posibili-
dad	de	acudir	a	otra	persona	para	que	le	preste	el	servicio,	dada	la	situación	monopolística	del	concesionario,	de	





y	 la	generalización	del	 intervensionismo	estatal	y	de	 los	derechos	sociales,	configuraba	al	Estado	como	una	
fuente	de	protección	y	 servicios,	pero	poco	propicios	a	diferenciaciones	o	 tratamientos	 individualizados	de	
situaciones	previamente	estandarizadas”.	“Gestión	pública	y	reforma	administrativa	en	 los	noventa:	nuevos	





















de	 los	mecanismos	 publificados	 de	 prestación	 por	 el	 mercado,	 haya	 entrado	 en	
12	 M.	V.	SEGARRA	ORTIZ,	“Los	 servicios	públicos	una	exigencia	de	nuestro	 tiempo”,	 en	Revista Española de 
Derecho de la Unión Europea 7, 2004, p.	13.	Señalan	SUBIRATS	y	GOMA	que	la	consideración	del	usuario	como	
cliente	 implica	 “una	 relación	más	activa,	 co-productiva,	 entre	 representantes	de	 la	 administración	y	de	 sus	
políticas	y	ciudadano	afectado	o	beneficiado	por	las	mismas”.	Gestión pública y..., pp.	69-70.
13	 Como	apunta	A.	TRONCOSO	REIGADA,	en	“el	fondo,	la	privatización	de	la	gestión	de	los	servicios	públicos	
esconde	una	visión	crítica	y	un	sentimiento	de	 insatisfacción,	no	con	el	Estado	social,	 sino	con	su	régimen	
jurídico,	con	su	modo	de	gestión”	en	Privatización, empresa pública y Constitución,	Marcial	Pons,	Madrid,	1997,	
p.	103.










públicos	 para	 enfrentar	 las	 nuevas	 exigencias	 que	 anuncian	 las	 previsiones	 demográficas,	 la	 abundancia	
de	 costosas	novedades	 tecnológicas	 y	 los	deseos	de	diversidad	y	 elección	que	 forman	parte	natural	de	 las	
sociedades	modernas,	plurales,	libres,	con	crecientes	niveles	de	renta	y	de	educación	y	un	vivo	sentido	de	la	




















das	ciudadanas,	 sino	más	bien	en	 la	 insuficiencia	del	modelo	 liberalizado	puro	para	
dar	satisfacción	a	las	demandas	de	los	usuarios	que	en	principio	venía	a	satisfacer.	Las	




Se	opera,	 con	 ello,	 un	nuevo	 giro	 en	 la	 formulación	de	 las	 políticas	 referidas	
a	 los	 servicios	públicos.	 Superando	el	modelo	 tendente	 a	 convertir	 al	usuario	 en	















y	 su	 satisfacción	 con	 estos	 servicios	 pasa	 a	 ser	 un	 elemento	 clave	 de	 la	 eficiencia	 de	 estos	 servicios	 y	 del	
funcionamiento	de	la	democracia”.	“De	consumidor	a	ciudadano:	el	papel	de	la	satisfacción	del	ciudadano	en	





	 En	 esta	 operación	 administrativa	 el	 individuo	 cuenta,	 por	 supuesto,	 para	 el	Derecho,	 pero	 como	un	dato	más	del	




















































	 En	 el	 bloque	 de	 los	 servicios	 sociales	 la	 cuestión	 se	 plantea	 en	 términos	mucho	más	 problemáticos	 ya	 que	
tanto	en	 la	enseñanza	como	en	 la	beneficencia	(e	 incluso	en	 la	Seguridad	Social	mediante	 las	denominadas	


















la	tarifa	por	una	consignación	presupuestaria	a	cargo	de	los	vecinos”.	Derecho administrativo especial. Adminis-















III. Análisis y sistematización  



























































indirecta,	entre	 los	que	ocupa	un	 lugar	particularmente	relevante	 la	concesión	de	
servicio	público	24	(es	el	caso,	por	ejemplo,	de	muchos	servicios	públicos	locales).
IV. Naturaleza jurídica de la relación  




según	 el	 régimen	vigente	 en	 cada	momento,	 y	 carece	de	un	derecho	 a	 exigir	 que	
funcione	conforme	a	las	condiciones	existentes	cuando	accedió	al	mismo.
Dicha	 relación	 es	 la	 que	 se	 da	normalmente	 en	 los	 denominados	 servicios	uti 
universi y	en	los	servicios	uti singuli	de	carácter	obligatorio. En	otros	casos,	sin	em-






23	 A	dicha	cuestión	nos	hemos	referido,	de	forma	más	detallada	en	M.	A.	SENDÍN	GARCÍA,	Hacia un servicio 
público europeo. El nuevo Derecho de los servicio públicos,	Comares,	Granada,	2003.	Y	en	el	libro	Regulación y 
servicio público,	Comares,	Granada,	2003.
24	 Sobre	la	naturaleza	jurídica	de	la	concesión,	véase	J.	M.	DE	DOMÍNGUEZ-BERRUETA,	El incumplimiento de 
la concesión de servicio público,	Editorial	Montecorvo,	Madrid,	1981.	
25	 Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas (LCAP’2000).	Este	texto	mantiene	su	vigencia	hasta	30	de	abril	de	2008,	momento	














supuestos	 en	 que	 surge	 una	 relación	 contractual,	 el	 usuario,	 en	 realidad,	 no	 se	
encuentra	en	una	situación	puramente	contractual,	sino	en	una	situación	mixta,	









26	 VILLAR	EZCURRA:	Derecho administrativo...,	ob.	cit., p.	240.









que,	como	antes	se	ha	dicho,	la	situación	del	usuario	del	servicio	puede ser simultáneamente (según	el	aspecto	
de	la	relación	de	que	se	trate)	estatutaria	y	contractual.	Lo	que	no	empece,	naturalmente,	para	que	la	realidad	



















































(coord.),	Estudios sobre Telecomunicaciones y Derecho de consumo,	Thomson-Aranzadi,	Navarra,	2005.

























los	 intereses	 públicos	 concurrentes	 (prestaciones	 sujetas	 a	 obligaciones	 de	
servicio	público,	en	algunos	servicios;	actividades	reguladas	en	otros).	
b)	 Las	que	se	desarrollan	en	un	régimen	de	libre	competencia.
En	 las	 primeras,	 operan	 prácticas	 de	 protección	 del	 usuario	 enmarcadas	 en	














del	 usuario	 se	 limitará	 a	 la	 forma	de	 acceso	 al	 servicio	 y	 condiciones	 de	disfrute	
del	mismo.	Cuando	el	servicio	no	esté	creado,	sin	embargo,	la	problemática	que	se	
plantea	es	muy	diferente,	pues	 se	 trata	de	determinar	 si	 el	 ciudadano	(todavía	no	
usuario)	está	capacitado	para	exigir	la	creación	de	ese	servicio.
V.1. Derecho a exigir la creación del servicio














buida	 la	 competencia	para	 la	 creación	de	 servicios.	La	 imposibilidad	de	 reconocer	en	este	 terreno	derechos	
subjetivos	a	favor	de	los	administrados	se	hace	más	patente,	si	se	tiene	en	cuenta	la	intervención	que	aquí	suele	
reservarse	al	poder	legislativo,	al	cual,	en	último	término,	compete	el	otorgamiento	de	los	créditos	necesarios	
para	que	el	servicio	funcione”.	Tratado de Derecho Administrativo	II.	Undécima	edición	con	la	colaboración	de	
A.	PALOMAR	OLMEDA;	H.	LOSADA	GONZÁLEZ,	Tecnos,	Madrid,	2002,	p.	438.	Véase	también	al	respecto,	
LLISET	BORRELL;	LÓPEZ	PELLICER,	Reglamento de...,	ob.	cit. pp.	241-242.	MENÉNDEZ	SEBASTIÁN,	E.,	La 



























nidad	Europea	en	la	jurisprudencia	comunitaria”,	en	Revista Española de Derecho Administrativo 102,	abril-junio	
de	1999,	p.	298.	MARTÍN	y	J.	PÉREZ	DE	NANCLARES,	en	 la	obra	colectiva	de	M.	LÓPEZ	ESCUDERO	y	J.	
MARTÍN	Y	PÉREZ	DE	NANCLARES	(coords.),	Derecho comunitario material,	McGraw-Hill,	Madrid,	2000,	p.	
193.	S.	RODRIGUES,	“Les	services	publics	et	le	Traité	d’Ámsterdam”,	en	Revue du Marché Commun et de L’Union 
Européenne 414,	enero	de	1998,	pp.	41-42.	
33	 TRIANTAFYLLOU,	“Le	encadrement	communautaire	du	financement	du	service	public”,	en	Reuve Trimestrie-
lle de Droit Européen 1999-1,	p.	23,	nota	5.
34	 RODRIGUES,	Les services publics et..,	p.	42.
35	 S.	MARTÍNEZ	LAGE,	 “El	 Tratado	 de	Ámsterdam	 y	 las	 reglas	 de	 la	 competencia”,	 en	Gaceta jurídica de la 





en	Revue du Marché Unique Européen 1999-2,	 pp.	 44-45.	También	T.	R.	 FERNÁNDEZ	RODRÍGUEZ,	 “Del	







sus	interacciones	con	la	política	de	la	competencia”.	Opinión de la Comisión de Asuntos Económicos y Monetarios 
y Política Industrial,	en	Tratado de Ámsterdam. Documentación nº 144,	p.	635.	De	forma	más	matizada	RODRI-
GUES,	subraya	la	imprecisión	de	su	contenido	y	formula	sus	dudas	acerca	de	cual	será	su	verdadero	alcance	
jurídico.	Les services publics et...	pp.	44-46.	Por	su	parte,	J.	L.	MARTÍNEZ	LÓPEZ-MUÑIZ	considera	que	este	
precepto	no	aporta	nada	nuevo,	“salvo,	evidentemente,	el	énfasis	que	con	ello	se	quiere	marcar,	de	indudable	
trascendencia	política,	al	afirmarse	que	estos	servicios	ocupan	un	lugar entre los valores comunes de la Unión,	
es	decir,	que	son	uno	de	estos	valores comunes”.	“Servicio	público,	servicio	universal	y	obligación	de	servicio	
público	en	la	perspectiva	del	Derecho	comunitario:	 los	servicios	esenciales	y	sus	regímenes	alternativos”,	en	






del	 legislador	para	organizar	 los	 servicios	públicos.	Esto	 supone	una	 inversión	de	
la	situación	anterior,	pues	se	parte	ahora	del	buen	funcionamiento	de	los	servicios,	
al	contrario	de	lo	que	hace	el	art.	86.	2,	que	parte	de	la	sujeción	de	los	servicios	de	





tendencia	 de	 la	Unión	Europea	 a	 afirmar	 su	posición	 favorable	 a	 los	 servicios	 de	
interés	económico	general	42.
Ahora	bien,	este	mandato	genérico	no	tiene	más	fuerza	que	la	de	un	principio	
inspirador	de	 la	 actuación	de	 los	poderes	públicos	 comunitarios	 y	de	 los	Estados	












Integration”,	en	Economic Policy in the European Union”,	WIM	MEEUSEN	(ed.)	Edward	Elgar,	1999,	p.	225.	En	
sentido	similar	el	CONSEIL	D’ÉTAT	considera	que,	aunque	es	un	precepto	ambiguo,	tiene	un	alcance	potencial	
considerable,	en	cuanto	liga	los	servicios	de	interés	económico	general	a	los	valores	comunes	de	la	protección	de	
la	cohesión	social	y	territorial.	“Réflexions	sur	les	collectivités	publiques	et	la	concurrence”. Raport Public 2002,	
en	Études & Documents 53,	p.	338.
39	 E.	VIRGALA	FORURIA,	“Servicios	públicos	y	servicios	de	interés	económico	general	en	la	UE	(art.	86.	2	TCE)”,	
en	Revista de Estudios Europeos 27,	enero-abril	2001,	p.	73.
40	 MARTÍNEZ	LAGE:	El Tratado de Ámsterdam y...,	ob.	cit., p.	3.
41	 VIRGALA	FORURIA,	Servicios públicos y servicios de...,	ob.	cit.,	p.	73.
42	 En	tal	sentido,	la	COMISIÓN	ha	afirmado	que	“los	servicios	de	interés	general	desempeñan	un	papel	cada	vez	





inversiones	 hacia	 las	 regiones	menos	 favorecidas.	 La	 prestación	 eficaz	 y	 no	 discriminatoria	 de	 servicios	 de	
interés	general	es	asimismo	condición	sine qua non	para	garantizar	el	buen	funcionamiento	del	mercado	único	
y	potenciar	 la	 integración	económica	 en	 la	Unión	Europea.	Además,	 estos	 servicios	 constituyen	uno	de	 los	
pilares	de	la	ciudadanía	europea,	pues	forman	parte	de	los	derechos	que	asisten	a	los	ciudadanos	europeos	y	
brindan	una	oportunidad	de	diálogo	con	las	autoridades	públicas	en	el	contexto	de	la	buena	gobernanza”.	Libro 






Los	 primeros	 son	 un	 conjunto	 de	 garantías	 que	 encuentran	 ya	 pleno	 recono-




















por	 el	 contrario,	 en	 los	derechos	de	 libertad,	 aunque	 la	 abstención	 sea	 la	 actitud	 fundamental	que	deba	de	
desarrollar,	 también	 se	 exigen	a	menudo	prestaciones	 complementarias	para	hacer	posible	precisamente	 su	
disfrute”.	En	Derecho Constitucional I,	Segunda	edición,	Tirant	lo	blanch,	Valencia,	1994,	p.	131.	Véase	también	
al	 respeto,	F.	FERNÁNDEZ	SEGADÓ,	El sistema Constitucional Español,	Dykinson,	Madrid,	1992.	Segunda	
reimpresión	de	1997, p.	173.	A.	EMBID	IRUJO,	“El	contenido	del	derecho	a	la	educación”,	en	Revista Española 
de Derecho Administrativo 31,	octubre-diciembre	de	1981, pp.	655-656.	
44	 A.	FERNÁNDEZ-MIRANDA	CAMPOAMOR,	De la libertad de enseñanza al derecho a la Educación,	Editorial	
Centro	de	Estudios	Ramón	Areces.	Madrid,	1988,	p.	35.	
45	 J.	M.	MARTÍNEZ	DE	PISÓN,	El derecho a la educación y la libertad de enseñanza,	Dykinson,	2003,	p.	63.	FER-
NÁNDEZ	SEGADO,	El Sistema Constitucional.., ob.	cit.	p.	173.
46	 MARTÍNEZ	DE	PISÓN,	El derecho a la educación.., p.	64.	M.	SATRUSTEGUI	señala	que	se	“trata	de	derechos	
que	no	consisten	en	la	exigencia	de	un	abstencionismo	estatal,	o	en	la	garantía	de	un	ámbito	de	autonomía	o	















ejercitables	frente	al	Estado	y	amparados	mediante	un	enérgico	sistema	de	tutela	jurisdiccional”.	De la libertad 
de enseñanza a.., ob.	cit.,	p.	35.	
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Esa	 diferente	 ubicación	 no	 es,	 ni	 mucho	 menos,	 inocua,	 pues	 determina	 un	
diferente	 régimen	 jurídico	para	unos	y	otros.	Así	 lo	atestigua	el	 art.	53.1	CE,	que	
establece	respecto	a	los	derechos	reconocidos	en	el	Capítulo	Segundo	que	“vinculan 
a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido 
esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de 
acuerdo con lo previsto en el art. 161.a”.
A	lo	que	añade	el	art.	53.2	CE	que	cualquier	“ciudadano podrá recabar la tutela 
de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la sección primera del capí-
tulo II ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 
preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional”.
Mientras	que	para	los	principios	rectores	del	Capítulo	III,	el	art.	53.3	CE	tan	sólo	
establece	que	el	“reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos 
en el Capítulo, informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de 
los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo 
con lo que dispongan las Leyes que los desarrollen”.
48	 Véase	MARTÍNEZ	DE	PISÓN,	El derecho a la educación...,	ob.	cit.	pp.	64-65.	FERNÁNDEZ-MIRANDA	CAM-
POAMOR,	De la libertad de enseñanza a...,	ob.	cit.	p.	36.	PÉREZ	TREMPS,	en	Derecho Constitucional,	p.	131.	
FERNÁNDEZ	SEGADO,	El Sistema Constitucional...,	ob.	cit.	p.	173.	
49	 El	art.	16.1	CE	“garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más 
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley”.
50	 El	art.	19	CE	establece	que	los	“españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el terri-
torio nacional”.
51	 El	art.	20.1.a	CE	reconoce	y	protege	el	derecho	a	“expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opinio-
nes mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción”.
52	 El	art.	41	CE	establece	que	los	“poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos 
los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especial-
mente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres”.
53	 El	art.	43	CE	establece	los	siguiente:	“1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
	 2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las 
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
 3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la 
adecuada utilización del ocio”.
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En	 consecuencia,	 los	 principios	 rectores	 del	 Capítulo	 III,	 de	 los	 que	 forman	
casi	 siempre	 parte	 de	 los	 derechos	 sociales,	 no	 otorgan	 un	 derecho	 subjetivo	 de	
los	ciudadanos	a	acceder	a	esos	servicios,	sino	que	son	meros	principios	que	deben	
orientar	obligatoriamente	 la	acción	de	 los	poderes	públicos,	 sin	crear	 situaciones	
subjetivas	directamente	 invocables	ante	 los	 tribunales	de	 justicia,	más	que	en	 los	
casos	y	en	los	términos	que	fije	la	legislación	ordinaria	54.











54	 En	tal	sentido,	S.	MUÑOZ	MACHADO,	que	señala	que	“la	 fuerza	vinculante	de	 las	cláusulas	sociales	de	 la	
Constitución	 no	 genera	 (...)	 corrientemente,	 derechos	 subjetivos	 que	 permitan	 a	 los	 ciudadanos	 exigir	 del	
legislador	regulaciones	determinadas.	Esta	valoración	está	absolutamente	generalizada	entre	toda	la	doctrina.	
Me	parece	 incuestionable	por	cuanto	se	refiere	a	 las	 leyes	que	se	 inspiran	en	 la	cláusula	del	Estado	social	o	



































































































59	 En	 tal	 sentido	SATRÚSTEGUI,	que	 señala	que	“la	eficacia	normativa	de	estos	principios	muestra	 su	mayor	
debilidad	en	los	supuestos	de	abstención	legislativa,	que	tienen	consecuencias	particularmente	graves,	porque	









































Ahora	 bien,	 existe	 una	 infinidad	de	 supuestos	 donde	no	hay	 referencia	 expresa	 pero	 la	 constitución	de	 un	
servicio	es	obligada”.	
	 Más	adelante	 resalta	 la	“falta	de	 libertad	administrativa	en	muchos	 supuestos,	y	aun	 legislativa,	 en	orden	a	
la	negativa	de	 implantación	de	 los	servicios	públicos;	sustancialmente	por	afectar	a	derechos	y	bienes	cons-














manifiesto	 que	 el	 “derecho	de	 todos	 a	 la	 educación	 (...)	 incorpora	 (...)	 junto	 a	 su	







62	 Véase	al	respecto	M.	DOMÍNGUEZ-BERRUETA	DE	JUAN	y	M.	A.	SENDÍN	GARCÍA,	Derecho y Educación: 




deber	positivo	de	actuar	de	manera	que	el	titular	pueda	recibir	la	educación	deseada”.	El derecho a la educación.., 
ob.	cit. p.	128.	En	el	mismo	sentido,	J.	L.	MARTÍNEZ	LÓPEZ-MUÑIZ	pone	de	manifiesto	que	el	“derecho	a	la	
educación	no	es	una	mera	libertad	“negativa”,	sino	que	constituye	(...)	una	libertad	“positiva”,	que,	(...)	se	des-
compone	en	una	serie	de	derechos	frente	a	 los	particulares	y	 frente	a	 los	Poderes	públicos,	obligados	a	ciertas	
prestaciones	de	dar	o	hacer”.	“La	educación	en	la	Constitución	española”,	en	Persona y Derecho 6,	p.	235.	
64	 J.	PRIETO	DE	PEDRO,	“Consideraciones	sobre	la	enseñanza	en	la	Constitución”,	en	Lecturas sobre la Constitu-
ción Española II.	T.	R.	FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ	(coord.),	UNED,	Madrid,	1978,	p.	518.
65	 J.	A.	SOUTO	PAZ,	“El	derecho	a	la	educación”,	en	Boletín de la Facultad de Derecho 1, 1992,	p.	35.	Señala	O.	
ALZAGA	VILLAAMIL	que	 “el	derecho	a	 la	 educación	no	 es	 (...)	ninguna	 libertad	pública	 y	 se	debió	haber	














a la Constitución Española de 1978, Tomo III,	EDERSA,	1996.	p.	169.	A.	ROMEA	SEBASTIÁN	considera	que	el	
“derecho	a	la	educación,	como	derecho	social	de	prestación	exigible	frente	a	los	poderes	públicos	(...)	constituye	
uno	de	 lo	derechos	elementales	que	un	Estado	como	España	en	el	momento	histórico	de	 la	 elaboración	de	 la	



















En	 cualquier	 caso,	 aunque	 haya	 quien	 mantiene	 postura	 contraria	67,	 resulta	
evidente	que	supone	el	reconocimiento	de	un	auténtico	derecho	subjetivo	a	la	edu-

















67	 PRIETO	DE	PEDRO,	Consideraciones sobre la...,	ob.	cit.,	pp.	518-519.
68	 J.	E.	CRUZ	MIÑAMBRES,	El derecho fundamental a la educación,	Editorial	de	 la	Universidad	Complutense	
de	Madrid,	1988,	pp.	229-230.	Apunta	al	respecto	A.	SÁNCHEZ	DE	VEGA	que	la	“efectividad	de	este	derecho	
requiere,	por	tanto,	 la	 intervención	decidida	del	Estado,	 la	acción	prestacional,	que	se	manifiesta	principal-
mente	en	la	creación,	organización	y	sostenimiento	de	un	servicio	público:	el	educativo”.	“La	prestación	de	la	





















a	 los	 vecinos	para	pedir	 el	 establecimiento	uti singuli	 de	 los	 servicios	públicos	mínimos	u	obligatorios”.	La 







muy	poco	probable,	 en	 efecto,	que	 a	 la	 vista	de	 las	 “obligaciones	mínimas”	que	 la	 legislación	 local	 impone	


































72	 Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local	(en	adelante	LBRL).
	 Este	precepto	establece	que	los	“Municipios por sí o asociados deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes:
 a. En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento 
domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población, pavimentación de las vías públicas 
y control de alimentos y bebidas.
 b. En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes-equivalentes, además: parque público, biblioteca 
pública, mercado y tratamiento de residuos.
 c. En los municipios con población superior a 20.000 habitantes-equivalentes, además: protección civil, prestación 
de servicios sociales, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público.
 d. En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes-equivalentes, además: transporte colectivo urbano 
de viajeros y protección del medio ambiente”.
73	 Este	precepto	establece	que	se	“entiende por servicio universal el conjunto definido de servicios cuya prestación se 
garantiza para todos los usuarios finales con independencia de su localización geográfica, con una calidad determi-
nada y a un precio asequible.
 Bajo el mencionado concepto de servicio universal se deberá garantizar, en los términos y condiciones que reglamen-
tariamente se determinen por el Gobierno:
 a. Que todos los usuarios finales puedan obtener una conexión a la red telefónica pública desde una ubicación fija y 
acceder a la prestación del servicio telefónico disponible al público, siempre que sus solicitudes se consideren razonables 
en los términos que reglamentariamente se determinen. La conexión debe ofrecer al usuario final la posibilidad de 
efectuar y recibir llamadas telefónicas y permitir comunicaciones de fax y datos a velocidad suficiente para acceder de 
forma funcional a Internet. 
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acción	contra	inactividad	de	la	Administración,	que	recoge	el	art.	29	Ley 29/1998, de 13 









En	tal	caso,	“el demandante podrá pretender del órgano jurisdiccional que condene 




excepcional,	pues	el	art.	136.1	LJ	establece	que,	en	“los supuestos de los artículo 29 y 
30, la medida cautelar se adoptará salvo que se aprecie con evidencia que no se dan las 
situaciones previstas en dichos artículos o la medida ocasione una perturbación grave de 
los intereses generales o de tercero, que el Juez ponderará en forma circunstanciada”.
Lo	que	implica	que	no	basta	para	que	se	deniegue	dicha	medida	cautelar	con	la	
existencia	de	fumus boni iuris en	contrario,	sino	que	es	preciso,	evidencia	manifiesta	
de	que	el	supuesto	no	se	da	74.
73	 b. Que se ponga a disposición de los abonados al servicio telefónico disponible al público una guía general de nú-
meros de abonados, ya sea impresa o electrónica, o ambas, y se actualice, como mínimo, una vez al año. Asimismo, 
que se ponga a disposición de todos los usuarios finales de dicho servicio, incluidos los usuarios de teléfonos públicos 
de pago, al menos un servicio de información general sobre números de abonados. Todos los abonados al servicio 
telefónico disponible al público tendrán derecho a figurar en la mencionada guía general, sin perjuicio, en todo caso, 
del respeto a las normas que regulen la protección de los datos personales y el derecho a la intimidad. 
 c. Que exista una oferta suficiente de teléfonos públicos de pago, en todo el territorio nacional, que satisfaga razo-
nablemente las necesidades de los usuarios finales, en cobertura geográfica, en número de aparatos, accesibilidad de 
estos teléfonos por los usuarios con discapacidades y calidad de los servicios, y que sea posible efectuar gratuitamente 
llamadas de emergencia desde los teléfonos públicos de pago sin tener que utilizar ninguna forma de pago, utilizan-
do el número único de llamadas de emergencia 112 y otros números de emergencia españoles.
 d. Que los usuarios finales con discapacidad tengan acceso al servicio telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija y a los demás elementos del servicio universal citados en este artículo en condiciones equiparables a 
las que se ofrecen al resto de usuarios finales.
 e. Que, cuando así se establezca reglamentariamente, se ofrezcan a los consumidores que sean personas físicas, de acuerdo 
con condiciones transparentes, públicas y no discriminatorias, opciones o paquetes de tarifas que difieran de las aplicadas 
en condiciones normales de explotación comercial, con objeto de garantizar, en particular, que las personas con necesida-
des sociales especiales puedan tener acceso al servicio telefónico disponible al público o hacer uso de éste.
	 f. Que se apliquen, cuando proceda, opciones tarifarias especiales o limitaciones de precios, tarifas comunes, equiparación 


























 “1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva por escrito, en la forma y con los efectos 
que determine la Ley.
 2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer 






los	objetivos	 señalados	por	 la	 ley,	o	cuando	de	 lo	que	se	 trata,	precisamente,	es	de	exigir	el	establecimiento	
mismo	de	un	servicio	debido	pero	inexistente,	el	control	 judicial	de	 la	 inactividad	administrativa,	supuesto	
que	puedan	salvarse	los	escollos	procesales	ya	advertidos,	exige	una	actividad	interpretativa	o	integradora	del	



































el	art.	36	de	 la	Carta	de	 los	derechos	fundamentales	de	 la	Unión	Europea	77.	En	el	
ámbito	interno	se	puede	citar	el	art.	18.1.c	LBRL	78	o	el	art	32	RSCL	79.
Ahora	bien,	desde	una	perspectiva	general	no	 se	pueden	 realizar	 grandes	pre-






























77	 Este	precepto	establece	que	la “Unión reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal 
como disponen las legislaciones y prácticas nacionales, de conformidad con el Tratado constitutivo de la Comuni-
dad Europea, con el fin de promover la cohesión social y territorial de la Unión”.
78	 Este	precepto	establece	que	son	“derechos y deberes de los vecinos: (...) c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los 
servicios públicos municipales”.
79	 Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales	(en	
adelante	RSCL).



























nómico	 general,	 como	 ha	 confirmado	 el	 propio	 CONSEJO,	 que	 ha	 expresado	 su	





80	 Este	precepto	establece	que	la	“recepción y uso de los servicios por parte de los administrados podrán declararse 
obligatorios por disposición reglamentaria o acuerdo, cuando fuere necesario para garantizar la tranquilidad, segu-
ridad o salubridad ciudadanas”.
81	 Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social	(en	adelante	TRSS).
	 Dicho	precepto	establece	que	la	“cotización	es	obligatoria	en	los	Regímenes	General	y	Especiales”.
82	 Constitución Española, de 27 de diciembre de 1978.
	 Este	precepto	establece	que	la	“enseñanza básica es obligatoria”.
83	 Este	precepto	establece	que	los	“actos de los concesionarios realizados en el ejercicio de las funciones delegadas 
serán recurribles en reposición ante la Corporación concedente, frente a cuya resolución se admitirá recurso juris-
diccional con arreglo a la Ley”.
84	 Declaración sobre los servicios de interés económico general,	anexo	II	a	las	conclusiones	sobre	el	Tratado	de	Ams-
terdam.
85	 C.	CHINCHICHA	MARÍN,	en	E.	GARCÍA	DE	ENTERRÍA	y	T.	DE	LA	QUADRA-SALCEDO	(coords.),	Co-
















V.3.1. Principio de continuidad
El	principio de continuidad	supone	la	necesidad	de	funcionamiento	ininterrumpido	
de	los	servicios	públicos,	de	acuerdo	con	las	normas	que	rigen	su	funcionamiento	89.	







86	 M.	SÁNCHEZ	MORÓN,	Derecho administrativo. Parte General,	Segunda	edición,	Tecnos,	Madrid,	2006.
87	 Véase	GOBIERNO	DE	FRANCIA,	Circular de 26 de julio de 1995, relative à la préparation et à la mise en oeuvre de 
la ré forme de l’État et des services publics,	reproducida	en	Revue Française de Droit Administratif 1996-2. p.	192.	




de	la	 ley	y	de	la	 jurisprudencia	en	cada	caso,	por	lo	cual	pueden	llamarse	simplemente	principios rectores de 
los servicios públicos,	para	dar	a	entender	que	son	una	especie	de	guía	o	directriz	que	deben	seguir	la	ley	y	la	
jurisprudencia	 cuando	 tratan	 de	 establecer	 el	 régimen	 jurídico	 de	 ellos”.	Derecho administrativo. General y 
colombiano, Decimoquinta	edición,	Temis,	Bogota,	Colombia,	2007.	p.	557.
89	 SOUVIRON	MORENILLA,	La actividad de la...,	ob.	cit., p.	511.	DUTHEIL	DE	LA	ROCHÈRE,	J.,	“L’usager	du	
service	public	et	le	client	de	l’entreprise	saisis	par	le	Droit	Communautaire”,	en	Service public et Communauté 
européenne: entre l’intérêt général et le marché II,	La	documentation	Française,	París,	1998.	p.	337.	LÓPEZ	CAN-
DELA,	Sobre la necesidad...,	ob.	cit., p.	90.






a	este	principio,	al	establecer	que	el “contratista estará sujeto al cumplimiento de las siguientes obligaciones, con 
carácter general:
 a) Prestar el servicio con la continuidad convenida”.
	 El	art.	256	LCAP	establece	que	el	“contratista estará sujeto al cumplimiento de las siguientes obligaciones: 














está	normalmente	dispuesto	por	 sí	mismo	a	 realizar	 esa	 inversión.	Claro	 ejemplo	
al	 respecto,	es	el	del	 suministro	de	energía	eléctrica,	que	requiere	 la	existencia	de	
instalaciones	capaces	de	dar	respuesta	a	la	elevada	demanda	que	se	produce	en	las	
épocas	del	año	en	que	los	ciudadanos	tienen	una	mayor	necesidad	de	energía.	Esas	












94	 P.	J.	GARFIELD,	W.	F.	LOVEJOY,	Public utility economics,	Prentice	Hall,	Englewood	Cliffs,	New	Jersey,	1964,	
pp.	20-21.
95	 El	art.	28.2	“reconoce el derecho de huelga a los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el 
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales 
de la comunidad”.
	 El	art.	37.2	CE	“reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La 
ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que pueda establecer, incluirá las garantías 















































98	 Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre Relaciones de Trabajo (en	adelante	RDLRT).
	 Concretamente,	su	art.	10	que	establece	que,	cuando	“la huelga se declare en empresas encargadas de la prestación 
de cualquier género de servicios públicos o de reconocida e inaplazable necesidad y concurran circunstancias de 
especial gravedad, la autoridad gubernativa podrá acordar las medidas necesarias para asegurar el funcionamiento 
de los servicios. El Gobierno, asimismo, podrá adoptar a tales fines las medidas de intervención adecuadas”.
99	 Así	lo	ha	aclarado	el	Tribunal	Constitucional,	señalando	que	“la	norma	directamente	aplicable	al	caso	es	el	art.	
10	del	Real	Decreto-Ley	17/1977,	que	permite,	cuando	una	huelga	se	declare	en	un	servicio	público	de	reconocida	
























































































Se	 debe	 entender	 que	 los	 usuarios	 están	 capacitados	 para	 reaccionar	 contra	
la	 insuficiencia	de	 las	medidas	 adoptadas	por	 la	Administración	para	 asegurar	 el	
mantenimiento	de	los	servicios	esenciales.	Bien	mediante	la	impugnación	del	acto	







En	 el	 caso	 de	 servicios	 públicos	 prestados	 en	 gestión	 directa	 por	 la	 pro-








V.3.2. Principio de igualdad














110	 GÓMEZ	PUENTE,	La inactividad...,	ob.	cit., pp.	743-744.







dad	113,	 recogido	 en	nuestro	derecho	 en	 el	 art.	 14	CE	114.	 Por	 lo	 que	 su	 vigencia	 se	
extiende	a	todos	los	servicios	esenciales,	incluidos	los	servicios	liberalizados,	en	los	
que	rige	el	suministro	de	las	obligaciones	de	servicio	público	115.	
Se	 pueden	distinguir	 dos	 grandes	momentos	 en	 el	 desarrollo	 de	 este	 princi-
pio.	Antes	del	 servicio	se	concreta	en	un	derecho	de	acceso	al	 servicio,	pasando	
a	convertirse,	una	vez	que	se	accede	a	éste,	en	un	derecho	a	recibir	el	servicio	en	













112	 J.	 A.	 MANZANEDO	MATEOS,	 “Servicio	 público:	 aproximación	 a	 su	 línea	 evolutiva”,	 en	 Estudios en ho-
menaje al Profesor López Rodo v. II,	Madrid,	 1972,	p.	 237.	 J.	M.	SOUVIRON	MORENILLA,	La actividad de 
la Administración y el servicio público,	Comares,	Granada,	1998, p.	514.	La	misma	idea	ha	sido	defendida	en	
el	Derecho	 francés,	DUTHEIL	DE	LA	ROCHÈRE,	L’usager du service public et...,	 ob.	 cit.,	 p.	 336.	CONSEIL	
D’ÉTAT,	“Service	public,	services	publics:	déclin	ou	renouveau”	(Rapport	Public	del	Conseil	d’État	de	1994),	en	
Etudes et documents 46,	p.	70.	S.	FRANCFORT-ALBERELLI,	“L’integration	du	principe	d’egalite	dans	le	Droit	
europeen	des	services	publics	et	ses	perpespectives	d’evolution”,	en	Service public et Communauté européenne: 
entre l’intérêt général et le marché II,	La	documentation	Française,	París,	1998,	p.	350.
113	 J.	A.	SANTAMARÍA	PASTOR,	Principios de Derecho administrativo II,	Editorial	Centro	de	Estudios	Ramón	
Areces,	Madrid,	 1999,	 p.	 331.	 VILLAR	EZCURRA,	Derecho administrativo...,	 ob.	 cit., p.	 241.	 RODRÍGUEZ	
RODRÍGUEZ,	Derecho...,	ob.	cit., p.	558.	ESCRIBANO	COLLADO,	El usuario ante...,	ob.	cit., p.	141.
114	 Este	precepto	establece	que	los	“españoles	son	iguales	ante	la	ley,	sin	que	pueda	prevalecer	discriminación	
alguna	por	 razón	de	nacimiento,	 raza,	 sexo,	 religión,	opinión	o	cualquier	otra	 condición	o	circunstancia	
personal	o	social”.




116	 VILLAR	EZCURRA,	Derecho administrativo...,	ob.	cit., p.	217.	A.	ARPÓN	DE	MENDÍVIL,	M.	CRESPO,	“Fi-
nalidad	y	ámbito	de	aplicación	de	la	ley”,	en	A.	ARPÓN	DE	MENDÍVIL	ALDANA	y	A.	CARRASCO	PERERA	
(dirs.),	Comentarios a la Ley General de Telecomunicaciones,	Aranzadi,	1999,	p.	117.









































122	 El	art.	38.1	LOE	establece	que	para	“acceder a los estudios universitarios será necesaria la superación de una única 
prueba que, junto con las calificaciones obtenidas en bachillerato, valorará, con carácter objetivo, la madurez acadé-
mica y los conocimientos adquiridos en él, así como la capacidad para seguir con éxito los estudios universitarios”.
	 El	art.	42.3	Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades	(en	adelante	LOU)	establece	que	corresponde	
“al Gobierno, previo informe de la Conferencia General de Política Universitaria, establecer las normas básicas para la 
admisión de los estudiantes que soliciten ingresar en los centros universitarios, siempre con respeto a los principios de 
igualdad, mérito y capacidad. En todo caso, y de acuerdo con lo que establece el artículo 38 de la Ley Orgánica 2/2006, de 
3 de mayo de Educación, para acceder a los estudios universitarios será necesaria la superación de una única prueba.
 La Conferencia General de Política Universitaria velará porque el procedimiento de admisión a los estudios uni-
versitarios de carácter oficial sea general, objetivo y universal, tenga validez en todas las universidades españolas y 












posibilidad	respecto	a	las	tarifas,	señalando	que	“podrán establecerse tarifas reducidas 




























empresas	que	actúan	en	el	sector.	Sin	embargo,	esta	diversificación de la oferta	no	es,	en	sí	misma,	contraria	al	

















ciudadanos	privados	del	beneficio	que	el	servicio	reporta	a	otros”.	La inactividad de...,	ob.	cit., p.	724.
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V.3.3. Principio de mutabilidad, evolución, adaptabilidad  
o de perfectibilidad





Administración,	pues	está	 implícita	 la	obligación	por	parte	de	ésta	de	prestar	 la	
obligación	en	 las	mejores	condiciones	posibles.	Sin	embargo,	cuando	 la	 llevan	a	
cabo	los	sujetos	privados,	se	produce	una	colisión	entre	intereses	públicos	(a	que	
el	 servicio	 se	 preste	 en	 las	 condiciones	más	 adecuadas)	 e	 interés	 privados	 (a	 no	
asumir	nuevas	 obligaciones).	A	dicha	problemática	 da	 respuesta	 la	 denominada	







Dichas	modificaciones	darán	 lugar,	 sin	embargo,	cuando	el	gestor	del	 servicio	
sea	un	particular,	 que	 se	 ve	 como	consecuencia	de	 esos	 cambios	 afectado	 econó-
micamente,	 a	 la	 obligación	 de	 restaurar	 el	 equilibrio	 económico	 roto	 (art.	 163.2	
LCAP’2000,	a	partir	de	30	de	abril	de	2008,	art.	258	LCAP)	133.
129	 SOUVIRON	MORENILLA,	La actividad de la...,	ob.	cit., pp.	514-515.	DUTHEIL	DE	LA	ROCHÈRE,	L’usager du 









	 (...)	La	 finalidad	de	 la	 cláusula	de	progreso	 es	 garantizar	que	 los	 intereses	públicos	 serán	alcanzados	 con	











133	 Este	precepto	establece	que,	cuando	“las modificaciones afecten al régimen financiero del contrato, la Adminis-
tración deberá compensar al contratista de manera que se mantenga el equilibrio de los supuestos económicos que 
fueron considerados como básicos en la adjudicación del contrato”.
	 El	art.	258	LCAP	establece	que,	cuando	“las modificaciones afecten al régimen financiero del contrato, la Admi-
nistración deberá compensar al contratista de manera que se mantenga el equilibrio de los supuestos económicos que 




























Se	 puede	 citar	 como	 ejemplo	 de	 lo	 dicho	 en	 las	 denominadas	 actividades	 re-








 “1. Ordenar discrecionalmente, como podría disponer si gestionarse directamente el servicio las modificaciones en 
el concedido que aconsejare el interés público, y, entre otras:
 a) La variación en la calidad, cantidad, tiempo o lugar de las prestaciones en que el servicio consista, y









138	 El	art.	10.2	LSE	establece	que	el	“Gobierno podrá adoptar, para un plazo determinado, las medidas necesarias para 
garantizar el suministro de energía eléctrica cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:
 a) Riesgo cierto para la prestación del suministro de energía eléctrica.
 b) Situaciones de desabastecimiento de alguna o algunas de las fuentes de energía primaria.
 c) Situaciones de las que se pueda derivar amenaza para la integridad física o la seguridad de las personas, de 
aparatos o instalaciones o para la integridad de la red de transporte o distribución de energía eléctrica.
 En las situaciones descritas, el Gobierno determinará el régimen retributivo aplicable a aquellas actividades que se 
vieran afectadas por las medidas adoptadas garantizando, en todo caso, un reparto equilibrado de los costes.
 Cuando las medidas adoptadas por el Gobierno de acuerdo con lo previsto en este apartado afecten sólo a alguna o 




















En	 cualquier	 caso,	 tratándose	 de	 un	 servicio	 público,	 requisito	 imprescindible	
para	que	pueda	hablarse	de	calidad	es	el	cumplimiento	de	los	tradicionales	principios	
139	 El	art.	22.4	LGTE	establece	que	el	“Gobierno, de conformidad con la normativa comunitaria, podrá revisar el 
alcance de las obligaciones de servicio universal”.
140	 El	art.	25	LGTE,	que	establece	lo	siguiente:	“1. El Gobierno podrá, por necesidades de la defensa nacional, de la 
seguridad pública o de los servicios que afecten a la seguridad de las personas o a la protección civil, imponer otras 
obligaciones de servicio público distintas de las de servicio universal a los operadores.
 2. El Gobierno podrá, asimismo, imponer otras obligaciones de servicio público, previo informe de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, motivadas por:
 a. Razones de cohesión territorial.
 b. Razones de extensión del uso de nuevos servicios y tecnologías, en especial a la sanidad, a la educación, a la acción 
social y a la cultura.
 c. Razones de facilitar la comunicación entre determinados colectivos que se encuentren en circunstancias especiales 
y estén insuficientemente atendidos con la finalidad de garantizar la suficiencia de su oferta.
 d. Por necesidad de facilitar la disponibilidad de servicios que comporten la acreditación de fehaciencia del conte-
nido del mensaje remitido o de su remisión o recepción”.
141	 Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales	(en	adelante	LSPU).
	 El	art.	22	LSPU	establece	que	el	“Gobierno podrá imponer, reglamentariamente, al operador al que se encomienda 
llevar a cabo el servicio postal universal, otras obligaciones de servicio público distintas a las establecidas en el 
Capítulo II de este Título para garantizar la adecuada prestación de aquél y cuando así	lo exijan razones de interés 
general, cohesión social o territorial, mejora de la calidad de la educación y protección civil o cuando sea necesario 
para salvaguardar el normal desarrollo de los procesos electorales, de conformidad con lo dispuesto en la normativa 
que regula en régimen electoral general. Igualmente, por Reglamento, podrá imponer al citado operador y a los 
operadores que presten servicios postales, al amparo de una autorización administrativa singular, obligaciones de 




143	 Ley, 6/1997, de 14 de abril de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (en	adelante	
LOFAGE).
	 El	art.	4.1.b	LOFAGE	establece	que	la	“actuación de la Administración General de Estado debe asegurar a los ciudadanos:
 (...) b) La continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas, de acuerdo con las políticas 
fijadas por el Gobierno y teniendo en cuenta los recursos disponibles, determinando al respecto las prestaciones que 
proporcionan los servicios estatales, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad”.
1  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral
























145	 El	art.	32	RSCL	establece	que	la	“prestación de los servicios se atemperará a las normas que rijan cada uno de ellos”.
146	 El	art.	33	RSCL	establece	que	las	“Corporaciones Locales determinarán en la reglamentación de todo servicio que 




aquellos	y	sobre	los	compromisos	de	calidad	en	su	prestación”	(art.	8	Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se 












149	 El	art.	161.a	LCAP’2000	establece	como	una	obligación	del	contratista	“garantizar a los particulares el derecho a 
utilizarlo (se refiere al servicio) en las condiciones que hayan sido establecidas”.
	 El	art.	256.a	LCAP	fija	como	una	obligación	del	contratista	“garantizar a los particulares el derecho a utilizarlo 
en las condiciones que hayan sido establecidas”.
150	 El	art.	128.1.1	RSCL	establece	como	obligación	del	concesionario	“prestar el servicio del modo dispuesto en la 
concesión u ordenado posteriormente por la Corporación concedente, incluso en el caso de que circunstancias sobre-
venidas e imprevisibles ocasionaren una subversión en la economía de la concesión”.
151	 El	art.	155.3	LCAP’2000	establece	que	“la Administración conservará los poderes de policía necesarios para asegu-
rar la buena marcha de los servicios de que se trate”.
	 El	art.	255.2	LCAP	establece	que	“la Administración conservará los poderes de policía necesarios para asegurar la 
buena marcha de los servicios de que se trate”.
152	 El	art.	127.1.2	RSCL	establece	que	 la	“Corporación concedente ostentará, sin perjuicio de las que procedan, las 
potestades siguientes:
 Fiscalizar la gestión del concesionario, a cuyo efecto podrá inspeccionar el servicio, sus obras, instalaciones y locales y la docu-
























153	 LLISET	BORRELL;	LÓPEZ	PELLICER,	Reglamento de...,	ob.	cit., p.	427.
154	 Señala	GOMEZ	PUENTE	que,	habida	“cuenta	de	las	potestades	de	policía	o	dirección,	inspección	y	sanción	
que	 retiene	 la	Administración	en	 relación	con	 los	 servicios	gestionados	de	 forma	 indirecta,	 la	discusión	ha	
de	centrarse	únicamente	sobre	 la	 facultad	de	 los	usuarios	de	exigir	 la	actuación	de	esas	potestades.	Esto	es,	
sobre	la	posibilidad	de	exigir	la	incoación	de	los	oportunos	expedientes	y,	en	su	caso,	la	ejecución	forzosa	de	la	
resolución	que	se	adopte	contra	el	concesionario.	(...)	voy	únicamente	a	reiterar	dos	ideas:	una,	la	del	carácter	







de	 la	 legalidad,	 al	 que	 tienen	derecho	 ex art.	 24	CE,	 ante	 una	 eventual	 dejación,	 renuncia	 o	 negativa	 de	 la	
Administración	a	ejercitar	sus	potestades”.	La inactividad...,	ob.	cit., p.	756.
155	 El	art.	20.1.g	LGTE	establece	que	la	imposición	de	obligaciones	de	servicio	público	tiene	“por objeto garantizar 
la existencia de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público, de adecuada calidad”.
156	 COSTAS	COMESAÑA,	De consumidor...,	ob.	cit., pp.	46-47.	La	propia	COMISIÓN	ha	puesto	de	manifiesto	tal	orienta-
ción,	señalando	que	en	“los	sectores	que	han	sido	liberalizados,	la	Comunidad	no	deja	el	mantenimiento	y	el	desarrollo	
de	la	calidad	de	los	servicios	únicamente	en	manos	de	las	fuerzas	del	mercado”.	COMISIÓN:	Libro verde...,	ob.	cit.,
157	 El	art.	48.2	LSE	establece	que	la	“Administración General del Estado determinará unos índices objetivos de calidad 
del servicio, así como unos valores entre los que estos Índices puedan oscilar, a cumplir tanto a nivel de usuario 
individual como para cada zona geográfica atendida por un único distribuidor. Estos índices deberán tomar en 
consideración la continuidad del suministro, relativo al número y duración de las interrupciones y la calidad del 
producto relativa a las características de la tensión. Las empresas eléctricas estarán obligadas a facilitar a la Admi-
nistración la información, convenientemente auditada, necesaria para la determinación objetiva de la calidad del 
servicio. Los datos de los índices antes citados serán hechos públicos con una periodicidad anual”.

















































gobernanza	europea”. Libro verde... 
160	 GÓMEZ	PUENTE,	La inactividad...,	ob.	cit., pp.	730-732.




































162	 El	art.	22.1	LGTE	establece	que	se	“entiende por servicio universal el conjunto definido de servicios cuya prestación 
se garantiza para todos los usuarios finales con independencia de su localización geográfica, con una calidad deter-
minada y a un precio asequible”.
163	 Como	señala	R.	CABALLERO	SÁNCHEZ,	“el	 servicio	universal	es	 la	adaptación	de	 la	conocida	 técnica	del	
servicio	público	al	nuevo	escenario	en	el	que	se	desenvuelven	ahora	ciertos	sectores	económicos	esenciales	o	
estratégicos,	que	han	pasado	de	ser	sólidos	monopolios	públicos	a	desarrollarse	en	régimen	de	libre	competen-




































en	 la	prestación	del	 servicio	pudiera	redundar	en	 la	desatención	de	determinados	
colectivos,	por	su	ubicación	territorial	o	su	bajo	poder	adquisitivo	169.
Constituye,	 por	 tanto,	 un	mecanismo	de	 garantía	 frente	 a	 las	 decisiones	 del	
mercado	 que	 no	 se	 adaptan	 a	 los	 intereses	 públicos.	 Son	 elementos	 que	 van	 a	
166	 CARRASCO	PERERA;	MENDOZA	LOSANA,	La protección de los...,	ob.	cit.,	p.	132.














que	 se	 incrementen	 las	desigualdades	entre	 los	distintos	colectivos	 sociales,	 las	 leyes	de	 telecomunicaciones	
determinan	que	los	servicios	que	se	consideren	básicos	se	presten	en	condiciones	económicas	favorables	a	los	
colectivos	cuyo	poder	adquisitivo	es	menor”.	En	J.	CREMADES	y	J.	RODRÍGUEZ-ARANA	(dirs.),	Comentarios 
a la Ley General de telecomunicaciones,	La	Ley,	Madrid,	2004,	p.	333.
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prevalecer	con	 independencia	de	 las	decisiones	y	pretensiones	de	 los	operadores	
económicos	170.	Lo	que	 indica	que	 son	 fruto	de	una	decisión	política,	no	de	una	
decisión	de	carácter	empresarial	171.
Se	convierte,	con	ello,	en	un	instrumento	esencial	para	lograr	la	cohesión	eco-
























171	 FERNANDO	PABLO,	Derecho General...,	ob.	cit., p.	198.
172	 Como	señalan	C.	CHINCHILLA	MARÍN;	M.	CARLÓN	RUÍZ,	“los	objetivos	de	cohesión	económica,	social	
y	 territorial	 están	 íntimamente	 implicados	 en	 este	 concepto,	puesto	que	 se	 trata	de	 evitar	que	 los	procesos	
de	 liberalización	conduzcan	a	una	 fragmentación	 inasumible	en	el	 seno	de	 las	 sociedades	modernas,	 riesgo	
que	es	especialmente	grave	en	relación	con	las	telecomunicaciones,	debido	a	su	naturaleza	cualificada”.	“Del	
servicio	público	al	servicio	universal	de	las	telecomunicaciones”,	en	T.	QUADRA-SALCEDO	y	FERNÁNDEZ	
DEL	CASTILLO	(dirs.),	Aspectos jurídicos de las telecomunicaciones,	CGPJ,	Madrid,	2003.	p.	162.
173	 J.	RODRÍGUEZ	ARANA,	“Servicio	público	y	Derecho	Comunitario	Europeo”,	en	Revista Catalana de Pret pú-
blic 31,	2005.	p.	393.	A.	EZQUERRA	HUERVA,	“Hacia	un	concepto	objetivo	de	servicio	público	en	el	contexto	






Infraestructuras en red...,	ob.	cit.,	p.	361.	La	misma	opinión,	LÓPEZ	CANDELA,	Sobre la...ob.	cit., p.	148.
175	 FERNANDO	PABLO,	Derecho General...,	ob.	cit.,	p.	199.































En	 principio,	 la	 consecución	 de	 estos	 objetivos	 se	 trata	 de	 lograr	mediante	 el	
funcionamiento	del	mercado,	y	cuando	esto	no	es	posible	se	requiere	a	la	imposición	
a	alguno	o	algunos	de	 los	operadores	del	 sector	obligaciones	ex lege	 (obligaciones	
de	servicio	público),	que	son	luego	compensadas	por	diversas	vías	entre	las	que	se	
pueden	 citar	mecanismos	 como	 la	 atribución	 de	 ayudas	 públicas	 o	 concesión	 de	
exclusivas,	 pero	 sobre	 todo	mediante	 la	 utilización	 de	mecanismos	 dirigidos	 a	 la	
distribución	de	los	costes	de	estas	obligaciones	entre	todos	los	operadores	del	sector.	
Así,	por	ejemplo,	se	puede	inferir	del	art.	20.1	LGTE	181.
V.3.6. Principio de participación
El	término	participación,	de	difícil	precisión,	pero	con	los	suficientes	rasgos	para	
ser	conceptuado	en	sus	líneas	esenciales	182,	designa	un	conjunto	de	actuaciones	que	
178	 MARTÍNEZ	GARCÍA,	La intervención administrativa...,	 ob.	 cit.,	 p.	 209.	CHINCHILLA	MARÍN,	CARLÓN	
RUÍZ,	Del servicio público...,	ob.	cit.,	p.	166.
179	 CHINCHILLA	MARÍN,	CARLÓN	RUÍZ,	Del servicio público...,	ob.	cit.,	pp.	188-189.
180	 MEILÁN	GIL,	Progreso tecnológico y...,	ob.	cit., p.	128.

















queda	de	una	mayor	 imbricación	de	 los	 ciudadanos	 en	 el	 desarrollo	 de	 la	 acción	




















vez	más	complicados	e	intrincados	problemas	sociales	y	comunitarios”, El concepto de Derecho Administrativo,	
Editorial	Jurídica	Venezolana,	Caracas,	1984,	p.	178.
185	 MUÑOZ	MACHADO,	Tratado de...,	 ob.	 cit.,	 p.	 88.	RODRÍGUEZ-ARANA	MUÑOZ,	Reforma y...,	 ob.	
cit.,	p.	16.
186	 PAREJO	ALFONSO,	El concepto de...,	ob.	cit.,	p.	140.	S.	PRATS	I	CATALA,	“La	participación	y	descentralización	
en	el	marco	de	la	Nueva	Ley	de	Régimen	Local”,	en	Documentación Administrativa 199	(octubre-diciembre	de	
1983), p.	530.	MUÑOZ	MACHADO,	“Las	concepciones	del	Derecho	administrativo	y	la	idea	de	participación	
en	la	Administración”,	en	Revista de Administración Pública 84,	septiembre-diciembre	de	1977,	p.	531.





















VI. Responsabilidad por los daños  















189	 COSTAS	COMESAÑA,	De consumidor...,	ob.	cit., p.	47.








económicos	que	conllevan	 los	mecanismos	participativos	y,	 sobre	 todo,	porque	se	diluye	 la	 responsabilidad	
que	asumen	los	órganos	encargados	de	tomar	las	decisiones	y,	su	contracara,	que	conduce	a	eludir	las	respon-
sabilidades	 personales	 (patrimoniales	 o	 económicas)	 de	 los	 participantes	 cuando	 actúan	 en	 representación	
de	intereses	colectivos	o	difusos”.	“La	participación	pública	en	el	control	de	los	servicios	públicos:	Derechos	
individuales	 y	 colectivos:	 La	participación	de	 las	 asociaciones	defensoras	de	 los	usuarios,	 el	 procedimiento	
de	audiencias	públicas,	y	las	facultades	reglamentarias	de	los	entes	reguladores	y	la	delegación	legislativa”,	en	















Tan	 sólo	 en	 supuestos	 excepcionales	 en	 que	 el	 daño	 proceda	 directamente	 de	
una	actuación	impuesta	por	la	Administración,	esa	responsabilidad	recaerá	sobre	la	
Administración	en	vez	de	sobre	los	operadores	196.
Sin	 embargo,	 la	 Administración	 responderá	 frente	 al	 usuario	 en	 aquellos	 su-
puestos	en	los	que	se	haya	hecho	posible	la	producción	del	daño	como	consecuencia	
del	incumplimiento	por	parte	de	la	Administración	de	sus	deberes	de	inspección	y	












responsable	de	forma	directa”.	La gestión de...,	ob.	cit., pp.	214-215.	GOMEZ	PUENTE,	La inactividad...,	ob.	cit., 
p.	755,	nota	37.
193	 El	art.	161.c	LCAP’2000,	que	establece	que	es	obligación	del	contratista:
 “c. Indemnizar los daños que se causen a terceros como consecuencia de las operaciones que requiera el desarrollo 
del servicio, excepto cuando el daño sea producido por causas imputables a la Administración”.
	 El	art.	256.c	LCAP	establece	que	es	obligación	del	contratista:
	 “c: Indemnizar los daños que se causen a terceros como consecuencia de las operaciones que requiera el desarrollo del 
servicio, excepto cuando el daño sea producido por causas imputables a la Administración”.
194	 El	art.	128.1.3	RSCL	fija	como	una	obligación	general	del	concesionario:
 “3. Indemnizar a terceros de los daños que les ocasionare el funcionamiento del servicio, salvo si se hubieren produ-
cido por actos realizados en cumplimiento de una cláusula impuesta por la Corporación con carácter ineludible”.
195	 Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regula la prestación de 
los servicios postales, en desarrollo de lo establecido en la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y 
de Liberalización de los Servicios Postales.
	 El	art.	21	RSP	establece	que,	con	“carácter general, los operadores postales responderán ante el usuario por in-
cumplimiento de las condiciones de prestación de los servicios postales, en los casos y condiciones previstos en el 





podría	 pensarse	 en	 la	 imposición	 reglamentaria	 de	 estándares	 técnicos	 incompatibles	 o	 que	 no	 garantizan	
la	 continuidad	de	 la	prestación	del	 servicio	o	en	otros	casos	en	que	el	daño	al	usuario	deriva	directamente	
de	las	condiciones	de	prestación	del	servicio	impuestas	por	la	Administración)—,	sólo los operadores y no la 
Administración han de responder de los daños derivados de la prestación de los servicios de telecomunicaciones”.	La 
protección de...,	ob.	cit., p.	124.
197	 CARRASCO	PERERA,	MENDOZA	LOSANA,	La protección de...,	ob.	cit., pp.	124-130.
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VII. Protección de bienes constitucionales 





















to	del	 servicio	y	abonar,	 en	 su	caso,	 la	 contraprestación	que	 se	exija	para	poder	
disfrutar	del	servicio.




198	 El	art.	18.3	CE	garantiza	“el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, 
salvo resolución judicial”.
199	 El	art.	33	LGTE	establece	que	los	“operadores que exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas o que pres-
ten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público deberán garantizar el secreto de las comunicaciones 
de conformidad con los artículos 18.3 y 55.2 de la Constitución, debiendo adoptar las medidas técnicas necesarias”.
200	 El	art.	18.4	CE	establece	que	 la	“Ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos”.
201	 El	art.	34	LGTE	establece	que	“los operadores que exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas o que 
presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público deberán garantizar, en el ejercicio de su 
actividad, la protección de los datos de carácter personal conforme a la legislación vigente”.
202	 Véase	un	tratamiento	detallado	de	la	cuestión	en	M.	A.	SENDÍN	GARCÍA,	“El	derecho	de	acceso	a	los	docu-
mentos	que	contienen	datos	personales	de	los	pacientes.	Especial	referencia	a	la	legislación	sobre	derechos	y	




























por	una	norma	con	rango	de	 ley,	que	 tipifique	como	 infracción	administrativa	 la	
vulneración	de	las	normas	reguladoras	del	servicio.
203	 Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones 
Legales vigentes en materia de Régimen Local	(en	adelante	TRRL).
	 El	art.	105	TRRL	establece	que	los	“actos de gestión del servicio en sus relaciones con los usuarios estarán sometidos a las 
normas del propio servicio y, en su caso, a la legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma que regule la materia”.
204	 El	art.	155.2	LCAP’2000	establece	que	antes	“de proceder a la contratación de un servicio público, deberá haberse 
determinado su régimen jurídico básico que atribuya las competencias administrativas, que determine el alcance 
de las prestaciones en favor de los administrados y que declare expresamente que la actividad de que se trata queda 
asumida por la Administración respectiva como propia de la misma”.
	 El	art.	116	LCAP	establece	que	antes	“de proceder a la contratación de un servicio público, deberá haberse establecido 
su régimen jurídico, que declare expresamente que la actividad de que se trata queda asumida por la Administración 
respectiva como propia de la misma, atribuya las competencias administrativas, determine el alcance de las prestacio-
nes en favor de los administrados, y regule los aspectos de carácter jurídico, económico y administrativo relativos a la 
prestación del servicio”.
205	 El	 art.	 33	RSCL	 establece	que	 las	“Corporaciones Locales determinarán en la reglamentación de todo servicio 
que establezcan las modalidades de prestación, situación, deberes y derechos de los usuarios y, si no se hubieren de 
desarrollar íntegramente, de quien asumiere la prestación en vez de la Administración”.
206	 LLISET	BORRELL,	LÓPEZ	PELLICER,	Reglamento de...,	ob.	cit., p.	244.
207	 GOMEZ	PUENTE,	La inactividad...,	ob.	cit., p.	750.
208	 LLISET	BORRELL,	LÓPEZ	PELLICER,	Reglamento de...,	ob.	cit.,	p.	422.
209	 El	art.	30	RSCL	establece	que	las	“Corporaciones Locales tendrán plena potestad para (...) organizar (...) los servi-
cios de su competencia, tanto en el orden personal como en el económico o en cualesquiera otros aspectos, con arreglo 
a la Ley de Régimen Local y a sus reglamentos y demás disposiciones de aplicación”.










El	concepto	de	tasa	aparece	recogido	en	el	art.	2.2.a Ley 58/2003, de 17 de diciem-
bre, General Tributaria	(en	adelante	LGT)	y	el	6	Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas 
y Precios Públicos	(en	adelante	LTPP),	que	consideran	como	 tal	 “los	 tributos	cuyo	
hecho	imponible	consiste	en	la	utilización	privativa	o	el	aprovechamiento	especial	






drán	 “la consideración de precios públicos las contraprestaciones pecuniarias que se 
satisfagan por la prestación de servicios o la realización de actividades efectuadas en 
régimen de Derecho Público cuando, prestándose también tales servicios o actividades 
por el sector privado, sean de solicitud voluntaria por parte de los administrados”.
En	los	servicios	públicos	sujetos	a	gestión	indirecta	se	perciben	unas	tarifas,	


































da	 normalmente	 de	 su	 potestad	 tarifaria,	 dejándose	 los	 precios	 al	 libre	 juego	 del	
mercado.	Sin	embargo,	cuando	éste	falla	(por	ejemplo,	cuando	no	existe	verdadera	
competencia	en	la	prestación	del	servicio	al	usuario)	sigue	persistiendo	una	inter-





IX. Control judicial y órganos  
administrativos de protección  











217	 El	art.	150.1	RSCL	establece	que	la	“tarifa de cada servicio público de la Corporación será igual para todos los que 
recibieren las mismas prestaciones y en iguales circunstancias”.
218	 El	art.	150.2	RSCL	establece	que	“podrán establecerse tarifas reducidas en beneficio de sectores personales econó-
micamente débiles”.
219	 LLISET	BORRELL,	 LÓPEZ	PELLICER,	Reglamento de...,	 ob.	 cit., p.	 245.	 Sobre	 el	 concepto	 de	 elementos	








contencioso-administrativa.	 Cuando	 se	 trate	 de	 servicios	 gestionados	 por	 sujetos	
privados	dicha	tutela	judicial	corresponderá	a	los	tribunales	civiles	222.












Muy	 importante,	en	orden	a	una	correcta	 tutela	de	 los	derechos	e	 intereses	de	
los	usuarios	es	la	posibilidad	de	que	puedan	ser	objeto	de	tutela	por	aquellas	enti-
dades	que	representan	intereses	colectivos	o	difusos,	mediante	la	atribución	a	éstas	











222	 PARADA	VÁZQUEZ,	Derecho...,	ob.	cit., p.	431.	LLISET	BORRELL,	LÓPEZ	PELLICER:	Reglamento...,	ob.	cit., 
p.	422,	nota	4.









224	 El	art.	2.d	LJ	establece	que	el	“orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se 
susciten en relación con:
 “d) Los actos administrativos de control o fiscalización dictados por la Administración concedente, respecto de los 
dictados por los concesionarios de los servicios públicos que impliquen el ejercicio de potestades administrativas 
conferidas a los mismos, así como los actos de los propios concesionarios cuando puedan ser recurridos directamente 
ante este orden jurisdiccional de conformidad con la legislación sectorial correspondiente”.
225	 El	art.	136	RSCL	establece	que	los	“actos de los concesionarios realizados en el ejercicio de las funciones delegadas 
serán recurribles en reposición ante la Corporación concedente, frente a cuya resolución se admitirá recurso juris-











IX.2. Control no judicial. Especial referencia  


















227	 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial	(en	adelante	LOPJ).
	 El	art.	7.3	LOPJ	establece	que	los	“ juzgados y tribunales protegerán los derechos e intereses legítimos, tanto indi-
viduales como colectivos, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión. Para la defensa de estos últimos se 
reconocerá la legitimación de las corporaciones, asociaciones y grupos que resulten afectados o que estén legalmente 
habilitados para su defensa y promoción”.
228	 El	art.	19.1.b	LJ	establece	que	están	“legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo:
 (...) b) Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que se refiere el artículo 18 que resulten 
afectados o estén legalmente habilitados para la defensa de los derechos e intereses legítimos colectivos”.
229	 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.
	 El	art.	31.3	LPC	establece	que	las	“asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales, 
serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca”.
230	 A.	C.	PAGE,	“Member	States,	Public	Undertakings	and	article	90”,	en	European Law Review 7 (1982),	p.	21.
231	 D.	 SIMON,	 “Les	 mutations	 del	 services	 publics	 du	 fait	 des	 contraintes	 communautaires”,	 en	 Service public et 





equipo—	no	le	gusten	 las	reglas	del	 juego,	 las	cambiara”.	“Remedios	políticos	que	pueden	favorecer	 la	 libre	
competencia	en	los	servicios	y	ataja	el	daño	causado	por	los	monopolios”, en	La defensa de la competencia en 







Se	exige,	por	ello,	que	 la	atribución	de	 las	 funciones	de	regulación	se	realice	a	






















233	 F.	LANGODET, “La	dissociation	des	fonctions	su	sein	du	service	universel”,	en Service public et Communauté 
européenne: entre l’intérêt général et le marché II,	La	documentation	Française,	París,	1998,	pp.	259-260.
234	 LANGODET,	La dissociation des fonctions...,	ob.	cit.,	p.	265.	CONSEIL	D’ÉTAT,	“Réflexions	sur	les	autorités	






Industria nacionalizada y propiedad pública,	J.	PETIT	FONTSERE	(trad.),	Tecnos,	Madrid,	1964, p.	27.
236	 G.	OBERMANN,	“Sector-specific	regulation	from	a	public	choice	perspective	with	regard	to	the	supply	of	services	
of	public	interest”,	en	Annals of Public and Cooperative Economics 70-2	(1999),	p.	211.	J.	P.	COLSON,	Droit Public 
Economique,	Tercera	edición,	LGDJ,	París,	2001,	pp.	2-3.	S.	GONZÁLEZ-VARAS	IBÁÑEZ,	Los mercados de interés 
general: telecomunicaciones y postales, energéticos y de transportes,	Comares,	Granada,	2001,	p.	46.
237	 Esta	es	la	conclusión	mayoritaria	de	la	doctrina.	Así,	R.	PARADA	VÁZQUEZ	considera	como	tal	a	la	antigua	
Comisión	del	Mercado	de	 las	Telecomunicaciones,	 en	Derecho administrativo II,	 14ª	 edición,	Marcial	Pons,	
2000,	pp.	315-318.	V.	ÁLVAREZ	GARCÍA;	y	R.	DUARTE	MARTÍNEZ,	respecto	a	la	que	fuera	Comisión	del	
Sistema	Eléctrico	Nacional,	 en	Administración pública y Electricidad,	Civitas,	Madrid,	 1997,	pp.	105-110.	A.	
BETANCOR	RODRÍGUEZ,	respecto	a	la	CMT	y	CNE,	en	“L’expérience	espagnole	en	matière	d’administrations	
indépendantes”,	en	Etudes et Documents 52 (2001),	pp.	413-414.	M.	CARLÓN	RUIZ,	a	la	CMT,	en	“La	Comi-
sión	del	Mercado	de	las	Telecomunicaciones”,	en	Revista Española de Derecho Administrativo 102,	abril-junio	
de	1999,	pp.	230-234.	También	en	el	Derecho	francés	se	ha	configurado	a	estas	entidades	reguladoras	como	
Administración	independientes.	Así,	el	CONSEIL	D’ÉTAT	considera	como	tales	la	Autorité de régulation des 
télécommunications y	la	Commission de régulation de l’électricité.	Réflexions sur les autorités...,	ob.	cit.,	p.	266.
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Si	bien,	en	la	práctica,	esta	afirmación	no	es	tan	fácil	de	sostener	en	todos	los	supuestos,	


























238	 En	 tal	 sentido,	L.	PAREJO	ALFONSO,	 respecto	a	 la	Comisión	del	Mercado	de	 las	Telecomunicaciones,	que	
considera	que	no	“tiene	independencia	en	grado	real	suficiente	y	debidamente	asegurado”	para	ser	considerada	
una	Administración	independiente,	E.	GARCÍA	DE	ENTERRÍA	y	T.	DE	LA	QUADRA-SALCEDO	(coords.),	
Comentarios a la Ley General de Telecomunicaciones,	Civitas,	Madrid,	1999,	pp.	610-611.	De	forma	más	ambigua	
se	pronuncia	A.	MARTI	DEL	MORAL,	que	considera,	respecto	a	la	Comisión	del	Mercado	de	las	Telecomuni-
caciones,	que	sólo	en	sentido	impropio	puede	calificarse	ésta	como	una	Administración	independiente,	siendo	
más	conveniente	hablar	de	autonomía	especial	o	de	reforzamiento	de	la	autonomía	de	gestión.	La Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones,	INAP,	Madrid,	2000,	pp.	264-265.	
239	 BETANCOR	RODRÍGUEZ, L’expérience espagnole en...,	ob.	cit.,	pp.	414-415.	ÁLVAREZ	GARCÍA;	y	DUARTE	
MARTÍNEZ,	Administración pública y...,	ob.	cit.,	pp.	100-101.	L.	PAREJO	ALFONSO,	“Prólogo” al	libro	de	A.	
BETANCOR	RODRÍGUEZ,	Las administraciones independientes,	p.	13.




natural”,	en	Revista de Administración Pública 148,	enero-abril	de	1999,	pp.	58-59.
243	 ÁLVAREZ	GARCÍA;	y	DUARTE	MARTÍNEZ:	Administración pública y...,	ob.	cit.,	pp.	98-100.	CARLÓN	RUIZ,	
La Comisión de...,	ob.	 cit.,	p.	235.	 J.	M.	SALA	ARQUER,	“El	Estado	neutral.	Contribución	al	 estudio	de	 las	
administraciones	independientes”,	en	Revista Española de Derecho Administrativo 42,	abril-junio	de	1984,	pp.	
401-402.	JIMÉNEZ	DE	CISNEROS	CID,	Los organismos autónomos en...,	ob.	cit.,	pp.	309-312.
244	 M.	GNES,	“The	italian	Independent	Administrative	Authorities:	the	Transplantation	of	an	American	Experi-
ence?”,	en	European Public Law 1997-3,	p.	35.








































247	 J.	TORNO	MAS,	Las autoridades reguladoras de lo audiovisual,	Marcial	Pons,	1999, p.	73.
248	 E.	DESDENTADO	DAROCA,	La crisis de identidad del Derecho Administrativo: privatización, huida de la re-
gulación pública y administraciones independientes,	Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	1999, p.	135.	LÓPEZ-JURADO	
ESCRIBANO,	Agencias...,	ob.	cit.,	p.	49.	FERNÁNDEZ	ORDÓÑEZ,	Reflexión...,	ob.	cit.,	p.	213.
249	 F.	GARCÍA	GÓMEZ	DE	MERCADO,	En	Régimen jurídico de las Administraciones públicas y Procedimiento 
administrativo,	Aranzadi,	Navarra,	2000,	p.	43.	TORNO	MAS,	La autoridades...,	ob.	cit.,	p.	73.	A.	BETANCOR	
RODRÍGUEZ,	“Las	Administraciones	Independientes.	Los	entes	independientes	reguladores	de	los	mercados	y	
protección	de	los	derechos”,	en	La Administración Pública Española,	INAP,	Madrid,	2002,	p.	608.
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Asimismo,	para	garantizar	su	competencia	técnica	y	profesional,	asegurando	que	






























en	Administración instrumental. Libro Homenaje al Profesor Manuel Clavero Arévalo, Tomo I,	Madrid,	1993,	p.	
70.	DESDENTADO	DAROCA,	La crisis de...,	ob.	cit.,	p.	135.
251	 BETANCOR	RODRÍGUEZ,	Las Administraciones Independientes. Los entes...,	ob.	cit.,	p.	607.	
252	 G.	CANANEA,	“La	réglementation	des	services	publics	en	Italie”,	en	Revue Internationale des Sciences Adminis-
tratives 68	(marzo	de	2002),	p.	98.	LÓPEZ-JURADO	ESCRIBANO,	Agencias...,	ob.	cit.,	p.	49.	
253	 PROSSER,	Law and...,	ob.	cit., p.	299.	LÓPEZ-JURADO	ESCRIBANO,	Agencias...,	ob.	cit.,	p.	48.	GARCÍA	LLOVET,	
Autoridades administrativas...,	 ob.	 cit.,	p.	 103.	Señala	 al	 respecto	BETANCOR	RODRÍGUEZ,	que	“es	más	difícil	
sostener	la	independencia	y	aún	más	realizarla	cuando	el	ente	tiene	una	organización	simple	(un	órgano	unipersonal	






255	 PROSSER,	Law and the... p.	299.
256	 Señala	 BETANCOR	RODRÍGUEZ	 que	 “la	 independencia	 está	 relacionada	 con	 la	 existencia	 de	 órganos	 de	
representación	de	todos	los	intereses	presentes	en	el	ámbito	de	actuación	del	ente,	porque	ésta	representación	
permite	la	escenificación	de	todos	los	intereses	y	su	correlativo	equilibrio,	contexto	adecuado	para	garantizar	
la	independencia	del	ente”.	Las Administraciones Independientes. Los entes...,	ob.	cit.,	p.	608.
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No	debería	poder	renovarse	el	mandato	de	sus	directivos,	pues	esto	permite	ejer-







Para	cumplir	 esas	 funciones	 se	 les	 atribuye	una	amplia	gama	de	poderes	y	 fa-































258	 S.	MUÑOZ	MACHADO,	Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General,	Tomo	I,	Madrid,	2004, 
pp.	1.197-1.201.
259	 G.	ARIÑO	ORTIZ,	“Sobre	el	significado	actual	de	la	noción	de	servicio	público	y	su	régimen	jurídico”,	en	G.	
ARIÑO	ORTIZ,	 J.	M.	DE	LA	CUETARA	MARTÍNEZ,	 J.	L.	MARTÍNEZ	LÓPEZ-MUÑIZ,	El nuevo servicio 
público,	Marcial	Pons,	Madrid,	1997,	p.	53.






























Derecho,	 al	 igual	 que	 ha	 ocurrido	 en	 otros	 ordenamientos	 jurídicos	 de	 nuestro	
entorno	263,	 que	 surge	 del	 temor	 de	 que	 estas	 instituciones	 pueden	 convertirse	 en	
un	elemento	distorsionador	de	nuestro	Derecho,	que	está	estructurado	sobre	unos	
presupuestos	a	los	que	éstas	no	se	adaptan	264.	
261	 GNES,	The italian Independent...,	ob.	cit.,	p.	34.
262	 GNES,	The italian Independent...,	ob.	cit.,	pp.	33-40.
263	 Así	ha	ocurrido	en	el	Derecho	francés,	en	el	que	se	ha	producido	una	polémica	similar.	Véase	CONSEIL	D’ÉTAT,	
Réflexions sur les autorités...,	ob.	cit.,	pp.	284-286.	J.	L.	AUTIN,	“Les	Autorités	administratives	indépendantes	
et	la	Constitution”,	en	La Revue Administrative 244,	julio-agosto	de	1988,	pp.	333-338.	H.	MAISL,	“Reflexions	
sur	 la	 regulation	des	 reseaux	de	 service	public”,	en	Service public et Communauté européenne: entre l’intérêt 
général et le marché,	La	documentation	Française,	París,	1998,	p.	283.	C.	TEITGEN-COLLY,	“Les	instances	de	





































intereses	 generales	 y	 a	 organizar	 todo	 el	 sistema	de	 función	pública	 con	 arreglo	 a	 reglas	 que	 garanticen	 la	
imparcialidad	de	 los	 funcionarios	en	el	ejercicio	de	sus	 funciones	(art.	103	CE).	No	cabe,	por	ello,	que	unas	











excluida	 la	 vía	 de	 legitimar	 constitucionalmente	 las	 Administraciones	 independientes,	 colocándolas	 fuera	
de	la	Administración;	d)	cualquier	intento	de	generalizar	el	modelo	de	las	administraciones	independientes	
choca	con	el	 sistema	de	heterodeterminación	de	 los	 fines	de	 la	Administración	pública;	 “sistema	que	actúa	
a	partir	del	doble	circuito	Parlamento-ley	y	Gobierno-potestad	de	dirección;	doble	circuito	que	es	garantía	
de	 legitimidad	de	 la	 actividad	de	 la	Administración	pública”.	 “Autoridades	 administrativas	 independientes	
y	Estado	de	derecho”,	en	Revista de Administración Pública 131,	mayo-agosto	de	1993, pp. 117-118.	Respecto	a	






sino	ante	 la	sustitución	lisa	y	 llana	de	un	legislador	que	abdica	 incluso	del	contenido	nuclear	de	su	función	
reguladora”.	“El	Derecho	Público	ante	la	privatización	y	liberalización	de	los	servicios	de	interés	económico	



























267	 Así,	para	SALA	ARQUER	la	constitucionalidad	de	 las	administraciones	 independientes	debe	ser	examinada	
caso	por	caso,	existiendo,	en	su	opinión,	ámbitos	cuya	neutralización,	a	través	de	estas	administraciones,	sería	




















268	 Véase	ARIÑO	ORTIZ,	Regulación económica y modelo...,	 ob.	 cit.,	 pp.	 51-61.	TORNO	MAS,	Las autoridades 
reguladoras...,	ob.	cit.,	pp.	56-57.	H.	KOONTZ,	y	R.	GABLE,	La intervención pública en la empresa (1956),	 J.	
BERENGUER	AMENÓS	(trad.),	Bosch,	Barcelona,	1961.	CONSEIL	D’ÉTAT,	Réflexions sur les autorités...,	ob.	
cit.,	p.	276.	FERNÁNDEZ	ORDÓNEZ,	Reflexión...,	ob.	cit.,	p.	6.	G.	ARIÑO	ORTIZ,	Economía y Estado,	Marcial	






dentro	 de	 la	 cual	 se	 encuentran	 obviamente	 los	 estudiantes,	 que	 constituyen	 los	
usuarios	de	la	misma.
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tÍtulo segundo: régimen jurÍdico de usuArios  
de servicios de interés generAl en iberoAméricA
I. Peculiaridades de los usuarios  





















“Descentralización	en	Colombia”,	en	El Estado de Derecho Latinoamericano: integración económica y seguridad 
jurídica en Iberoamérica,	Ediciones	Universidad	de	Salamanca,	2003,	p.	93.
270	 En	tal	 sentido,	 señala	E.	SARAVIA	que	 la	“prisa	en	 llevar	adelante	 los	procesos	eclipsó	 la	necesidad	de	análisis	
previos,	de	preparación	del	mercado	y,	principalmente,	de	adecuación	al	marco	regulador	de	la	nueva	realidad”.	




noamérica”.	“Conclusiones	del	Grupo	de	Trabajo	sobre	servicios	públicos”,	en	Administración Pública y Economía. 














nuevo	marco	para	la	prestación	de	servicios	públicos	en	Iberoamérica”,	en	Estudios de Derecho administrativo y 

























inasumible	 para	 algunos	 usuarios,	 generando	 así	 el	 indeseable	 efecto	 de	 privar	 a	
algunos	sectores	de	población	de	servicios	básicos.





























Todos	 estos	 factores	 han	 acabado	 generando	un	 claro	 desencanto	 en	 la	mayor	
parte	de	los	países	latinos	hacia	las	fórmulas	de	privatización	y	liberalización,	cada	












públicas	 sociales	 y	 territoriales.	 Si	 bien	 presumiblemente	 adolecerán	de	 una	peor	
273	 Señala	 PÉREZ	HUALDE	 que	 es	 “una	 realidad	 incontrastable	 el	 hecho	 evidente	 de	 que	 en	 estos	 tiempos,	 a	
diferencia	de	 lo	que	ocurría	 en	 el	 siglo	XIX,	 cuando	 se	 elaboraron	 las	 pautas	de	dirección	 y	 control	 de	 los	




















urbana	y	financiamiento	de	los	costos	de	inclusión	social	en	Argentina”,	en	Congreso Internacional del CLAD 
sobre reforma del Estado y Administración Pública,	7	(2002,	octubre	8-11,	Lisboa).
276	 Conclusiones...,	ob.	cit.,	p.	69.	J.	C.	FERRADA	BÓRQUEZ,	“Los	órganos	reguladores	en	el	ordenamiento	jurídi-
co	chileno:	institucionalidad	y	transparencia”,	en	Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado 











El	art.	42	establece	que	“los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen 
derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses 
económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a con-
diciones de trato equitativo y digno. Las autoridades proveerán a la protección de esos 
derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda 
forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al 
de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de 
consumidores y de usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la 
prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos 
de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de 
consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control”.
En	esta	norma	se	ha	plasmado	el	sistema	de	protección	y	garantía	al	usuario	en	
el	régimen	de	los	servicios	públicos	en	Argentina.	Se	complementa	con	el	art.	43	que	
dice:	“toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que 
no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades 
públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o 
amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos 
por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la incons-
titucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Podrán interponer 
esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos 
que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los 
derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las aso-
ciaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará 
los requisitos y formas de su organización”.
Ambos	artículos	de	la	Constitución	tienen	evidentemente	una	finalidad	de	pon-
deración	 social	 en	 la	medida	 en	 que	 su	 objetivo	 es	 corregir	 desigualdades	 que	 la	
realidad	presenta;	en	este	caso,	la	desigualdad	de	aquellos	que	son	usuarios	y	consu-
midores	de	todo	tipo	de	bienes	y	servicios	en	general	y	de	los	usuarios	de	los	servicios	
públicos	en	especial.	La	realización	de	una	 igualdad	real	y	material	 es	uno	de	 los	
277	 D.	SIFONTES,	“Regulación	económica	y	agencias	regulatorias	independientes:	una	revisión	de	la	literatura”.	KAROL,	
















Católica	de	que	“no debe haber una forma de pobreza en la que se niegue a alguien los 
bienes necesarios para una vida decorosa”	279;	en	sentido	similar,	por	distintos	 funda-
mentos,	quizás	fuertemente	egoístas,	John	RAWLS	sostiene	que	“puesto que el bienestar 
de todos depende de un esquema de cooperación sin el cual ninguno podría llevar una vida 
satisfactoria, la división de ventajas debería ser tal que suscite la cooperación voluntaria de 














manos	fundamentales.	Así	lo	sostuvo	Jorge	SALOMONI	en	su	Teoría de los servicios 
públicos	281.	Tomamos	luego	nosotros	su	testimonio	y	nos	referimos	al	derecho	humano	
278	 Véanse	 nuestras	 “Reflexiones	 sobre	 Neoconstitucionalismo	 y	 Derecho	 Administrativo”,	 en	 Suplemento de 
Derecho Administrativo,	Agustín	A.	GORDILLO	(dir.),	revista	La Ley,	28	de	agosto	de	2007,	p.	1.
279	 Véanse	Benedicto	XVI,	Encíclica	“Deus caritas est”,	Paulinas,	Buenos	Aires,	2006,	p.	38	y	45.
280	 John	RAWLS,	Teoría de la justicia,	de	María	Dolores	GONZÁLEZ	(trad.),	Fondo	de	Cultura	Económica,	México,	
1997,	p.	27.
281	 Jorge	Luís	SALOMONI,	“Aporte	para	una	discusión	sobre	la	titularidad	de	los	servicios	públicos”,	en	Actua-
lidad en Derecho Público,	SCS	&	Asoc.,	Buenos	Aires,	1996;	Teoría General de los Servicios Públicos,	Ad-Hoc,	
Buenos	Aires,	1999;	y	El concepto actual de servicio público en la Argentina,	inédito,	gentileza	del	autor,	2004.
1  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral
fundamental	a	un	nivel	adecuado	y	digno	de	vida	y	hemos	adherido	a	la	percepción	del	
servicio	público	como	aquel	“título exorbitante propio del Derecho Administrativo, invo-
cado por un Estado que no debe renunciar a su función gestora del bien común, es el medio 
de asegurar la obligatoriedad debida al usuario, a través del control y la regulación policial 
o, en su caso, la prestación directa —con titularidad o sin ella— o bien indirecta”	282.
Por	esta	razón	hemos	sostenido,	con	SESÍN	283,	que	la	Constitución	no	estable-
ce	la	titularidad	del	Estado	sobre	los	servicios	públicos	con	el	alcance	que	algunos	
autores	 pretenden.	 La	Carta	Magna	ha	 asignado	 al	 Estado,	 específicamente	 a	 sus	
“autoridades”,	la	responsabilidad	de	garantizar	el	derecho	de	raíz	constitucional	del	
usuario	al	servicio	público,	y	para	ello	es	necesario	su	sometimiento	a	un	riguroso	




Nosotros	observamos	en	el	servicio	público	285	“el resultado efectivo del ejercicio, 
por parte del Estado, de su potestad de sustraer —total o parcialmente—, del terreno 
del libre mercado la satisfacción de determinada necesidad de naturaleza económica 
para someterla a un régimen de Derecho Público de control y regulación —en la medida 
de lo necesario—, para garantizar el acceso obligatorio a la generalidad de la población 
por entender que éste es imprescindible para cumplimentar debidamente la garantía del 
derecho humano fundamental, de rango constitucional y supra constitucional, a gozar 
de un nivel de vida adecuado, todo ello en cumplimiento de su finalidad esencial de con-
ducción consensuada de la comunidad hacia el bienestar general guiado por principios 







282	 Julio	Rodolfo	COMADIRA,	“El	servicio	público	como	título	jurídico	exorbitante”,	en	El Derecho Administra-
tivo,	tomo	2003,	p.	602.	GORDILLO	percibe	el	“interés público”	afirmando	que	“no es el interés de un conjunto 





vicio público, policía y fomento, Jornadas organizadas por la Universidad Austral.	Facultad	de	Derecho,	Ediciones	
RAP,	2004,	p.	216.
284	 Héctor	MAIRAL,	“El	concepto	de	servicio	público	en	el	derecho	argentino	actual”,	en	Servicio público, policía 
y fomento, Jornadas organizadas por la Universidad Austral.	Facultad	de	Derecho,	Ediciones	RAP,	2004,	p.	232.
285	 Véase	Alejandro	PÉREZ	HUALDE,	Eduardo	EMILI,	Ernesto	Nicolás	BUSTELO,	Andrea	J.	LARA,	Gustavo	BOU-








Rica,	el	Estado	argentino	está	obligado	a	“adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de 
otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”.	Y	


























II.2.1. Grados de regulación y subsidios directos
El	punto	de	partida	adoptado	permite	considerar	que	el	régimen	propio	del	ser-
vicio	público	no	consiste	 en	un	grado	mayor	o	menor	de	 regulación	estatal,	o	en	
un	modo	 intenso	dentro	de	 la	propia	 actividad	 reguladora	de	 la	Administración.	
El	régimen	del	servicio	público	no	se	caracteriza	conceptualmente,	como	en	algún	
287	 Declaración	Americana	de	los	Derechos	y	Deberes	del	Hombre,	en	su	art.	XI	estipula	que	el	nivel	de	eficacia	de	los	
derechos	reconocidos	se	debe	corresponder	con	el	que	“permitan los recursos públicos y los de la comunidad”.
288	 Víctor	BAZÁN,	“Nuevamente	sobre	 las	omisiones	 inconstitucionales”,	en	José	PALOMINO	MANCHEGO	y	
José	Carlos	REMOTTI	CARBONELL,	Derechos humanos y constitución en Iberoamérica (libro homenaje a Ger-
















La	actividad	propia	del	 servicio	público,	consiste	en	 la	 satisfacción	de	una	ne-
cesidad	de	naturaleza	económica,	apreciable	en	dinero,	que	pertenece	al	mercado	
por	 su	 naturaleza,	 pero	 que	 le	 ha	 sido	 sustraída	 por	 una	 decisión	 legislativa	 que	



















de	 la	población	 con	 la	 finalidad	de	que	 ellos	mismos	 solventen	 su	utilización	del	
servicio.	Tampoco	es	ésta	una	actividad	propia	del	servicio	público.	Más	allá	de	su	
ponderación	 como	 instrumento	de	política	 social,	 este	mecanismo	no	produce	 la	




289	 Francesca	TRIMARCHI	BANFI,	 “Considerazioni	 sui	 ‘nuovi’	 servizi	pubblici”,	 en	Rivista Italiana di Diritto 
Pubblico Comunitario,	2002,	p.	956.
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II.2.2. Funciones propias del Estado
















Distinto	 es	 lo	que	ocurre	 respecto	de	 aquellas	 actividades	 que	pertenecen	por	





El	 servicio	 público	 en	 la	 percepción	 del	 ordenamiento	 jurídico	 argentino	 no	
comprende	 a	 aquellas	 funciones	 propias	 del	 Estado.	 Por	 ello	 es	 que	 los	 marcos	
regulatorios	de	 los	 servicios	públicos	y	 sus	órganos	de	control	previstos	en	el	 art.	
42	de	la	Constitución,	tercer	párrafo,	no	están	destinados	a	regir	ni	a	controlar	los	
servicios	de	 justicia,	ni	 al	 régimen	de	 la	 salud	pública,	ni	 al	 de	 la	 seguridad.	Allí	
funcionan,	 precisamente,	 los	mecanismos	 ordinarios	 de	 control	 del	 Estado	 sobre	
sus	 propios	 instrumentos	 de	 acción	 como	 la	 Fiscalía	Nacional	 de	 Investigaciones	
Administrativas,	la	Auditoría	General	de	la	Nación,	las	comisiones	bicamerales	del	
Congreso	Nacional,	etc.
II.3. Consecuencias prácticas del enfoque desde  







II.3.1. Acerca del “nuevo concepto” del servicio público
Tenemos	 la	 convicción	 de	 que	 el	 fenómeno	 innegable	 del	 estrechamiento	 del	
campo	de	alcance	del	 servicio	público,	producido	por	varias	causas,	no	merece	el	







distintos	 sectores	 de	un	mismo	 servicio,	 tal	 el	 caso	de	 la	 producción	de	 gas	 y	 de	
la	generación	eléctrica.	No	justificar	 la	necesidad	del	sometimiento	total	o	parcial	



























290	 Gaspar	ARIÑO	ORTIZ,	La regulación económica. Teoría y práctica de la regulación para la competencia,	estudio	
preliminar	de	Juan	Carlos	CASSAGNE,	Universidad	Austral,	Editorial	Ábaco,	Buenos	Aires,	1996,	p.	119.	Más	
recientemente,	del	mismo	autor,	véase	“La	liberalización	de	los	servicios	públicos	en	Europa.	Hacia	un	nuevo	
modelo	de	regulación	para	la	competencia”,	en	Revista de Derecho Administrativo,	año	16,	Lexis	Nexis,	Buenos	
Aires,	2004,	pp.	831	y	ss.
291	 Gian	Franco	CARTEI,	Il servizio universale,	Giuffrè	Editore,	Milano,	2002,	cap.	V.10.
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ma	del,	tan	citado,	art.	42	de	la	protección	de	la	competencia	“contra toda forma de 
distorsión de los mercados”	y,	a	la	vez,	la	garantía	de	control	de	“calidad y eficiencia de 
los servicios públicos”.
II.3.3. La interpretación de los derecho humanos
La	colocación	del	foco	de	atención	en	el	sujeto	que	reclama	la	satisfacción	de	sus	
necesidades,	para	nosotros	más	en	 términos	de	 justicia	 social	que	en	 términos	de	







Elisa	SCOTTI,	Il pubblico sevizio. Tradizione nazionale e prospettive europee,	Cedam,	Milano,	2003,	p.	315;	
también	Gian	Franco	Cartei,	Il servizio universale,	ob.	cit.,	pp.	258	y	278;	también	Riccardo	VILLATA,	Pubblici 
servizi. Discussioni e problemi,	terza	ed,	Giuffrè,	Milano,	2003,	p.	31;	también	Francesco	VETRò,	“Il	servizio	













definimos	como	el	régimen	propio	de	 los	servicios	públicos,	 son	 los	que	el	nuevo	
texto	constitucional	de	1994	introdujo	en	los	arts.	42	y	43.
















II.4.1. Distinción entre usuario y consumidor











295	 Conrado	HESSE,	Significado de los derechos fundamentales,	capítulo	III	en	BENDA,	MAIHOFER,	VOGEL,	HESSE,	
HEYDE,	Manual de Derecho Constitucional,	segunda	edición,	Marcial	Pons,	Madrid,	2001,	p.	102.
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En	otras	palabras,	el	usuario	del	servicio	público	posee	una	protección	superior	
a	 aquella	 de	 los	 consumidores,	 también	 constitucionalmente	 protegidos,	 pero	 en	
menor	 grado	296.	 Sin	 duda	 alguna	 no	 sólo	 distingue	297	 claramente	 el	 concepto	 de	
usuario del servicio público	del	de	consumidor	y	usuario del servicio privado	298	 sino	
que,	además,	les	brinda	protección	diferenciada	a	uno	y	a	otro	299.














como	 “el que no sabe siquiera llenar un formulario, no tiene tiempo para ir a una 
oficina pública ni persona a quien enviar, el usuario de todos los servicios públicos que 
por la escasa importancia económica del problema encuentra que no hay quien pueda 
ocuparse de ayudarle a encarar y resolver el conflicto jurídicamente; a veces él mismo da 












2001,	p.	1;	también	en	Revista Jurídica del Perú,	n°	32,	año	LII,	Lima,	marzo	de	2002.
297	 En	igual	sentido,	el	primer	artículo	de	los	“Principios Generales”	del	“Régimen Económico”	que	adopta	la	Consti-
tución	Política	del	Perú	(art.	58)	dice:	“La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía social de mercado. 
Bajo este régimen, el Estado orienta el desarrollo del país, y actúa principalmente en las áreas de promoción de 
empleo, salud, educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura”.
298	 Esta	diferencia	no	se	encuentra	claramente	asumida	por	nuestra	jurisprudencia	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	
de	la	Nación,	pues	se	identifican	consumidor	y	usuario;	véase	voto	de	LORENZETTI	en	el	reciente	fallo	n°	F.	


















1.	 El	 prestador	de	 servicios	públicos	 es	 seleccionado	por	 autoridades	que,	 si	
bien	los	representan	políticamente,	son	distintos	de	aquellos	que	recibirán	






correlativos	 y	 sólo	 se	 justifican	 en	 relación	 con	 las	 responsabilidades	 que	
asume	 respecto	de	 la	prestación	 en	 condiciones	de	 igualdad,	 regularidad,	
obligatoriedad	y	continuidad	a	todos	los	destinatarios	que,	normalmente,	se	
encuentran	en	distintas	situaciones	de	hecho.
4.	 El	 prestador	 de	 servicios	 públicos	 escapa	 necesariamente,	 en	 razón	 de	 las	
mencionadas	 prerrogativas	 públicas	 de	 que	 goza	 en	 virtud	 del	 contrato	 de	
concesión,	 a	 los	 controles	 y	mecanismos	 de	 defensa	 naturales	 del	mercado	














de	datos;	véanse	dos	fallos	“Impsat c/ Min. de Economía Obras y Servicios Públicos”,	en	revista	La Ley,	1998-A,	239,	
















II.4.2. Sistema de protección del usuario
Hemos	sostenido	que	la	garantía	del	usuario	se	encuentra	en	el	trípode	conforma-




























6.	 Este	usuario	 es	—también—	dinámico,	 crece,	 se	 reproduce,	 cambia	de	do-
micilio,	progresa	 económica	 y	 socialmente;	 está	 tomado	en	 sentido amplio, 





comunidad	 todavía,	 y	 es	—entonces—	“potencial”	 usuario;	podemos	decir	
que	 todos	 los	 habitantes	 actuales	 y	 futuros,	 nacionales	 y	 extranjeros,	 de	 la	
comunidad	están	comprendidos	en	el	concepto	de	usuario	a	los	efectos	de	la	
garantía	constitucional.








II.4.3. Asociación de usuarios y régimen público no estatal
Del	propio	 texto	de	configuración	de	 los	 instrumentos	de	organización	y	pro-
cedimiento	surge	la	participación	de	las	empresas	y	de	los	prestadores	privados	en	




































de	 las	 débiles	 asociaciones	 que	 agrupan	 a	 los	 usuarios	 en	 los	 niveles	 de	 decisión,	
constituyen	hoy	las	características	del	sistema	argentino	apartado	totalmente	de	los	
requerimientos	y	de	los	objetivos	constitucionales.
II.4.4. Participación y órganos de control
Del	art.	42	extraemos	dos	cauces	abiertos	hacia	la	participación:	la	que	es	propia	
de	los	usuarios	que	se	realiza	en	forma	directa, a	través	de	los	mecanismos	eficaces	




con	 participación	 de	 los	 usuarios;	 esto	 constituye	 “la materialización de derechos 
constitucionales establecidos por la Convención Nacional de 1994”	305.





















sin	duda,	una	 forma	de	procedimiento	que	se	ha	calificado	como	“pilar básico de 
la participación de los usuarios en la efectiva defensa de sus derechos”	306.	Lo	que	no	
aparece	con	claridad	es	ese	mismo	grado	de	participación	en	los	niveles	de	decisión	
por	 cuanto	 la	 audiencia	pública	no	 siempre	prevé	 los	 instrumentos	 que	 aseguren	
un	adecuado	tratamiento	de	los	planteos	y	reclamos	que	formalmente	hacen	oír	los	
usuarios	o	interesados.


























306	 Eduardo	O.	EMILI,	“La	audiencia	pública”,	Revista del Foro de Cuyo,	nº	29,	Dike,	Mendoza,	1998,	p.	49.
307	 Reglamentado	por	Resolución	576/2002	del	Ministerio	de	Economía.










Algunas	normativas	sobre	audiencia	pública	limitan	su	alcance	a	“dar y recibir 
opinión e información”	 por	 parte	 de	 los	 participantes	310	 o	 posibilitan	 una	 escasa	




Estos	mecanismos	 de	 participación	 se	 vinculan	 estrechamente	 con	 la	 credibi-





















social”,	en	Revista de Administración Pública,	marzo	de	1999,	Suplemento	Especial	nº	7,	Buenos	Aires,	p.	4.
311	 Así	lo	adelantamos	en	“Breve	ref lexión	sobre	la	credibilidad	de	los	marcos	regulatorios	y	de	los	entes	regulado-
res”,	revista	La Ley,	1999-D-349;	en	igual	sentido	Elsa	BENÍTEZ,	“Servicios	públicos	domiciliarios”,	en	Carlos	
GHERSI	 y	 otros,	Derechos y responsabilidades de las empresas y consumidores,	 Organización	Mora,	 Buenos	
Aires,	p.	171;	y	también	Jorge	MOSSET	ITURRASPE,	Defensa del consumidor. Ley 24.240,	Rubinzal-Culzoni,	
Santa	Fe,	1998,	p.	59.
312	 Así	 lo	dispuso	el	 Juez	Federal	Contencioso	Administrativo	nº	4	en	“Defensor del Pueblo de la Nación c/ 
Secretaría de Comunicaciones”	(abril	22	de	1998),	en	Agustín	GORDILLO	(dir.),	La Ley,	Suplemento	de	Juris-
prudencia	de	Derecho	Administrativo,	Buenos	Aires,	28	de	mayo	de	1998,	p.	59.	En	igual	sentido	la	Cámara	
Nacional	Contencioso	Administrativo	Federal,	sala	IV,	en	el	caso	“Youssefian, Martín c/ E.N. Secretaría de 





























Salvo	 en	 el	 caso	 del	 Ente	Único	Regulador	 previsto	 por	 la	Constitución	 de	 la	
Ciudad	Autónoma	de	Buenos	Aires	 (art.	138	y	139),	en	que	obligatoriamente	uno	
de	 los	 miembros	 del	 Directorio	 debe	 pertenecer	 a	 organizaciones	 de	 usuarios	 y	
consumidores,	 en	 los	demás	 casos	 los	 representantes	de	 esas	 asociaciones	no	han	
logrado	integrar	 los	organismos	de	conducción	de	 los	organismos	de	control.	Tan	
solo,	en	algunos	casos,	los	representantes	de	asociaciones	de	usuarios	integran	ór-
ganos	 consultivos	 internos	 cuyos	 dictámenes,	 generalmente	 facultativos,	 carecen	
—además—	de	carácter	vinculante	313.
En	un	caso	iniciado	en	la	provincia	de	Santa	Fe	por	la	Liga Santafecina en Defensa 



































La	 participación	 de	 las	 provincias	 está	 prácticamente	 diluida	 por	 razones	 de	




de	 representantes	de	 las	provincias	 interesadas	 y	 se	ha	 recurrido	 a	 la	designación	









































III. O CONTROLE SOCIAL DOS SERVIÇOS 
PÚBLICOS NO BRASIL COMO CONDIÇÃO  
DE SUA POSSIBILIDADE
III.1. Considerações Preliminares











III.2. Possibilidades conceituais do Serviço Público  
no Brasil






Eros	 Roberto	 Grau,	 em	 texto	 crítico,	 lembra	 que	 a	 doutrina	 sobre	 o	 Direito	
Administrativo	tem	se	equivocado	quando	trata	do	tema,	eis	que	existem	dois	ele-
mentos	indispensáveis	para	caracterizar	o	serviço	público:	o	substrato	material	que	




vem	marcada	pelas	 contingências	de	 formação	de	uma	cultura	de	 espaço	público	













316	 Vai	nesta	direção	o	conceito	expendido	por	Jean	FLIPO,	Le management des enterprises de services,	París,	Galli-
mard,	1998,	p.	39.
317	 Eros	Roberto	GRAU,	Empresas Estatais ou Estado Empresário?	In	Curso	de	Direito	Administrativo,	vários	auto-
res,	São	Paulo,	Revista	dos	Tribunais,	1988,	p.	105.
318	 Neste	sentido,	ver	o	 trabalho	de	Michel	CROZIER,	La transición del paradigma burocrático a una cultura de 
gestión pública,	Madrid,	Civitas,	2000,	p.	41.










































320	 Ver	o	texto	de	Martin	BARZELAY,	The new public management: improving research and policy dialogue,	Berkley,	
Berkley	University	Press,	2000,	p.	39	e	seguintes.











vidor:	o objetivo é deixar a máquina o mais flexível possível para se atingir com mais 
facilidade o critério de eficiência e economia públicas,	observa	324.
Mas	 também	 tem	 uma	 diferença	 essencial.	 O	 Presidente	 Fernando	 Henrique	




















Dá-se o nome de serviço público a atividade prestada pela Administração, que 
se vale do seu regime próprio de direito administrativo, com vistas ao atingimento 
de uma necessidadecoletiva que pode ser fruído uti singuli ou uti universali pelos 
administrados.326
323	 O	ex-presidente	José	Sarney	tentou	torná-la	mais	dinâmica,	com	a	eliminação	gradativa	de	algumas	empresas	
estatais	 e	 a	 desburocratização	 em	 vários	 setores	 do	 governo.	 Fernando	Collor	 adotou	 uma	 proposta	mais	
radical	e	pretendia	logo	nos	primeiros	anos	de	governo	a	dispensa	de	360	mil	servidores.	Ver	o	texto	de	Luiz	
MARTINS,	Reforma da administração pública e cultura política no Brasil:uma visão geral.	In	Cadernos	Enap,	
vol.	08,	Brasília,	1997.
324	 Entrevista	dada	à	Revista	VEJA,	Edição	de	22/05/2002,	p.	12.
325	 Neste	sentido,	ver	o	texto	de	Maria	Sylvia	Zanella	DI	PIETRO,	A defesa do cidadão e da res publica,	Revista	do	
Serviço	Público,	vol.	02,	ano	49,	Enap,	Brasília,	1998,	pp.	127/132.




Serviço Público, em sentido técnico jurídico, é toda atividade de oferecimento de uti-
lidade ou comodidade material, fruível diretamente pelos administrados, prestadas pelo 
Estado ou por quem lhe faça as vezes, sob um regime de direito público —portanto, consa-
grador de prerrogativas de supremacia e de restrições especiais— instituído pelo Estado em 
favor dos interesses que houver definido como próprios no sistema normativo.327
Na	mesma	direção	vai	CIRNE	LIMA,	ao	conceituar	o	serviço	público	como	aque-
le	que	é	existencial à sociedade ou, pelo menos assim havido num momento dado, que, 
por isso mesmo, tem de ser prestado aos componentes daquela, direta ou indiretamente, 
pelo Estado ou outra pessoa administrativa	328.
Veja-se	 que,	 no	 centro	 de	 todos	 estes	 conceitos,	 encontra-se	 não	 o	 Estado	
como	detentor	do	poder	de	fornecer	o	serviço	público,	mas	a	sociedade	enquanto	
destinatária	e	mesmo	sentido	último	dele,	portanto,	colocando	este	Estado	como	
devedor/provedor	das	demandas	 sociais	 que	 se	 apresentam	a	 este	 título.	Não	 se	
pode	perder	isto	de	vista,	eis	que	não	raro	a	idéia	e	conceito	mais	operacional	que	
se	 tem	de	 serviço	público	no	país	 inverte	 tal	ordem,	 já	que	deixa	ao	arbítrio	do	
Estado	a	definição	conceitual	e	pragmática	das	condições	e	possibilidades	deste,	
estabelecendo	uma	relação	autoritária	e	unilateral	para	com	a	comunidade,	uma	






tadamente	 em	nível	 de	 princípios	 constitucionais,	 densificados	 nas	 regras	 que	 os	
explicitam.	Portanto,	não	há	que	se	falar	em	liberdade	do	Estado	para	resolver	quais	








327	 Celso	Antônio	Bandeira	de	MELLO,	Serviço Público e Poder de Polícia: concessão e delegação.	In	Revista Trimes-
tral de Direito Público,	vol.	20,	Malheiros,	São	Paulo,	1997,	p.	23.
328	 Ruy	CIRNE	LIMA,	Princípios de Direito Administrativo,	Revista	dos	Tribunais,	São	Paulo,	1982,	p.	82.	Já	Mar-
celo	Caetano	trabalha	com	um	conceito	mais	genérico	de	serviço	público,	a	saber,	uma organização permanente 
de atividades humanas ordenadas para o desempenho regular de atribuições de certa pessoa jurídica de direito 
público.	Destaca	o	autor,	em	seguida,	que	estas atividades destinam-se à prestação de utilidades concretas aos 
indivíduos singularmente considerados, com o fim de satisfazer necessidade coletiva individualmente sentida pelos 
administrados.	Ver	o	seu	Manual de Direito Administrativo,	Almedina,	Coimbra,	1991,	p.	1.067.
329	 Tratei	deste	tema	em	meu	livro	Rogério	Gesta	LEAL,	Perspectivas Hermenêuticas dos Direitos Humanos e Fun-
damentais no Brasil,	Livraria	do	Advogado,	Porto	Alegre,	2000.
Los usuarios y el Derecho Público  1
do	Estado,	ou	daqueles	que são capazes de imprimir à sua atuação a marca de sua 
vontade	330,	isto porque não se pode confundir Estado com Governo ou Governantes. 
Os interesses dos governantes, por vezes, podem não coincidir com os interesses do 
Estado enquanto espaço de interlocução pública à gestão das demandas societais	331,	
momento	em	que	os	desvios	de	rota	e	administrativos	precisam	ser	corrigidos,	não	
apenas	 pela	 via	 da	 representação	 política	 e	 seus	 instrumentos	 de	 ação	—como	o	
sufrágio—,	mas	por	outros	mecanismos	de	controle	interno	e	externo	do	adminis-















Não	 está	 se	dizendo	 com	 isto	que	o	Estado	deva	 se	 transformar	 em	um	novo	
Leviathã,	em	tudo	intervindo	e	a	tudo	regulando,	mas	deve	ao	menos	debater	com	







Ao	 lado	destas	 considerações	 conceituais	preliminares,	 a	 verdade	 é	que	o	país	
conta	com	uma	historiografia	normativa	(constitucional	e	infraconstitucional)	ver-
sando	 sobre	 a	 forma	de	 operacionalizar	 e	 efetivar	 os	 serviços	 públicos,	 tema	que	
passamos	a	enfrentar.
330	 Fernando	Herren	AGUILLAR,	Controle Social de Serviços Públicos,	Max	 Limonad,	 São	Paulo,	 1999,	 p.	 120.	
Também	Odete	Medauar	assim	raciocina,	ao	sustentar	que	saber quando e por que uma atividade é considerada 
serviço público remete ao plano da concepção política dominante, ao plano da concepção do Estado e seu papel. É o 






da.	Ver	nosso	artigo	Rogério	Gesta	LEAL,	Gestão Pública Compartida e Organizações Sociais.	In	Direitos Sociais 
e Políticas Públicas,	Tomo	I,	Edunisc,	Santa	Cruz	do	Sul,	2001,	pp.	35	e	ss.
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III.3. Marcos normativos dos serviços públicos  
no Brasil
O	tema	dos	serviços	público	no	país	se	aloja,	dentre	outros	cenários,	no	âmbito	
da	Ordem	Econômica,	haja	vista	sua	 inexorável	 intervenção	—direta	ou	 indireta-
mente—	no	 campo	de	 atividades	 produtivas	 do	mercado	de	 trabalho	 e,	 por	 isto,	
precisa	observar	o	que	dispõe,	por	exemplo,	o	art.170	da	Constituição	vigente,	i.é.,	
a ordem econômica, fundada na valorização do trabalho humano e na livre iniciativa, 
tem por fim assegurar a todos a existência digna, conforme os ditames da justiça social, 
observados os seguintes princípios: ... IV —livre concorrência.	
Significa	dizer	que	se	o	Estado	precisar	prestar	serviços	à	cidadania,	não	pode	
fazê-lo	 sem	 levar	em	conta	a	mantença	do	respeito	a	algumas	regras	mínimas	do	
mercado,	para	não	 inviabilizar	 iniciativas	da	 sociedade	 civil	 voltadas	 à	produção.	
Neste	passo	é	que	precisa	ser	compreendido	o	que	dispõe	o	art.173	da	Carta	Política,	
a	saber:	ressalvados os casos previstos nesta Constituição, a exploração direta de ativi-
dade econômica pelo Estado só será permitida quando necessária aos imperativos da 
segurança nacional ou a relevante interesse coletivo, conforme definidos em lei.	Na	mes-
ma	linha	de	concepção	vai	o	seu	parágrafo	primeiro,	ao	asseverar	que	a exploração 
















ciplinando	que	incumbe ao Poder Público, na forma da lei, diretamente ou sob o regime 


















Posterior à Cf/88 
e às leis 8987/95 e 
9074/95
Posterior à 
Cf/88 e à vig. 





































































































Ao	 lado	 desta	 perspectiva	 constitucional,	 norteadora	 de	 toda	 a	 ação	 pública	
envolvendo	 concessão	 ou	 permissão,	 já	 sob	 uma	 dimensão	 mais	 operacional	 e	
dogmática,	 os	 serviços	 públicos	 no	 Brasil	 são	 informados	 por	 alguns	 princípios	














a	Prestação	Direta,	 executadas	pelas	pessoas	 jurídicas	de	direito	público	 centrais,	





















334	 Ver	neste	sentido	o	conceito	aproximativo	trazido	por	Odete	MEDAUAR,	Controle da Administração Pública,	
Revista	dos	Tribunais,	São	Paulo,	1993.
335	 Ver	o	 trabalho	de	Hely	Lopes	MEIRELLES,	Licitação e Contrato Administrativo,	Revista	dos	Tribunais,	 São	
















Diante	 de	 todos	 estes	 requisitos,	 a	 permissão	 é	 deferida	 pessoalmente	 ao	 per-













ocupações	 com	 a	 normatização/regulamentação	 dos	 serviços	 prestados	 tanto	 pela	
Administração	Pública	 como	pelos	particulares,	 que	o	 fazem	em	nome	do	Estado,	
motivo	pelo	qual	avaliaremos,	agora,	o	tema	do	regime	jurídico	dos	serviços	públicos	
permitidos	e	concedidos,	hoje	unificados	por	legislação	federal.
III.4. O regime jurídico dos contratos administrativos 





pois,	o	 constituinte,	que	mesmo	prestado	pelo	 concessionário,	o	 serviço	público	 é	
incumbência	do	Estado,	podendo	realizar-se	mediante	uma	forma	de	cooperação	na	
qual	mantém	o	seu	poder	regulamentar	e	o	dever	de	fiscalizar	o	concessionário.
336	 Neste	sentido,	ver	o	trabalho	de	Maria	Sylvia	Zanella	DI	PIETRO, Direito Administrativo,	Atlas,	São	Paulo,	2002.
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Em	razão	desta	natureza,	a	concessão	ou	permissão	do	serviço	público	possui	
regime	 jurídico-administrativo,	 caracterizado	 pela	 submissão	 ao	 princípio	 da	 le-
galidade;	constituição	de	obrigações	por	ato	unilateral;	presunção	de	legitimidade,	
auto-executoriedade,	 unilateral	 declaração	 de	 nulidade	 e	 revogabilidade	 dos	 atos	
praticados;	continuidade	das	atividades	havidas	como	públicas,	dentre	outros	337.
Na	dicção	de	Lúcia	Valle	Figueiredo,	o	serviço	público	e,	por	sua	vez,	a	concessão	
ou	permissão	deste	 serviço,	não	pode	perder	de	vista	que	 tal	 atividade	 é	origina-
riamente	do	Estado, ou de quem esteja a agir, no exercício da função administrativa, 
se houver permissão constitucional e legal para isso, com o fim de implementação de 
deveres consagrados constitucionalmente, relacionados à utilidade pública, que deve ser 


























licitação,	 na	modalidade	 de	 concorrência,	 à	 pessoa	 jurídica	 ou	 consórcio	 de	
337	 Conforme	 disciplina	 Celso	 Antônio	 Bandeira	 de	MELLO,	Curso de Direito Administrativo,	Malheiros,	 São	
Paulo,	2001,	p.	480.
338	 Lúcia	Valle	FIGUEIREDO,	Curso de Direito Administrativo,	Malheiros,	São	Paulo,	1995,	pp.	58-59.
339	 Ver,	neste	sentido,	o	trabalho	de	León	DUGUIT,	Manuel de Droit Constitutionnel, París,	Fontemoing,	1980,	p.	
391.	O	STJ,	no	Brasil,	tem	reiteradamente	sustentado	que	a concessão é apenas a forma tradicional de gestão de 

























detendo	 a	 faculdade	de,	 a	 qualquer	 tempo,	no	 curso	da	 relação	 jurídica,	 retomar	














são	definidas	 pela	Administração	Pública,	 com	base	 em	 sua	 conveniência	 e	 oportunidade,	 é	 claro	 que	não	
desrespeitando	qualquer	disposição	jurídica	cogente.
342	 Ver	o	texto	de	Carmem	Lúcia	Antunes	ROCHA,	Estudo sobre concessão e permissão de serviço público no direito 
brasileiro,	Saraiva,	São	Paulo,	1996.
343	 A	própria	jurisprudência	nacional	tem	isto	muito	claro.	Veja-se	a	seguinte	decisão	do	STJ:	Não cabe dar pro-
vimento de mérito a ação de interdito proibitório, para assegurar ao autor suposto direito de posse sobre serviço de 
utilidade pública a ele confiado, a título precário, como se tal forma de delegação recebida do Poder Público pudesse 
atribuir ao prestador do serviço delegado direito ou prerrogativa inerente à condição de proprietário. As concessões 
de serviço público não tem o condão de garantir ao concessionário a posse do serviço, nem geram direito defensável 
ad interdicta. Recurso provido, sem discrepância.	(STJ	-	Ac.	Un.	da	1ª	T.,	pub.	em	19/06/95,	REsp.	35.891-4-	MG	
-	Rel.	Min.	DEMÓCRITO	REINALDO	-	DER/MG	x	Múcio	Ozair	Costa	Alves).
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concessionário;	por	isso,	aquelas	são	denominadas	leis do serviço,	e	estas,	cláusulas 






















III.5. O controle social dos serviços públicos como 
















344	 Ver	o	 texto	de	Celso	Antonio	Bandeira	de	MELLO,	Prestação de Serviços Públicos e Administração Indireta,	
Revista	dos	Tribunais,	São	Paulo,	1999.
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ministrativa,	 tais	 como	o	 plebiscito,	 o	 referendo	 e	 a	 iniciativa	 legislativa	 popular	


























345	 Disciplina	o	art.3º	que	as concessões e permissões sujeitar-se-ão à fiscalização pelo poder concedente responsável 
pela delegação, com a cooperação dos usuários.
346	 Assim	está	redigido	este	art.30:	No exercício da fiscalização, o poder concedente terá acesso aos dados relativos à 
administração, contabilidade, recursos técnicos, econômicos e financeiros da concessionária. Parágrafo único. A 
fiscalização do serviço será feita por intermédio de órgão técnico do poder concedente ou por entidade com ele con-
veniada, e, periodicamente, conforme previsto em norma regulamentar, por comissão composta de representantes 
do poder concedente, da concessionária e dos usuários.
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de	participação	qualitativa	 ao	 atendimento	das	demandas	que	buscam	os	 serviços	


























Molte amministrazioni erogatrici di servizi hanno imparato a considerare gli utenti 
dei servizi pubblici come soggetti in grado di fornire valutazioni, giudizi, suggerimenti, 
etc. sulla qualità dei servizi medesimi e vi sono ormai diversi esempi, soprattutto a livello 
locale, di amministrazioni che con modalità varie chiedono ai propri utenti di valutare il 
servizio offerto e di formulare proposte di miglioramento. Si tratta certamente di un profilo 
particolare di quell’orientamento al cliente che, come s’è visto, rappresenta un’evoluzione 
recente nell’ambito del paradigma bipolare; ma questo modo di impostare il rapporto fra 
le amministrazioni erogatrici di servizi ed i destinatari dei servizi stessi può anche essere 
letto, in un’altra prospettiva, come un avvicinamento al modello dell’amministrazione 
condivisa, in quanto vede nell‘utente un soggetto dotato di conoscenze, esperienze ed in 
348	 Fernando	Lemme	WEISS,	Lei das Concessões: o monopólio nos transportes rodoviários e outros aspectos.	In	Revis-
ta	Jurídica,	nº	235,	MAI/1997,	Síntese,	Porto	Alegre,	1997,	p.	22.
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generale competenze di vario genere che possono essere utilizzate per migliorare l‘efficienza 












A	 materialização	 desta	 perspectiva	 vem	 se	 corporificando	 —mesmo	 que	 a	
passos	lentos—	em	algumas	decisões	judiciais	no	Brasil	envolvendo	a	matéria	de	
responsabilidade	pela	 prestação	 ou	 ausência	 de	 serviços	 públicos,	 a	 seguir	 refe-
ridas,	 e	o	entendimento	do	STF	sobre	a	matéria	350,	haja	vista	que	o	país	adotou	


















de	Amministrazione Condivisa.	Neste	texto,	o	autor	destaque	que	Sviluppando ulteriormente questo tipo di impos-
tazione si ha un ulteriore passaggio, consistente nel considerare gli utenti molto di più che non semplici (per quanto 
importanti) valutatori del servizio, ma addirittura possibili co-protagonisti nella gestione del servizio stesso.	
350	 Ver	o	julgado	na	Apelação	Cível	nº	140.926,	in	RDA,	87/221,	em	que	encontramos	uma	razoável	abordagem	do	
tema	enfocado.
351	 Há	uma	boa	 referência	desta	matéria	no	 texto	de	Diogo	de	 Figueiredo	MOREIRA	NETO,	Curso de Direito 
Administrativo,	Forense,	Rio	de	Janeiro,	1998,	pp.	82	e	ss.
352	 No	julgado	Recurso	de	Revista	nº	175.975,	in	RDA,	12/214,	temos	a	assertiva	de	que	a responsabilidade civil do 
poder público, perante os particulares, por inundações ocorridas pelo mau funcionamento dos serviços públicos é inte-

























se	que:	com base na teoria do risco administrativo, o Estado é responsável pela morte de 












to	de	que,	 até	por	 tradição	política	 e	 administrativa	 conservadora	 e	 centralizada,	
o	 Estado	 Administrador	 brasileiro	—assim	 como	 a	 jurisdição	 nacional—	 só	 age	
quando	provocado	a	agir	(resquício	antigo	de	um	conceito	restritivo	de	legalidade	
extrema),	impondo-se	à	cidadania	enquanto	usuária	de	serviços	públicos	fazer	uso	













IV. Régimen mexicano de los usuarios de 
los servicios públicos y de interés general
La	 fuerza	motriz	que	 anima	 e	 impulsa	 al	 sistema	 social,	 está	 conformada	por	







El	 desarrollo	de	 ciertas	 ideas	 permite	 atribuirles	 determinadas	 cualidades	 que	
las	 convierten	en	categorías	 cuyas	peculiaridades	permiten	distinguirlas	de	otras,	




















360	 Jean	Jacques	ROUSSEAU,	El contrato social,	trad.	Consuelo	Berges,	7ª	ed.,	Buenos	Aires.	Aguilar,	1965,	p.	174.	
Hay	quienes	sugieren	que	el	bayonés	naturalizado	español,	Francisco	Conde	de	Cabarrús	(1752-1810),	fue	el	









Prueba	de	 lo	anterior,	es	 la	ubicuidad	de	 la	 locución	“servicio	público”	—o	de	
su	plural	“servicios	públicos”—	que	hoy	por	hoy	alcanza,	pues	aparece	en	los	textos	













del	Derecho	Administrativo,	expuesta	en	su	tratado	La responsabilité de la puissance 
publique	362,	en	clara	adhesión	a	las	ideas	de	referencia,	conforme	a	las	cuales	el	servicio	
público	emerge	como	un	subproducto	del	deslinde	de	competencias.
Las	 ideas	y	nociones	del	arrét Blanco	sobre	el	 servicio	público,	 tras	 ser	 redes-
cubierto	por	TEISSIER	en	1906,	 fueron	cada	vez	más	 citadas	y	 empleadas	 en	 las	
resoluciones	de	los	tribunales	franceses	ordinarios,	administrativos	y	de	conflictos;	
TEISSIER	mismo,	por	ejemplo,	las	utilizó	en	sus	conclusiones	para	el	arrét	FEUTRY.
Es	de	 justicia	hacer	notar	que	 la	noción	del	 servicio	público	no	 se	 redujo	a	una	
pauta	para	el	deslinde	de	competencias.	ni	tampoco	se	circunscribió	a	la	jurispruden-








361	 León	DUGUIT,	Traité de droit constitutionnel,	t.	II,	Editions	E.	De	Boccard,	París,	1927-1930,	p.	59.
362	 París,	Paul	Dupont,	Editeur,	1906.
363	 León	DUGUIT,	Las transformaciones del Derecho Público,	Adolfo	POSADA	y	Ramón	 JAÉN	 (trad.),	Madrid,	
Librería	Española	y	Extranjera,	1926,	p.	85.
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IV.3. Estancamiento de la idea del servicio público
Empero,	 la	doctrina	del	último	 tercio	del	 siglo	XX	relegó	a	un	segundo	plano	

























IV.4. La idea del servicio público en México
La	locución	servicio público	llegó	a	México	con	la	Constitución	gaditana	de	1812	














y	Carlos	 IV,	de	 los	 servicios	 eclesiásticos	desempeñados	por	 las	órdenes	 religiosas	
—suprimidas	en	pleno	despotismo	ilustrado	español—	en	los	campos	de	la	salud,	la	
educación	y	la	asistencia	social.

















Huelga	 señalar	 que	 los	 textos	 constitucionales	 no	 fueron	 los	 únicos	 ordena-











jurídica	de	 la	noción	del	 servicio	público,	de	 la	que,	por	cierto,	no	 fue	partidario	








IV. 5. Situación jurídica de los usuarios  









cripción	que	debe	realizar	él	mismo,	o	un	 tercero	—como	en	el	 caso	del	 servicio	
público	de	 seguridad	 social,	 en	que	 el	patrón	 lo	debe	 inscribir	o	 “dar	de	 alta”—,	
o	unilateralmente	el	prestador	del	servicio,	como	sucede	en	el	servicio	público	del	
alcantarillado,	cuando	el	usuario	potencial	no	lo	solicita.

















































respecto	 del	 servicio	 público,	 por	 ello	 puede	 exigir	—aun	 cuando	 sea	 infructuo-
samente—	a	 la	Administración	pública,	el	establecimiento	de	un	servicio	público	








































Consecuentemente,	 la	 característica	 de	 generalidad	 se	 encuentra	 fuertemente	
















VILLEGAS	BASAVILBASO:	 “Todos	 los	 habitantes	 tienen	 derecho	 al	 servicio	 con	
arreglo	a	la	ley	del	mismo	y	a	sus	reglamentos”	365.











En	 cuanto	 al	 servicio	 público	 uti singuli se	 refiere,	 la	 conversión	 del	 usuario	
potencial	en	real	sólo	necesita	de	 la	manifestación	de	voluntad	del	 interesado	y	 la	
satisfacción	de	los	requisitos	previstos	en	la	norma	jurídica	del	servicio,	sin	que	se	
requiera	de	ningún	acto	 jurídico	adicional	de	órgano	alguno	del	Estado.	Esa	ma-
nifestación	 de	 voluntad	 puede	 ser	 sumamente	 simple,	 e	 incluso	 automática,	 pues	
puede	consistir,	por	ejemplo,	en	introducir	una	moneda	en	una	alcancía	para	usar	el	
servicio	público	telefónico,	en	su	modalidad	de	teléfono	público.

















proclamados	 en	 la	 propia	 Declaración,	 sin	 distinción	 alguna	 (art.	 2º);	 todos	 son	




























Art. 26. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación 
a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garan-
tizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra con-
dición social 366.
La	 Convención	 Internacional	 sobre	 la	 Eliminación	 de	 todas	 las	 Formas	 de	
Discriminación	Racial,	del	21	de	diciembre	de	1965,	nos	da	la	siguiente	definición	de	
discriminación:
Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia (...) que tenga por objeto o por 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales	367.
366	 Tomado	de	Daniel	O’DONELL,	Protección Internacional de los Derechos Humanos,	Instituto	Interamericano	de	
Derechos	Humanos,	Lima,	1988,	p.	370.









La	 igualdad	 de	 los	 usuarios	 en	 el	 aprovechamiento	 indiscriminado	 del	 servicio	
público	es	reconocido	en	el	párrafo	2	del	artículo	3º	de	la	Declaración	de	las	Naciones	
Unidas	sobre	la	eliminación	de	todas	las	formas	de	discriminación	racial,	que	a	la	letra	
dice:	“Toda persona tendrá acceso en condiciones de igualdad a todo lugar o servicio desti-
nado al uso del público, sin distinción por motivos de raza, color u origen étnico’’	368.
Similares	reconocimientos	de	la	igualdad,	indispensable	en	la	prestación	de	los	
servicios	 públicos,	 se	 hacen	 en	 otros	 instrumentos	 del	 derecho	 internacional	 de	
los	Derechos	Humanos;	por	ejemplo,	 acerca	del	 servicio	público	en	general,	 la	ya	
mencionada	Convención	Internacional	sobre	la	eliminación	de	todas	las	formas	de	



















“Por lo mismo que la igualdad y la no discriminación se desprenden de la idea de 
unidad de dignidad y naturaleza de la persona, es preciso concluir que no todo trata-
miento jurídico diferente es propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de 
trato puede considerarse ofensiva, por sí misma a la dignidad humana (...) Existen, en 




No habrá, pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada le-
gítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón, o 
a la naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que exista discriminación 
en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa dis-
tinción parte de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresan de modo 
proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la 
norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la razón, vale decir, no pueden 
perseguir fines arbitrarios, caprichosos, despóticos o que en manera alguna repugnan a 





tos	 fundamentales	 del	mismo,	 como	 son,	 entre	 otros,	 su	 calendario,	 su	 horario,	


































Se	 debe	 tener	 presente	 que	 algunos	 servicios	 públicos	 tienen	un	 programa	de	
prestación	intermitente,	sin	que	jurídicamente	se	pueda	interpretar	como	interrum-
pido	 el	 servicio	 cuando,	 conforme	 a	 su	 programa,	 no	 se	 realiza	 la	 prestación	 del	








De	 esta	 suerte,	 un	 servicio	 público	 urbano	de	 transporte,	 por	 ejemplo,	 puede	
considerarse	 continuo,	 si	 se	 presta,	 de	 acuerdo	 a	 los	 términos	 oficialmente	 apro-




















indispensable	para	 el	 desarrollo	 idóneo	de	 la	 convivencia	humana,	 el	 acceso	 a	 su	
aprovechamiento	 se	 inserta	 en	 el	 ámbito	 de	 los	Derechos	Humanos	 que	 resultan	
vulnerados	cuando,	por	ejemplo,	se	interrumpen	los	servicios	de	seguridad	pública,	
de	transporte	público,	de	educación	primaria	o	de	seguridad	social,	por	ejemplo,	al	















tiene	 a	 su	 cargo	 la	prestación,	por	 la	 realización	de	 actos	de	 terceros,	 como	
pueden	ser	un	atentado,	o	una	grave	alteración	del	orden	público.	Para	tales	





























•	 Abandono	del	 servicio.	Otra	 causa	 de	 interrupción	de	 la	 prestación	del	
servicio	público	puede	 ser	el	abandono	del	mismo,	que	puede	derivarse	
de	la	muerte	o	de	la	desaparición	del	concesionario,	o	bien,	de	la	renuncia	
expresa	 o	 tácita	 del	 concesionario,	 sin	 la	 aceptación	 del	 concedente,	 lo	
cual	amerita	sanción.	En	tal	caso	el	Estado	debe	actuar	de	inmediato	para	
restablecer	el	servicio.
•	 Quiebra	 del	 prestador	 del	 servicio.	No	 debiera	 traducirse	 la	 quiebra	 de	







Algunos	 autores	 sostienen	—en	mi	 opinión,	 justificadamente—,	 el	 principio	
esencial	 de	 obligatoriedad	 del	 servicio	 público,	mismo	que	puede	 acreditarse	 por	
varias	razones.	La	primera,	por	ser	un	deber	ético	del	Estado	la	satisfacción	de	sus	











































“El desmedido crecimiento del aparato administrativo generó dificultades financie-
ras al tesoro público que se expresan en el número y la complejidad de las normas legales 
reguladoras de la vida económica.
Una maraña selvática de reglamentarismos no siempre concordantes promovió la 
ineficiencia del Estado en su gestión administrativa, y la dificultad para controlar los 
gastos inútiles. Todo ello, junto al exceso de burocracia y otras eficiencias del obrar esta-
tal, gravitaron negativamente en la vida de los ciudadanos, originando en casi todos los 
países una tendencia correctora”	374.












iniciativa privada en la concesión de obra y de servicios públicos,	Ediciones	Depalma,	Buenos	Aires,	1992,	p.	5.





























ta	 es	 la	 del	 derecho	 administrativo,	 que	 desde	 la	 visión	 de	 Prosper	WEIL	 es	 “un	










sojuzga	a	 la	 libertad,	o	bien,	porque	 la	 libertad	 individual	desviste	de	 su	poder	al	
Estado,	para	que	unos	cuantos	individuos	sojuzguen	a	sus	semejantes.
375	 Martín	ALONSO,	Enciclopedia del Idioma,	t.	III,	Aguilar,	Madrid,	1982,	p.	3.434.
376	 Diccionario universal de la lengua castellana, ciencias y artes,	bajo	el	plan	de	D.	Nicolás	María	SERRANO,	Astort	
Hermanos	Editores,	Madrid,	1881,	p.	1.081.
377	 Véase	Antonio	CABO	DE	LA	VEGA,	Lo público como supuesto constitucional,	México,	UNAM,	1997,	pp.	9	y	10.
378	 Prosper	WEIL,	El derecho administrativo,	Luis	RODRÍGUEZ	ZÚÑIGA	(trad.),	Taurus	Ediciones,	Madrid,	1966.	
pp.	29	y	30.
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cobra	 fuerza	una	 corriente	 jurídica	doctrinaria	que,	 en	 el	 contexto	de	 la	 llamada	










le	dieron	origen;	en	esta	 tesitura,	 el	profesor	Gaspar	ARIÑO	ORTIZ	ha	 señalado:	






española—,	 en	 su	 calidad	de	miembro	de	 la	Unión	Europea,	mas	no	 válida	para	







sistemas	y	órdenes	 jurídicos	vigentes	que	 registra	el	Derecho	comparado,	 lo	cual	





porta,	 junto	con	el	 riesgo	del	manejo	de	sustancias	 tóxicas	y	peligrosas;	por	ello,	











millones	de	 sus	habitantes	 sumidos	en	 la	pobreza—	asegurar	 la	prestación	de	 los	
servicios	públicos	de	la	mejor	manera	posible	y	velar	por	la	seguridad	y	el	interés	de	
sus	usuarios,	para	lo	cual	habrá	de	perfeccionarse	su	marco	jurídico
IV.9. El servicio de interés general


























En	 fin,	 la	 amplia	 gama	 de	medidas	 estatales	 adoptables	 en	 la	Unión	 Europea	
respecto	de	los	llamados	servicios	de	interés	general,	puede	dar	lugar	a	distorsiones	
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IV.10. El servicio universal
A la luz de la Directiva 2002/22/CE del Parlamento Europeo, de 7 de marzo de 2002, 
relativa al servicio universal y los derechos de los usuarios en relación con las redes y los 
servicios de comunicaciones electrónicas, se puede explicar el	 servicio universal	 como	 la	
obligación	 impuesta	 a	uno	o	más	operadores	de	 redes,	 y/o	de	 servicios	de	 teleco-
municaciones,	de	prestar,	a	un	precio	asequible,	un	conjunto	mínimo	de	servicios	








Básicas	 del	 Acuerdo	 General	 sobre	 el	 Comercio	 de	 Servicios	 de	 la	 Organización	
Mundial	de	Comercio,	que	en	el	numeral	3	de	los	“Compromisos	Adicionales	de	los	
Miembros”,	relativa	establece:
“Servicio Universal. Cualquier miembro tiene el derecho de definir la clase de obliga-
ción de servicio universal que desee mantener. Tales obligaciones no serán consideradas 
como anticompetitivas per	sé, con tal de que sean administradas de manera transparen-
te, no discriminatoria y de forma competitivamente neutral y no sean más gravosas que 






la	 concerniente	 al	 servicio	 público,	 por	 lo	 que	 las	 circunstancias	 propias	 de	 cada	
país	deberán	 ser	 las	que	determinen	el	 impulso	o	declinación	de	cada	uno	de	 los	
mencionados	servicios	en	sus	respectivas	jurisdicciones.
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V. La gestión de servicios públicos  
en Paraguay
V.1. La gestión de los servicios públicos
El	 tema	de	 las	privatizaciones	concita	al	debate	por	su	relación	directa	con	 los	




Administración.	 En	 la	 discusión	política,	 que	 a	 veces	 la	 pasión	 enardece,	 inciden	
de	modo	esencial,	 las	diversas	 escuelas	 económicas	desde	el	punto	de	vista	de	 las	
soluciones	y	las	experiencias	recientes.	Hay	quienes	enfocan	la	cuestión,	adheridos	




la cuestión sigue influenciada por el curso de los cambios políticos en el mundo. Todavía 
no hemos visto la última razón.
Se	trata	de	la	gestión	de	los	servicios	públicos,	de	los	que	no	podemos	prescindir	
en	 la	 vida	 actual.	 Tienen	 como	 objeto	 satisfacer,	 de	modo	 continuo,	 necesidades	
colectivas.	Los	suministros	de	energía	eléctrica,	de	agua	potable	y	 las	telecomuni-
caciones,	 son	 servicios	 públicos	 básicos,	 que	 en	 el	 Paraguay,	 los	 presta	 el	 Estado,	
por	gestión	directa,	por	medio	de	empresas	públicas.	En	otros	casos,	la	explotación,	




Al	referirse	a	la	teoría del servicio público,	VILLAGRA	MAFFIODO	380,	se	refiere	
































































la	actualidad.	“El progreso	—decía	en	1968—	se consigue sin necesidad de que el Estado 
declare pública la actividad correspondiente. El título de intervención del servicio público 
es innecesario; basta la imposición unilateral característica de la técnica de policía”. 
Toda	la	teoría	de	los	servicios	públicos,	su	desarrollo,	su	fin,	su	actividad,	pode-
mos	encontrar	en	una	obra	 formidable	de	FERNÁNDEZ	RUIZ	383.	Al	estudiar	 los	
aspectos	 relevantes	 de	 los	 servicios	 públicos,	 enseña	 el	 conocido	 profesor	 que	 “el	
Estado	debe	asegurar,	regular	y	controlar	su	prestación”.	Dice	que	“no	interesa	tanto	
quién	realice	tal	actividad,	pues	lo	verdaderamente	importante	es	que	la	necesidad	
de	 carácter	 general	 sea	 satisfecha,	 por	 lo	 cual	 no	 en	 todos	 los	 casos	 se	 reserva	 el	




en	la	forma	siguiente:	“Servicio público es toda actividad técnica destinada a satisfacer 
una necesidad de carácter general, cuyo cumplimiento uniforme y continuo deba ser 
permanentemente asegurado, reglado y controlado por los gobernantes, con sujeción 
a un mutable régimen jurídico exorbitante del Derecho Privado, ya por medio de la 
Administración pública, bien mediante particulares facultados para ello por autoridad 
competente, en beneficio indiscriminado de toda persona”.
V.2. Gestión directa y concesión de servicio público
Podemos	decir	que,	básicamente,	hay	tres	formas	de	gestión	de	un	servicio	públi-











públicos	 son	prestados	 tanto	por	el	Estado	como	 los	particulares.	En	este	 sentido	
encontramos	tres	modos	de	gestión	de	los	servicios	públicos.	Gestión	por	parte	de	
383	 Jorge	FERNÁNDEZ	RUIZ,	Derecho administrativo	 (Servicios	Públicos),	Editorial	Porrúa,	S.	A.,	Universidad	
Nacional	Autónoma	de	México,	México,	1995,	pp.	163	y	ss.







público,	 de	 las	 corporaciones	 o	 asociaciones	 y	 fundaciones	 de	participación	mix-
ta.	Asimismo,	el	autor	colombiano,	enuncia	los	principios	rectores	de	los	servicios	
públicos,	 que	 son,	 entre	 otros,	 la continuidad, la adaptabilidad, la neutralidad, la 
igualdad y la obligación de funcionamiento correcto de los servicios públicos.
Por	el	contrato	de	gestión	de	servicios	públicos,	 las	Administraciones	Públicas	
encomiendan	a	una	persona,	natural	o	 jurídica,	 la	gestión	de	un	servicio	público.	







público:	el	Estado	“explota por sí, o por medio de concesionarios,	los	bienes	de	su	do-
minio	privado”,	y	“organiza la explotación de los servicios públicos y percibe el canon de 
los derechos que se estatuyan”.	Textualmente,	el	Capítulo	VI	de	la	política	económica	
del	Estado,	Sección	II	de	la	organización	Financiera,	art.	178	de	la	Constitución,	de-
termina	que	“para	el	cumplimiento	de	sus	fines,	el	Estado	establece	impuestos,	tasas,	
contribuciones	y	demás	recursos;	explota por sí, o por medio de concesionarios,	 los	
bienes	de	su	dominio	privado,	sobre	los	cuales	determina	regalías,	‘royalties’,	com-
pensaciones	u	otros	derechos,	en	condiciones	justas	y	convenientes	para	los	intereses	
nacionales;	organiza la explotación de los servicios públicos y percibe el canon de los 
derechos que se estatuyan;	contrae	empréstitos	internos	o	internacionales	destinados	
a	 los	 programas	 nacionales	 de	 desarrollo;	 regula	 el	 sistema	 financiero	 del	 país,	 y	
organiza,	fija	y	compone	el	sistema	monetario”.
Bajo	la	denominación	genérica	de	bienes	públicos	se	comprenden	los	del	domi-
nio	público,	 los	afectados	a	determinados	 servicios	públicos,	 los	pertenecientes	al	
patrimonio	industrial	y	los	del	dominio	privado,	caracterizados	por	su	finalidad	y	el	
régimen	jurídico	a	que	se	hallan	sometidos.	El	Código	Civil,	en	los	artículos	1898	al	
1908,	regula	los	bienes	públicos,	como	género,	y	sus	especies,	los	“bienes del dominio 
público del Estado”	y	los	“bienes del dominio privado del Estado”,	agregando	una	cate-




de	Código	Civil,	 a	 los	 bienes	 públicos.	Un	miembro	de	 la	Comisión	Nacional	 de	
Codificación,	explicó	que	se	lo	incluyó	de	nuevo	en	el	Proyecto	de	Código	Civil,	hoy	
vigente,	en	razón	que	de	lo	contrario,	la	regulación	de	los	bienes	públicos	hubieran	
385	 Luis	DE	GÁSPERI,	Anteproyecto de Código Civil,	Primera	edición,	Editorial	“El	Grafico”,	Asunción,	1964.
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desaparecido	de	la	legislación	paraguaya.	Cuando	se	dicte	un	Código	Administrativo	
o	 una	 ley	 de	Administración	Pública,	 habrá	 que,	 necesariamente,	 incluir	 todo	 lo	
referente	a	bienes	públicos,	en	estos	cuerpos	legales.
Para	que	se	tenga	mayor	claridad,	transcribo	el	concepto	que	el	connotado	ca-
tedrático	BACELLAR	FILHO	386,	da	sobre	la	concesión:	“A concessao define-se como 
a delegacao a um particular, pessoa natural ou jurídica, da gestao ou execucao de um 
servico público, precedido ou nao da excecucao de obra pública, por sua conta e risco 
e remunerado pelos usuários. É uma forma indirecta, pois, de prestacao de un servico 
público. Dela se excluem, desde logo, certas atividades que só o Estado pode desempen-
har —atividades típicas, como as que se situam dentro dos limites de suas atribuicoes 
originarias—”. La	traducción	al	español	es	nuestra:	“La	concesión	se	define	como	la	
delegación	a	un	particular,	persona	natural	o	jurídica,	de	la	gestión	de	un	servicio	








de	madurez	 intelectual	 y	profundidad,	por	 lo	que	 siempre	 es	necesario	 anotar	 su	
criterio.	 “A	nuestro	 juicio,	—dice	SILVA	CIMMA	387—,	cualquiera	que	 sea	 la	 teo-
ría	que	 se	 acepte,	 es	 evidente	que	 el	nacimiento	del	 servicio	 concedido	 arrancará	
siempre,	y	salvo	disposición	expresa	de	ley,	de	la	voluntad	de	la	autoridad	que	resuel-
ve	desprenderse	de	 la	obligación	de	cumplir	directamente	un	cometido	que	a	ella	







COMADIRA	388,	 estudia	 la	 regulación	 de	 los	 servicios	 privatizados	 y	 los	 entes	
reguladores,	de	 su	país.	Analiza	 las	direcciones	del	cambio	en	 la	Argentina,	en	 los	
últimos	años,	a	través	de	políticas	que,	en	lo	sustancial,	“pueden	resumirse	en	la	pri-
vatización	de	empresas	públicas,	la	desregulación	y	la	descentralización”.	Su	análisis	
se	 sustenta	 en	 la	 filosofía	orteguiana,	 en	 la	 idea	de	Estado	y	de	Nación	del	pensa-
miento	lúcido	de	Ortega	y	Gasset.	Dice	COMADIRA	que	los	cambios	obedecen	a	la	
“aspiración	de	recuperar	el	protagonismo	perdido”	la	eficacia	del	ejercicio	del	poder	
386	 Romeu	Felipe	BACELLAR	FILHO,	A nova lei das concessoes,	Lei	n°	8.987	de	13	de	fevereiro	de	1995,	Revista de 
Direito Administrativo Aplicado,	Curitiba,	Brasil,	Ano	2,	junho	1995,	n°	5,	p.	339.








































da	por	la	ley,	no puede ser objeto de privatización,	en	tanto	esta	suponga	el	traspaso	
al	dominio	privado,	aunque	sí	podrá	cometerse	o	delegarse	su	prestación	mediante	









privadas.	Que	 se	 desarrollan	 en	 forma	 de	 empresa,	 pero	 que	 tiene	 obligaciones	












al	 fin	 social	 buscado	por	 el	 servicio.	Tal	 sería	 el	 aspecto	 económico,	que	para	 el	






V.3. Creación del servicio público
Con	ocasión	del	estudio	y	elaboración	del	Anteproyecto	de	Ley	de	Administración	
Pública	o	Código	Administrativo,	en	el	Instituto	de	Investigaciones	Jurídicas	de	la	































la	que	debe	hacer	 la	distinción,	pero	con	frecuencia	no	 lo	hace	y	entonces	 la	cali-
ficación	de	permisionario	o	concesionario	debe	inferirse	de	las	características	que	
son	propias	de	una	u	otra	configuración	jurídica:	obligación	de	prestar	el	servicio	
o	 explotar	 la	 industria	por	determinado	 tiempo,	percibir	 tasas,	 ejercer	 servidum-
bre	que	sólo	pueden	atribuirse	a	la	Administración,	son	exclusivas	de	la	concesión;	














los	 gobiernos	 departamentales	 y	 las	 municipalidades,	 para	 otorgar	 en	 concesión	




















piación	y	 servidumbres,	 la	 fiscalización	y	vigilancia,	 el	 abandono	de	 la	 concesión	
o	quiebra,	 la	 suspensión	y	 término	de	 la	concesión,	 la	conciliación	y	arbitraje,	 las	









































Novarum	 diseña	 al	 Estado	 con	 las	 funciones	 de	 suplencia	 y	 la	 consagración	 del	
Principio	de	Subsidiaridad.	Dice	que	el	Estado	tiene,	además,	el	derecho	a	interve-
nir,	 cuando	 situaciones	particulares	de	monopolio	 creen	 rémoras	u	obstáculos	 al	
desarrollo,	y	que	debe	ejercer	funciones de suplencias	“en	situaciones	excepcionales,	
cuando	 sectores	 sociales	 o	 sistemas	 de	 empresas,	 demasiado	 débiles	 o	 en	 vías	 de	
formación,	sean	 inadecuadas	para	su	cometido”.	Expresa	 también	que	tales	 inter-
















V.6. El requisito constitucional de la concesión
El	requisito	constitucional	para	la	concesión	de	servicio	público	es	la	autorización	
legislativa.	El	Art.	202	in.11	de	la	Constitución,	ordena:	“Son	deberes	y	atribuciones	
del	Congreso	 ...autorizar, por	tiempo determinado, concesiones para la explotación	de 
392	 Centesimus Annus. Carta Encíclica del Sumo Pontífice Juan Pablo II en el Centenario de la Rerum Novarum, 
Editorial	Claretiana,	Buenos	Aires,	1991.	pp.	95-97.
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las	 inversiones,	más la utilidad justa y razonable que constituye su retribución; pues 
no es admisible sostener que les asista el derecho a obtener ganancias sin límite objetivo 
alguno (doctrina	de	Fallos	234:311;	258:	322	consid.	6°;	y	262:	555,	consid.	10)”.	La	

























concesionario-usuario,	lleva	al	enriquecimiento ilícito del contratante estatal,	ya	que	
tiene	como	instrumento	productor	de	las	ganancias	excesivas,	un	Contrato	Público.
V.8. El control del servicio público. El control económico 
y financiero. El Ombudsman o Defensor del Pueblo












395	 Guillermo	A.	BORDA,	Tratado de Derecho Civil,	Buenos	Aires,	1976,	pp.	591,	594.









te	o	el	 telefónico.	Aun	cuando	sea	una	empresa	privada	 la	que	preste	el	 servicio,	
sigue	 siendo	 público,	 pues	 explota	 un	 servicio	 público,	 que	 aunque	 concedido	 a	
una	empresa	privada,	la	titularidad	pertenece	al	Estado.	Los	órganos	competentes,	
sea	el	concedente,	el	regulador,	o	el	encargado	del	control	de	 los	bienes	públicos,	
(Contraloría	General	 de	 la	 República),	 deben	 ejercer	 los	 controles	 económicos	 y	
financieros	y	publicitarlos.	







e	Irlanda	del	Norte,	Mediador	en	Francia,	Proveedor de Justicia	en	Portugal,	Defensor 
Cívico	 en	 Italia, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos	 en	












la	Administración.	El	 control	político	o	 legislativo,	por	 su	naturaleza,	no	alcanza	
a	satisfacer	 los	reclamos	del	pueblo,	en	 forma	 inmediata.	Los	Parlamentos	apenas	


















de los derechos y deberes fundamentales, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de 






V.8.3. Legitimación procesal. Nombramiento.  



























defectuoso,	 irregular,	 abusivo,	 arbitrario,	 discriminatorio,	 negligente,	 gravemente	










Es	 necesario	 anotar	 que	 el	 Defensor	 no	 puede	 intervenir	 en	 conflictos	 entre	








V.8.5. Rol fundamental del Defensor. El perfil.  
Forma de actuación. Cualidades. Actividad partidaria















como	la inconstitucionalidad, el hábeas corpus, el amparo y el hábeas data.	El	Defensor	




La	Contraloría	General	 de	 la	 República	 es	 el	 órgano	 de	 control	 de	 las	 actividades 
económicas y financieras del Estado,	de	los	departamentos	y	de	las	municipalidades.	
Debe	cumplir	una	función,	un	control,	muy	diferente	al	que	debe	ejercer	el	Defensor	















para	los	órganos	superiores	del	Estado.	El defensor se ocupa de problemas pequeños 
para el Estado, pero grandes para las personas afectadas.	Los	derechos humanos,	no	




estatales	o	de	 las	empresas	privadas.	Se	encuentra	descreído,	 falto	de	 fe,	no	tiene	
adonde	recurrir.	Si	el	servicio	público	es	por	gestión	directa	del	Estado,	su	recla-
mo	no	es	atendido	debidamente,	no	le	recibe	el	Gerente,	ni	siquiera	el	portero	del	
Ministro	del	 ramo.	 Si	 el	 servicio	 es	por	 concesión,	 es	probable	que	 conteste	una	
empleada,	con	porte	soberbio	—que,	mientras	habla,	ni	por	educación	levanta	 la	
vista	de	 la	pantalla	del	ordenador—,	diciéndole	al	quejoso	que,	está	 frente	a	una	























de	 la	Declaración	Universal	de	 los	Derechos	Humanos,	 en	el	 sentido	de	que	 toda	
persona	 tiene	derecho	a	un	nivel	de	 vida	 adecuado	que	 le	 asegure,	 así	 como	a	 su	
familia,	la	salud	y	el	bienestar,	y	en	especial	la	alimentación,	el	vestido,	la	vivienda,	
la	 asistencia	médica	 y	 los	 servicios	 sociales	 necesarios.	 Sin	 agua	 potable,	 energía	






ga	 su	 formación	académica	e	 intelectual.	Definen	cuál	 es	 el	 tema,	 el	meollo	de	 la	
defensa	de	 los	derechos	humanos	que,	sustancialmente,	debe	proteger	el	Defensor	
del	Pueblo.	Decía	que:	
“puede afirmarse por tanto que la razón de ser de esta institución es estar lo más cerca 
posible del ciudadano de a pie. Asumir sus quejas cotidianas por el mal funcionamiento de 
las Administraciones o servicios públicos, cuyos efectos sufre muy directamente y en solita-
rio, investigándolas y procurando que le sea reconocido o repuesto en su derecho. En suma, 
procurar hacer realidad la eficacia directa y cotidiana, de los Derechos Constitucionales de 
cada persona, reafirmando su condición de ciudadano de un Estado de Derecho, con todo 












es	obvio,	ha	de	venir	acompañada	de	una	escrupulosa neutralidad política del propio 
Defensor y sus Adjuntos y de quienes con él trabajan en el ejercicio de sus funciones”.	
Ésta	 es	 la	 recomendación	 de	 conocidos	 jurisconsultos	 y	 exponentes	 del	 Derecho	
Público,	y	de	los	Defensores	de	Europa	y	América. 
En	 Paraguay,	 algunos	meritorios	 conductores	 de	 programas	 de	 radiodifusión,	
han	brindado	una	asistencia	de	extraordinaria	utilidad	a	los	usuarios	y	beneficiarios	
de	los	servicios	públicos,	que	suple	en	alguna	medida	al	Defensor	del	pueblo,	al	que	
no	 se	ha	nombrado	hasta	 la	 fecha.	Es	 lamentable	oír;	 no	debería	ocurrir,	 que	 los	
jerarcas	o	los	responsables	de	la	dirección	de	las	empresas,	públicas	y	privadas,	solo	
se	“mueven”	de	 su	cómoda	 silla,	 cuando	un	conocido	cronista	o	comunicador,	 le	
reclama,	o	le	increpa	la	falta	de	atención	a	los	usuarios.	Existe	una	gran	indefensión	
ante	la	falta	de	atención	y	las	eventuales	arbitrariedades,	y	recurrir	a	los	Tribunales	





Humanos	de	México,	 avalan	 sus	palabras.	Dice	CARPIZO	que	 “el	Ombudsman	 es	
un	órgano	del	Estado,	no	del	gobierno.	Es	decir,	es	un	órgano	público	creado	por	
la	Constitución	o	por	la	ley	para	que	cumpla	funciones	públicas	y	cuyas	atribucio-
nes	 están	expresamente	 señaladas	por	 la	propia	 ley,	pero	no	es	ni	 forma	parte	de	
ningún	órgano	de	gobierno.	Su	naturaleza	 es	parecida	a	 la	de	aquellos	 tribunales	
administrativos	de	última	 instancia,	 o	 sea	que	 sus	 resoluciones	 ya	no	pueden	 ser	
recurridas”.	Seguidamente,	expresa	el	autor:	“una	regla	de	oro	para	el	Ombudsman	
es	que	no	debe	ni	puede	ser	amortiguador	de	disputas	políticas. El Ombudsman debe 
ser apolítico y apartidista	para	evitar	caer	en	controversias	de	carácter	político,	ya	que	
si	cayera	en	ellas,	poco	será	lo	que	podría	aportar	al	país	y	mucho	perdería,	porque	
el	Ombudsman	siempre	debe ser imparcial, y la sociedad debe estar segura de que sus 
recomendaciones son objetivas e imparciales.	La imparcialidad es una de las notas más 








398	 Jorge	CARPIZO,	Derechos humanos y Ombudsman,	Comisión	Nacional	de	Derechos	Humanos,	Instituto	de	
Investigaciones	Jurídicas,	México,	1993,	p.	54	y	55.






nientes,	quedan	exceptuados	de	aquel	control.	“El particular tendría así tutela contra 
el acto ilegal, pero no contra el acto inoportuno, contra el ejercicio deficiente o defectuoso 









VI. Régimen jurídico de los usuarios  







Comenzando	 por	 la	 situación	 de	 la	 persona	 frente	 a	 la	 Administración,	 es	
habitual	hablar	de	“administrado”	 para	designarla	 aún	cuando	“este	 término	de	










400	 Jorge	Mario	QUINZIO	FIGUEIREDO,	El Ombudsman. El Defensor del Pueblo.	Santiago	de	Chile,	1992,	pp.	21	
y	22.	
401	 Eduardo	GARCÍA	DE	ENTERRÍA	y	Tomás	Ramón	FERNÁNDEZ,	Curso de Derecho Administrativo	(Civitas,	
Madrid,	1993),	6ª	edición,	tomo	II,	p.	17.
402	 Daniel	Hugo	MARTINS,	“No	llamemos	más	administrados	a	las	personas	que	habitan	nuestro	territorio”,	en	




































complementarios	de	un	mismo	objeto,	 que	 cuando	 aluden	 al	 concepto	 funcional	
escriben	la	palabra	administración	con	“a”	minúscula,	mientras	que	cuando	refieren	
al	concepto	orgánico	lo	hacen	con	“A”	mayúscula	407.
403	 Eduardo	GARCÍA	DE	ENTERRÍA	y	Tomás	Ramón	FERNÁNDEZ,	Curso de Derecho Administrativo,	tomo	II,	
p.	19.
404	 Cristina	VÁZQUEZ,	“El	usuario	de	servicios”,	en	Anuario de Derecho Administrativo,	tomo	VI,	pp.	71	y	ss.
405	 Luciano	PAREJO	ALFONSO,	El concepto del Derecho Administrativo	(Edit.	Jurídica	Venezolana,	Caracas,	1984),	
pp.	71	y	ss.	y	135	y	ss.
406	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Derecho Administrativo Uruguayo,	UNAM-Porrúa,	México,	2005,	p.	7.





otros	 temas	 (como	 el	 acto	 administrativo	 y	 los	 contratos	 de	 la	 Administración),	
el	estudio	de	 las	múltiples	 tareas	que	el	ordenamiento	 jurídico	pone	a	cargo	de	 la	
Administración	para	servir	a	la	colectividad	a	la	que	ella	se	debe	(los	cometidos).
Dichas	 tareas	o	cometidos	dependen	en	su	extensión	de	 los	 fines	que	se	persi-
gan	y	del	momento	de	la	evolución	del	Estado	de	Derecho	que	se	considere.	Así,	no	




















ministerial	 por	materias	 imperante	 en	 algunos	Estados	 europeos	del	 siglo	XIX,	 y	
que	llevó	a	la	diferenciación	de	cinco	grandes	áreas	de	actividad	estatal	412:	relaciones 
exteriores, defensa, justicia, hacienda y fomento.
En	rigor,	estos	cometidos	se	corresponden	básicamente	con	los	llamados	prima-
rios	propios	del	Estado	liberal	de	Derecho.
408	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Derecho Administrativo Uruguayo, ob.	cit.,	pp.	10	y	11.
409	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	“Los	derechos	fundamentales	y	la	libertad	económica”,	en	VII Jornadas Internacionales 
de Derecho Administrativo,	FUNEDA,	Caracas,	2004,	pp.	59	y	ss.
410	 Enrique	SAYAGUES	LASO,	“Los	cometidos	estatales”,	en	Rev. de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales,	Año	
XVII,	Nº	2-3-4,	pp.	356	y	ss.
411	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Derecho Administrativo Especial,	A.M.F.,	Montevideo,	2006,	volumen	1,	p.	17	y	ss.,	y	
Derecho Administrativo Uruguayo,	ob.	cit.,	pp.	319	y	ss.
412	 Daniel	Hugo	MARTINS,	Objeto, contenido y método del Derecho Administrativo en la concepción integral del 
mundo del Derecho,	F.C.U.,	Montevideo,	2000,	pp.	358	y	ss.
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La	 insuficiencia	 del	 criterio	 orgánico	 inclinó	 a	muchos	 administrativistas	 eu-











Teniendo	en	cuenta	el	criterio de los modos de intervención estatal,	de	la	mano	
de	la	doctrina	europea	de	la	primera	mitad	del	siglo	XX,	comenzó	a	distinguirse	
entre	 los	 cometidos	de	policía	 y	de	prestación	 según	 la	 actuación	administrativa	






















413	 Guido	ZANOBINI,	Curso de Derecho Administrativo,	Arayú,	Buenos	Aires,	1954,	volumen	1,	p.	26.
414	 Georges	VEDEL,	Derecho Administrativo,	Aguilar,	Madrid,	1980,	pp.	661	y	ss.;	y	Juan	Miguel	DE	LA	CUETARA,	
La actividad de la Administración,	Tecnos,	Madrid,	1983,	pp.	90	y	91.
415	 Jean	RIVERO,	Droit Administratif,	9ª	edición,	Dalloz,	París,	1980,	pp.	421	y	ss.;	y	Fernando	GARRIDO	FALLA,	
Tratado de Derecho Administrativo,	9ª	edición,	tomo	II,	Tecnos,	Madrid,	1989,	pp.	105	y	ss.
416	 José	BERMEJO	VERA,	Derecho Administrativo, 5ª	edición, Parte especial,	Civitas,	Madrid,	2001,	pp.	58	y	ss.
417	 Jean	RIVERO,	Droit Administratif,	ob.	cit.,	p.	424.






A	 las	 indicadas	 tres	categorías	de	cometidos,	 la	doctrina	española	ha	agregado	
otros,	 referidos	 a	 la	 gestión económica	420,	 que	 agrupa	 las	 acciones	 administrativas	
de	producción	directa	de	bienes	y	 servicios	desarrolladas	en	concurrencia	con	 los	
particulares,	a	la	mediación	421	entre	derechos	y	pretensiones	de	particulares,	y	a	la	
planificación	 o	planeamiento	 y	 la	preservación 422	 de	bienes	de	 especial	 valor,	 tales	
como	el	medio	ambiente	y	el	patrimonio	artístico,	histórico	y	cultural	de	la	Nación.
Paralelamente,	las	sucesivas	crisis	de	la	noción	de	servicio	público	a	las	que	se	hará	
referencia	 más	 adelante,	 desembocaron	 en	 nuevas	 calificaciones	 —servicio	 univer-
sal	o	de	 interés	general—	abarcativas	de	distintas	prestaciones	a	 los	habitantes	que	 la	
Administración	se	encarga	de	regular	y	garantizar	con	independencia	de	quién	las	brinde.
VI.2.2. Clasificaciones nacionales


















419	 Luis	 JORDANA	DE	POZAS,	 “Ensayo	de	una	 teoría	del	 fomento	 en	 el	Derecho	Administrativo”,	 en Rev. de 
Estudios Políticos,	Madrid,	1949,	nº	48,	pp.	484	y	ss.
420	 Gaspar	ARIÑO	ORTIZ,	Principios de Derecho Público Económico,	Comares,	Granada,	1999,	p.	244.
421	 Ramón	PARADA	VÁZQUEZ,	Derecho Administrativo,	7ª	edición	Marcial	Pons,	Madrid,	1995.
422	 Luciano	PAREJO	ALFONSO	y	otros,	Manual de Derecho Administrativo,	volumen	1,	4ª	edición,	Ariel,	Barcelo-
na,	1996,	p.	382.
423	 Enrique	SAYAGUES	LASO,	Tratado de Derecho Administrativo	(Montevideo,	1963),	tomo	I,	pp.	52	y	ss.;	Julio	
A.	PRAT,	Derecho Administrativo,	tomo	I,	Acali,	Montevideo,	1977,	p.	93	y	tomo	VI,	vol.	1;	Felipe	ROTONDO	
TORNARIA,	Manual de Derecho Administrativo,	tomo	I,	Edit.	Universidad,	Montevideo,	1985,	pp.	22	y	ss.;	y	
Juan	Pablo	CAJARVILLE	PELUFFO,	“Apuntes	sobre	funciones	y	cometidos	del	Estado”,	en	Rev. Uruguaya de 
Derecho Constitucional y Político,	tomo	III,	nº	18,	p.	345	y	ss.
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La	actuación estatal en el campo de la actividad privada,	especialmente	en	materia	
económica,	nos	ubica	ante	las	tareas	concretas	que,	en	el	ejercicio	de	la	función	ad-
ministrativa,	 la	Administración	asume	directamente,	mediante	autorización	legal,	










en	consideración	el	criterio de la prestación	de	los	cometidos	estatales,	distinguiendo	
entre	la	titularidad	del	cometido	y	su	efectivo	desempeño	424.
Así,	desde	 la	aprobación	del	Decreto	Nº	255/995,	de	11	de	 julio	de	1995,	 se	ha	
comenzado	a	distinguir	entre	cometidos	sustantivos	y	cometidos	no	sustantivos	o	
de	 apoyo.	Dicha	diferenciación	 fue	 recogida	por	 la	 ley	de	Presupuesto	Nacional	
Nº	16.736,	de	5	de	enero	de	1996,	al	tenor	de	cuyo	art.	708	“sólo podrán ser Unidades 
Ejecutoras aquellas que tengan a su cargo cometidos sustantivos”	425.
En	orden	a	la	determinación	del	alcance	de	la	noción	de	cometidos sustantivos,	el	
art.	17	del	Decreto	reglamentario	Nº	186/996,	de	16	de	mayo	de	1996,	establece	que	
“son cometidos sustantivos las actividades referidas a la formulación de políticas, las de 
regulación y las de control, asignadas al Estado por la Constitución o la ley”.	Agrega	
que	“la prestación efectiva de los servicios será realizada directamente por el Estado 
sólo cuando ello esté impuesto por la Constitución o la ley, cuando su ejecución por los 
particulares no garantice la equidad en el acceso de la población a los mismos o cuando 




a)	 Los	 servicios	 de	 talleres,	 imprentas,	 limpieza,	 mantenimiento,	 vigilancia,	
transporte	de	personas	y	cosas,	arquitectura,	certificaciones	médicas,	exten-
sión	técnica	y	científica,	 investigación	asociada	a	 la	extensión,	 laboratorios,	
cantinas	y	similares.
424	 Mariano	R.	BRITO,	“Las	nuevas	formas	de	gestión	de	los	cometidos	estatales”,	en	Anuario de Derecho Admi-
nistrativo,	tomo	VI,	Montevideo,	1998,	pp.	9	y	ss;	y	VVAA.,	Introducción al estudio actualizado de los cometidos 
estatales,	F.C.U.,	Montevideo,	2000.
425	 Cristina	VÁZQUEZ,	“Marco	normativo	de	la	reforma	del	Estado	en	la	ley	Nº	16.736	y	disposiciones	reglamen-





el	art.	13	de	dicha	ley	Nº	16.736,	“ facúltase al Poder Ejecutivo y a los órganos jerarcas 
de los demás Incisos comprendidos en el Presupuesto Nacional a contratar con terceros 
la prestación de actividades no sustanciales o de apoyo, en la forma que establezca la 
reglamentación”.	 Avanzando	 aún	más,	 la	 aludida	 reglamentación	 establece	 en	 su	
art.	22	que	“será contratada con terceros la prestación de los cometidos no sustantivos... 




cios	públicos	y	servicios	de	libre	prestación	atendiendo	al	criterio de la accesibilidad 
de los particulares a su desenvolvimiento	427.	

























426	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Normas y principios de la contratación administrativa,	F.C.U.,	Montevideo,	2002,	p.	22.
427	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Manual de Contratación Administrativa,	tomo	II,	PRONADE-IEEM,	Montevideo,	1994,	
pp.	64	y	ss.;	y	Contratación Administrativa,	reedición	2004,	U.M.,	Montevideo,	1999,	pp.	373	y	ss.
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b)	 La	 colaboración	mediante	 la	 integración	 de	 esfuerzos	 con	 los	 particulares	
cuando	la	actividad	social	se	cumple	insuficientemente	o	deficientemente	(en	
las	áreas	de	salud,	vivienda,	etc.).

















428	 José	Aníbal	CAGNONI,	“Estado	y	sociedad:	el	principio	de	subsidiaridad”,	en	Rev. del Centro Latinoamericano 
de Economía Humana,	Montevideo,	1984,	Nº	29,	p.	33	y	ss.
  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral
VI.3.1. Del servicio público al servicio universal
De	las	clasificaciones	sucintamente	descritas	se	desprende	que	la	noción	de	ser-
vicio público	—quizás	una	de	 las	más	arduas	que	se	pueda	enfrentar	en	el	ámbito	












conduciendo	a	 su	posterior	 acotamiento	para	designar	 el	 conjunto	de	 actividades	
desarrolladas	por	entidades	estatales	o	por	su	mandato	expreso,	para	satisfacer	ne-
cesidades	colectivas	impostergables	mediante	prestaciones	suministradas	directa	e	






Aunque	 no	 es	 éste	 el	 lugar	 para	 profundizar	 en	 la	 distinción	 entre	monopolio	 y	
exclusividad	431,	 lo	cierto	es	que	ambos	conceptos	traducen	 la	supresión	de	 la	 libre	










429	 Rubén	Miguel	CITARA,	El servicio público,	Parte	I,	E.C.A.,	Buenos	Aires,	1995,	p.	21.
430	 Jorge	Luis	SALOMONI,	Teoría general de los servicios públicos,	Ad-Hoc,	Buenos	Aires,	1999,	p.	17.
431	 Carlos	 E.	DELPIAZZO,	Manual de Contratación Administrativa,	 tomo	 II,	Montevideo,	 1993,	 pp.	 93	 y	 ss.;	 y	
Contratación Administrativa,	U.M.,	Montevideo,	1999,	reedición	2004,	p.	412	y	ss.
432	 Julio	Rodolfo	COMADIRA,	“El	servicio	público	como	título	jurídico	exorbitante”,	en	Rev. El Derecho,	Buenos	
Aires,	2003,	Nº	10.912,	p.	1	y	ss.;	y	Héctor	A.	MAIRAL,	“La	ideología	del	servicio	público”,	en	Rev. de Derecho 
Administrativo,	Buenos	Aires,	1993,	Año	5,	Nº	14,	p.	359	y	ss.
433	 Gaspar	ARIÑO	ORTIZ	y	otros,	El nuevo servicio público,	Marcial	Pons,	Madrid,	1997,	p.	25	y	ss.
434	 Ives	 POULLET	 y	 otros,	 “Servicio	 universal	 público	 en	 la	 política	 europea	 de	 telecomunicaciones”,	 en	Rev. 





de	mercado	y	 las	prestaciones	de	 servicio	universal	 se	 funde	en	que	estas	últimas	
son	modalidades	a	las	que	el	mercado,	por	sí	solo,	no	daría	respuesta	y	la	autoridad	



































435	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Derecho Administrativo Especial,	ob.	cit.,	volumen	1,	p.	429	y	ss.;	y	Derecho de las Tele-
comunicaciones,	U.M.,	Montevideo,	2005,	pp.	19	y	ss.









exactamente	qué	es	 el	 servicio	universal	 en	 términos	 regulatorios	y	cómo	esa	de-
finición	 general	 se	 compatibiliza	 con	 una	 implementación	 práctica	 específica”	437,	
especialmente	cuando	el	servicio	es	extremadamente	heterogéneo,	como	ocurre	en	
materia	de	telecomunicaciones.





















437	 Andrés	M.	CERISOLA,	Las telecomunicaciones en un mundo en competencia,	Eudeba,	Buenos	Aires,	2000,	
pp.	121	y	ss.
438	 L.	MARTIN	REBOLLO,	“Sociedad,	economía	y	Estado	(A	propósito	del	viejo	regeneracionismo	y	el	nuevo	ser-
vicio	público)”,	en	Estudios de Derecho Público Económico. Libro de homenaje al Prof. Sebastián Martín Retortillo,	
Civitas,	Madrid,	2003,	p.	640;	G.	MARCOU,	“De	l’	idée	de	service	public	au	service	d’	interet	general”,	en	L’ 
idée de service public dans le Droit des Etats de l’ Union Européenne,	Harmattan,	París,	2001,	pp.	375	y	ss.;	y	Diego	
ZEGARRA	VALDIVIA,	El servicio público. Fundamentos,	Palestra,	Lima,	2005,	pp.	229	y	ss.
439	 Mariano	R.	BRITO	y	Carlos	E.	DELPIAZZO,	Derecho Administrativo de la Regulación Económica,	U.M.,	Mon-
tevideo,	1998,	p.	92.
440	 Enrique	SAYAGUES	LASO,	Tratado de Derecho Administrativo,	ob.	cit.,	tomo	I,	p.	74	y	ss.
441	 León	CORTIÑAS	PELÁEZ,	“Teoría	general	de	los	cometidos	del	poder	público”,	en	Rev. Uruguaya de Derecho 
Constitucional y Político,	tomo	II,	Nº	13-14,	p.	12	y	ss,	y	Nº	15,	p.	150	y	ss.
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442	 Hernán	CELORRIO,	“Monopolios	y	exclusividades”,	en	La contratación administrativa en Uruguay y Argentina 
frente al Mercosur,	I.E.E.M.,	Montevideo,	1993,	pp.	116	y	ss.
443	 León	CORTIÑAS	PELAEZ,	 “Estado	democrático	 y	Administración	prestacional”,	 en	Rev. de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales,	Año	XXII,	Nº	1-4,	pp.	87	y	ss.
444	 Julio	Rodolfo	COMADIRA,	Derecho Administrativo,	Abeledo	Perrot,	Buenos	Aires,	1996,	p.	220	y	ss.





Desde el punto de vista estático	o	de	la	teoría	de	la	organización,	algunos	países	
han	optado	por	la	configuración	de	“entes”	reguladores	y	de	control	personificados	
—como	es	el	caso	brasileño	447	o	argentino	448—	mientras	que	otros	han	establecido	
simplemente	 “órganos”	 reguladores	 y	 de	 control	 dentro	 de	 entidades	 estatales	 ya	
existentes,	como	acontece	en	el	caso	uruguayo	449.































446	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Desafíos actuales del control,	F.C.U.,	Montevideo,	2001,	pp.	16	y	19	y	ss.
447	 Paulo	Roberto	FERREIRA	MOTTA,	Agencias Reguladoras,	Manole,	Curitiba,	2003,	pp.	95	y	ss.
448	 Nidia	Karina	CICERO,	Servicios públicos. Control y protección,	E.C.A.,	Buenos	Aires,	1996,	pp.	67	y	ss.
449	 Carlos	E.	DELPIAZZO,	Desafíos actuales del control,	ob.	cit.,	p.	30	y	ss.




administrativos	 en	 sede	de	 los	órganos	 reguladores	nos	ubica	 ante	 actos	 y	 trámites	
típicamente	administrativos	regidos	por	las	normas	respectivas	y	susceptibles	de	im-
pugnación	conforme	al	régimen	general.
De	modo	 particular,	 interesa	 señalar	 la	 revitalización	 de	 la	 audiencia	 pública	
como	procedimiento	idóneo	para	el	control	de	determinados	aspectos	de	los	servi-
cios	privatizados.




VII. La participación de los usuarios  
en los servicios públicos desde  
el Derecho Administrativo venezolano
VII.1. Introducción
El	 régimen	 jurídico	 de	 los	 consumidores	 y	 usuarios	 queda	 comprendido,	 en	
















la	 atención	 sobre	 este	 particular.	 Gastón	 JEZE	 explicaba,	 así,	 que	 para	 asegurar	


























sólo	desde	el	prisma	de	 la	defensa	personal	de	 sus	derechos	e	 intereses;	antes	por	el	










la	actividad administrativa de servicio público. Tal	concepción	del	 servicio	público	
relegaba	a	los	usuarios	a	la	mera	situación	de	beneficiarios	de	los	servicios	públicos	
452	 Véanse	Renato	ALESSI,	Derecho Administrativo,	Tomo	I,	Bosch,	Barcelona,	1970,	pp.	56	y	ss.;	Gastón	JEZÈ,	Principios 
Generales del Derecho Administrativo,	Tomo	II,	Depalma,	Buenos	Aires,	1949,	pp.	87	y	ss.,	así	como	MARIENHOFF,	
Miguel,	Tratado de Derecho Administrativo. Tomo II,	Abeledo-Perrot,	Buenos	Aires,	1993,	pp.	34	y	ss.	
453	 Véanse	Eduardo	GARCÍA	DE	ENTERRÍA,	y	Tomás-Ramón	FERNÁNDEZ,	Curso de Derecho Administrativo, 
Tomo II, Civitas,	Madrid,	2001,	pp.	85	y	ss.;	Agustín	GORDILLO,	La administración paralela, Civitas,	Madrid,	
1995,	pp.	21	y	ss.	y	Santofimio	Gamboa,	Jaime,	Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I,	Universidad	Exter-
nado,	Bogotá,	2003,	pp.	156	y	ss.	
454	 Véanse	Allan	BREWER-CARÍAS,	“El	Derecho	Administrativo	y	la	participación	de	los	administrados	en	las	
tareas	administrativas”,	en	Revista de Derecho Público número 22, Caracas,	1985,	pp.	5	y	ss.,	y	Hildegard	RON-
DÓN	DE	SANSÓ,	Cuatro temas álgidos de la Constitución venezolana de 1999, Ex	Libris,	Caracas,	2004.	Nos	
remitimos	a	lo	que	hemos	expuesto	en	José	Ignacio	HERNÁNDEZ	G.,	“La	participación	de	los	administrados	











a	 participar	 en	 la	 ejecución	misma	 del	 servicio	 de	 diferentes	 formas:	 directamente	
(cuando	 los	 usuarios	 asumen	 la	 gestión	 de	 los	 servicios);	 en	 el	 control	 del	 servicio	
público	y	en	la	participación	en	la	regulación	del	servicio	público.	Ello	responde	a	lo	























455	 Por	todos,	véase	Daniela	UROSA	MAGGI,	Tutela judicial frente a la inactividad administrativa en el Derecho 
español y venezolano, Tesis	Doctoral,	Universidad	Complutense	de	Madrid,	2002,	pp.	56	y	ss.	
456	 Cfr.	Lorenzo	MARTÍN-RETORTILLO	BAQUER,	“El	derecho	de	acceso	a	los	servicios	de	interés	económico	gene-
ral	(El	artículo	36	de	la	Carta	de	los	Derechos	Fundamentales	de	la	Unión	Europea”,	en	Estudios de Derecho Público 
Económico. Libro Homenaje al Prof. Dr. D. Sebastián Martín-Retortillo Baquer, Civitas,	Madrid,	2003,	pp.	677	y	ss.	
457	 Aproximación al Derecho administrativo constitucional, Editorial	Jurídica	Venezolana,	Caracas,	2007,	p.	154
458	 Estado y servicios públicos. La perspectiva europea, Palestra,	Lima,	2006,	p.	16.	
459	 Derecho administrativo. Parte general, Ediciones	Paredes,	Caracas,	2007,	p.	423	y	ss.	
460	 Es	de	advertir	la	notable	influencia	de	la	Constitución	de	España	de	1978	en	la	redacción	de	los	artículos	21.2	y	141	
de	la	Constitución	de	Venezuela	de	1999,	precitados.	Puede	verse	sobre	estas	normas,	en	España,	a	ob.	cit.	Jaime	














en	 torno	 a	 la	 situación	 subjetiva	 de	 los	 usuarios,	 no	 sólo	 en	 cuanto	 a	 la	 garantía	
de	 atención	 de	 los	 derechos	 prestacionales	 sino	 también,	 garantizando	 la	 activa	
participación	de	esos	usuarios	en	la	regulación,	control	y	gestión	de	las	actividades	
consideradas	servicios	públicos.
VII.2. Una difícil aproximación al objeto de nuestro 
estudio: Usuarios y servicio público




modesta:	 la	definición	de	 servicio	público	y	 consumidores	 se	 realizará,	 exclusiva-
mente, de	cara	a	precisar	el	objeto	de	nuestro	estudio,	cual	es	la	participación	de	los	
usuarios	en	los	servicios	públicos,	desde	la	perspectiva	del	Derecho	venezolano.
VII.2.1. El concepto de servicio público en Venezuela:  
El abandono de cualquier categoría formal y la preeminencia  





conceptuales;	otras,	de	 fondo,	por	 la	 llamada	 crisis	del	Estado	 social,	 que	 es	otro	
tópico	de	uso	común.	Al	punto	que,	como	advierte	CHEVALLIER,	plantear	la	crisis	
461	 Instituciones de Derecho Administrativo, ob. cit.,	p.	88.
462	 En	general,	 sobre	el	 impacto	de	esta	cláusula	en	el	Derecho	venezolano,	nos	remitimos	a	 lo	 tratado	en	 José	
Ignacio	HERNÁNDEZ	G.,	“Estado	social	y	ordenación	constitucional	del	sistema	económico	venezolano”,	en	


























como	 consecuencia	 directa	 de	 los	 mandatos	 positivos	 derivados	 de	 la	 cláusu-
la	 del	 Estado	 social	 de	Derecho,	 contemplada	 en	 el	 artículo	 2	 de	 la	Constitución	




463	 Cfr.	Jacques	CHEVALLIER,	“Regards	sur	una	évolution”,	en	Le Service Public. Unité et diversité, número	espe-
cial	de	L´  Actualite Juridique Droit Administratif (AJDA),	de	20	de	junio	de	1997,	París,	pp.	8-15.










Revista de Administración Pública número 150, Madrid,	1999,	pp.	59	y	ss.	
466	 La	cláusula	del	Estado	social	de	Derecho	ha	sido	interpretada,	en	Venezuela,	a	la	luz	de	la	doctrina	de	la	procura	
existencia	de	FORSTHOFF.	El	planteamiento	de	Forsthoff	sobre	la	Administración aportadora de prestaciones 
y	la	procura existencial está	contenido	en	Tratado de Derecho Administrativo, Estudios	de	Administración,	Ins-
tituto	de	Estudios	Políticos,	Madrid,	1958,	pp.	35	y	63	y	Sociedad industrial y Administración Pública, Estudios	
Administrativos,	Madrid,	1967,	pp.	76	y	77.	Véase	también,	sobre	este	tema,	a	Lorenzo	MARTÍN-RETORTILLO	
BAQUER,	en	“La	configuración	 jurídica	de	 la	Administración	Pública	y	el	Concepto	de	 ‘Daseinsvorsorge’”,	
















actividad	de	prestación	o	actividad	de	 limitación	470.	Así,	 frente	al	 servicio	público,	














467	 Nos	referimos	al	concepto	de	servicio	universal,	recogido	en	Venezuela	en	 la	ordenación	sectorial	de	 las	te-
lecomunicaciones.	Nos	remitimos	a	lo	que	exponemos	en	José	Ignacio	HERNÁNDEZ	G.,	El régimen legal del 
servicio universal de telecomunicaciones en Venezuela, FUNEDA,	Caracas,	2005,	pp.	17	y	ss.	
468	 Nuestra	posición	ha	sido	desarrollada	en	José	Ignacio	HERNÁNDEZ	G.,	““Un	ensayo	sobre	el	concepto	de	servi-
cio	público	en	el	Derecho	Venezolano”,	publicado	en	la	Revista de Derecho Público Nº	82, Caracas,	2002,	pp.	47	y	ss.	
La	tesis	contraria	puede	verse	en	LINARES	BENZO,	Gustavo,	“Los	servicios	públicos	como	limitación	a	la	libertad	




en	Revista de Derecho Público número 6, Caracas,	1981,	pp.	65-71).	
469	 Con	lo	cual	el	concepto	de	servicio	público	no	es	incompatible	con	la	libertad	económica.	En	Venezuela,	puede	
verse	a	Víctor	HERNÁNDEZ-MENDIBLE,	“Los	Servicios	Públicos	Competitivos	y	la	Libertad	de	Empresa”,	
en	Estudios en Homenaje a Don Jorge Fernández Ruiz. Responsabilidad, Contratos y Servicios Públicos. Tomo II,	
Universidad	Nacional	Autónoma	de	México,	2005,	pp.	313	y	ss.
470	 Banca y Cajas de Ahorro. Aspectos jurídico-administrativos, Tecnos,	Madrid,	1975,	pp.	300	y	ss.	
471	 En	similar	sentido,	véase	Jaime	RODRÍGUEZ-ARANA	MUÑOZ,	Aproximación al Derecho administrativo cons-
titucional, ob.	cit., 162	y	ss.	Forzosa	es	la	remisión	al	clásico	trabajo	de	Luis	MARTÍN	REBOLLO,	“De	nuevo	
sobre	el	servicio	público:	Planteamientos	 ideológicos	y	funcionalidad	técnica”,	en	Revista de Administración 
Pública número 100-102, Tomo II,	Madrid,	1983,	pp.	2.529-2.531	y	2.538-2.542.	
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VII.2.2. El concepto de usuario y status  













en	 su	condición	de	débil	 jurídico;	 también,	protección	para	garantizar	 la	 afectiva	









posición pasiva	del	usuario.	Pero	cabe	también	la	tutela	de	la	posición activa, esto	es,	
la	participación	del	usuario	en	la	gestión,	control	y	regulación	del	servicio	público,	
que	será	el	punto	tratado	en	este	estudio.	
Cabe	 advertir	 por	 último	 que	 la	 protección	 de	 la	 situación	 jurídico-subjetiva	
del	 usuario	 es	 ajena	 a	 la	 problemática	 conceptual	 del	 servicio	 público.	 Desde	 la	
Constitución	es	posible	afirmar	que	la	Administración	está	emplazada	a	asegurar	no	
sólo	el	acceso	de	los	usuarios	a	prestaciones	esenciales	y	básicas,	sino	que,	además,	









domiciliarios”,	en	Ley de Protección al Consumidor y al Usuario, Caracas,	2005,	pp.	96	y	s.	La	Ley	de	Protección	
al	Consumidor	y	al	Usuario	sigue,	de	cerca,	a	 la	 legislación	argentina.	Sobre	ello,	véase	a	Juan	M.	FARINA,	




ende,	 concurrencia	de	operadores,	 incluso,	 en	 la	prestación	de	 servicios	públicos,	
dado	que	la	exclusiva	en	su	gestión	ha	sido	prevista	con	un	marcado	carácter	excep-
cional	en	el	artículo	113	constitucional	473.	
VII.3. La participación de los usuarios
VII.3.1. La participación de los usuarios en la gestión  











1999	 en	 su	 artículo	 185,	 que	 regula	 la	 transferencia	 a	 las	 “comunidades	 y	 grupos	



















servicios	 ha	 de	 responder	 a	 la	 concurrencia	 de	 operadores	 económicos	 (públicos	 y	 privados)	 que	permitan	

















que	 agrupan	 a	 los	 integrantes	 de	 determinada	 comunidad	de	 cara	 a	 fomentar	 su	
participación	en	asuntos	propios	del	ámbito	local.	
Esta	figura	aparece,	por	vez	primera,	como	una	forma	de	participación	ciuda-




la	práctica,	 estos	Consejos	 tienden	a	 concentrar	 todos	 los	 canales	de	participación	
ciudadana	en	el	ámbito	local,	previéndose	con	carácter	especial	su	participación	en	la	
gestión	de	los	servicios	públicos	(artículo	21.7	de	la	Ley	de	los	Consejos	Comunales).	











Consejos,	para	adquirir	personalidad	 jurídica,	deberán	 inscribirse	 en	 la	Comisión 
474	 Véase	lo	que	exponemos	en	José	Ignacio	HERNÁNDEZ	G.,	“El	régimen	de	los	servicios	públicos	municipales”,	




considerado,	 acertadamente,	 que	 tal	 concesión	 reviste	 en	 realidad	naturaleza	 autorizatoria,	 en	 tanto,	 al	 no	
haber	reserva	expresa,	ella	ordena	un	derecho	propio	y	preexistente,	cual	es	la	libertad	económica	(sentencia	de	
16	de	marzo	de	2005,	caso	Impugnación de los artículos 10 y 16 de la Ordenanza sobre Tarifas del Servicio de Aseo 
Urbano y Domiciliario en el Municipio Libertador del Distrito Federal).	
0  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral








VII.3.2. La participación de los usuarios en el control de los servicios 
























En	 tal	 sentido,	 el	Derecho	 venezolano	 ha	 incluido	 al	 control	 social	 de	 los	





representativa	y	la	participación	a	nivel	 local”,	en	Estudios de Derecho Administrativo 2005-2007, Editorial	
Jurídica	Venezolana,	Caracas,	2007,	pp.	633	y	ss.	
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VII.3.3. La participación de los usuarios en la regulación  
de los servicios públicos
Por	 último,	 los	 usuarios	 pueden	 participar	 también	 en	 la	 regulación	 de	 los	






En	Venezuela,	 la	 Ley	Orgánica	 de	 la	Administración	Pública	 ha	 previsto	 con	
carácter	preceptivo	la	audiencia	pública	a	los	interesados	dentro	del	procedimiento	
para	 la	 adopción	de	 reglamentos	 (artículo	 136)	477.	 Este	 sistema,	 sin	 embargo,	no	
garantiza	que	la	Administración,	al	adoptar	la	decisión	de	regulación,	valore	efec-
tivamente	 las	 observaciones	 presentadas	 por	 los	 usuarios,	 que	 es,	 en	 realidad,	 la	
garantía	sustancial	del	derecho	de	participación	en	este	ámbito.	
VII.4. El régimen jurídico aplicable a los usuarios en 
su participación en la gestión de los servicios públicos
Como	 hemos	 visto,	 los	 usuarios	 pueden	 participar	 de	muy	 distintas	maneras	
en	 los	servicios	públicos:	desde	 la	prestación	del	 servicio	por	 los	propios	usuarios	
hasta	 su	 participación	 en	 la	 adopción	 de	 las	 medidas	 de	 regulación,	 el	 Derecho	
Administrativo	tutela	la	posición	jurídica	activa	de	los	usuarios.	No	se	trata	sólo	de	
garantizar	 la	eficacia	del	 sistema	de	prestaciones	a	 favor	de	 los	usuarios.	Además,	






recordarse	que	 los	 servicios	públicos	no	se	 someten	a	un	régimen	uniforme;	muy	
por	el	contrario,	son	cuatro	las	hipótesis	que	pueden	plantearse:	servicios	públicos	





primeros	 casos	 el	 servicio	público	 se	 regirá,	preponderantemente,	por	 el	Derecho	
Administrativo,	en	los	otros	supuestos	el	servicio	público	se	someterá,	preponderan-
temente,	a	Derecho	Privado.	






VII.4.1. Participación de usuarios y pluralismo político.  
La necesaria neutralidad política del servicio público
































478	 En	este	sentido,	véase	Manuel	RACHADELL,	Socialismo del Siglo XXI. Análisis de la reforma constitucional 




























esa	 libertad	 puede	 ser	 ordenada	 y	 restringida	 por	 el	 Estado	 a	 fin	 de	 asegurar	 la	
satisfacción	de	necesidades	esenciales	que	no	pueden	tener	cabida,	adecuadamente,	
en	un	esquema	de	competencia.	Recuérdese	que	la	Constitución	no	reconoce	el	sis-
tema	de	economía de mercado,	sino	de	economía social de mercado,	lo	que	justifica	
la	modulación	de	la	libertad	económica,	propiedad	privada	y	libertad	de	selección	
a	 fin	 de	 asegurar	 el	 cumplimiento	 de	 los	mandatos	 derivados	 de	 la	 cláusula	 del	










Jaime,	Aproximación al Derecho Administrativo constitucional, cit.,	pp.	165	y	ss.	Antes	nos	hemos	referido,	con	
mayor	extensión,	a	la	aparente	antinomia	entre	el	servicio	público	y	la	libertad	económica	en	HERNÁNDEZ	
G.,	José	Ignacio,	La libertad de empresa y sus garantías jurídicas. Estudio comparado del Derecho español y vene-
zolano, FUNEDA-IESA,	Caracas,	2004,	pp.	351	y	ss.	
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La	 discusión	 del	 proyecto	 de	 reforma	 de	 la	 Constitución	 de	 1999	 por	 la	
Asamblea	Nacional	en	Venezuela,	entre	agosto	y	noviembre	de	2007,	a	resultas	del	






toda	 actividad	 económica	debía	 subordinarse	 a	 tal	modelo	 económico	 (artículos	
113	 y	 299).	 Bajo	 ese	marco,	 el	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 selección	 de	 los	 usuarios	
quedaba	desnaturalizado,	pues	ellos	sólo	tendrían	derecho	a	seleccionar	servicios	
públicos	gestionados	conforme	al	modelo	económico	socialista.	Muy	especialmente	









usuarios	en	 los	 servicios	públicos	 tiene	que	partir,	por	ello,	de	esa	visión	plural	y	
democrática,	cónsona	con	el	sistema	de	economía	social	de	mercado	reconocido,	con	
bastante	flexibilidad,	en	la	Constitución	de	1999.	
VII.4.3. Participación de los usuarios en los servicios públicos y  











480	 Esa	es	la	tesis	que	desarrollamos,	precisamente,	en	nuestro	trabajo	La libertad de empresa y sus garantías jurídi-




control	de	precio,	actividades	consideradas	servicios	públicos	por	la	Ley de Defensa 







El	 Derecho	 venezolano	 no	 ofrece	 una	 respuesta	 decisiva	 en	 este	 punto.	 La	







en	 la	definición,	precisión	y	concreción	del	 interés general	 como	 fundamento	del	
Derecho	Administrativo	según	el	propio	artículo	141	de	la	Constitución.	Por	ende,	
la	ampliación	del	control	de	la	jurisdicción	contencioso-administrativa	a	esa	par-
ticipación	permitiría	 el	mejor	 control	 judicial	 sobre	 la	determinación	del	 interés	
general.	 En	 definitiva,	 la	 participación	 de	 los	 usuarios	 en	 los	 servicios	 públicos	












VII.4.4. A modo de recapitulación: La participación de los usuarios 
en los servicios públicos y el nuevo Derecho Administrativo
En	el	estado	actual	del	Derecho	Público	venezolano,	como	acaba	de	resumirse,	la	
participación	de	los	usuarios	en	los	servicios	públicos	ha	adquirido	relevantes	matices,	



















Todo	 ello	 impacta,	 como	 es	 lógico	 esperar,	 en	 las	 bases	mismas	 del	 Derecho	
Administrativo.	Su	definición	a	partir	del	estatuto de las Administraciones Públicas	












patologías.	 La	mayor	 participación	 ciudadana,	 paradójicamente,	 no	 se	 acompaña	




se	 evidenció	 en	 el	 fallido	proyecto	de	 reforma	 constitucional.	Muy	distinta	había	




directo	 a	 la	Administración	Nacional	Central.	 Politización	de	 la	 participación	de	
482	 Aproximación al Derecho Administrativo constitucional, ob.	cit.,	p.	158.
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lA Protección del consumidor 





















I. Introducción. La defensa del consumidor
El	Derecho	considera	como	valor	digno	de	protección	jurídica	la	libertad	de	elec-
ción	del	consumidor	en	sus	compras.	Es	conocido	que,	en	este	ámbito	del	Derecho	
Mercantil,	 se	 habla	 hoy	 en	 día	 de	 la	 “soberanía	 del	 consumidor”.	 Esta	 libertad	
siempre	ha	existido	y	existe	aún	hoy	desde	un	punto	de	vista	formal.	La	estructura	
de	 distribución	 de	 bienes	 y	 servicios	 en	 una	 sociedad	 económicamente	 avanzada	










que	 los	 poderes	 públicos	 garantizarán	 la	 defensa	 de	 los	 consumidores	 y	 usuarios	












c)	 La	 Ley	 7/1995,	 de	 23	 de	 marzo,	 de	 Crédito	 al	 Consumo,	 que	 incorpora-





















El	 texto	normativo	 que	 se	 propone	 recoge,	 además,	 a	 propuesta	 del	Consejo	 de	
Consumidores	y	Usuarios	y	del	Consejo	de	Estado,	una	regulación	detallada	de	las	
organizaciones	de	consumidores.








del	 consumidor	en	 todos	 los	 contratos	que	 suscriba	 con	un	profesional,	 indepen-
dientemente	de	que	haya	elegido,	como	derecho	aplicable	al	contrato,	el	vigente	en	
































Toda	 esta	 serie	 de	 derechos	 sería	 totalmente	 “ineficaz”	 si	 el	 consumidor	 no	




tanto	del	Tribunal	Constitucional	 como	del	Tribunal	 Supremo,	 en	 la	que	dichas	
altas	instancias	judiciales	han	ido	perfilando	el	alcance	y	contenido	del	concepto	de	
“consumidor”	en	el	Derecho	Mercantil	español.
II. La legislación de defensa  















el	 TC	ha	 sentado	 que	 las	CC.AA.	 tienen	 competencias	 exclusivas	 en	 las	materias	
administrativas	que	inciden	en	la	defensa	del	consumidor,	mientras	que	al	Estado	









III. Justificación de la legislación existente en 
el ámbito del Derecho Mercantil en materia 
de protección de consumidores y usuarios
En	fechas	recientes	la	legislación	sobre	Protección	de	Consumidores	y	Usuarios	
ha	experimentado	importantes	reformas,	que	afectan	al	corpus legal	que	en	nues-















III.1. Ley 6/1984 General de Defensa de Consumidores 
y Usuarios, de 19 de julio





“1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumi-
dores y usuarios, fomentarán	sus	organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que 
puedan afectar a aquéllos, en los términos que la Ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la Ley regulará el comer-


















III.2. Ley 7/1998 sobre Condiciones Generales  












de	 la	buena	 fe,	 causa	 en	detrimento	del	 consumidor	un	desequilibrio	 importante	
e	 injustificado	de	 las	obligaciones	 contractuales	y	puede	 tener	o	no	el	 carácter	de	
condición	general.	




















III.3. Ley 44/2006 de Mejora de la Protección  













deberá	ser	 transpuesta	a	nuestro	ordenamiento	 jurídico,	se	prohíben	 las	cláusulas	
contractuales	que	establezcan	estas	 limitaciones	y,	en	particular,	 la	 imposición	de	
plazos	de	duración	excesiva	o	las	limitaciones	que	excluyan	u	obstaculicen	el	derecho	
del	consumidor	a	poner	fin	al	contrato.







Estas	 reglas	 se	 completan	 con	dos	previsiones.	De	un	 lado,	 la	 integración	del	


































lícitas	y	se	garantiza	 la	no	renuncia	previa	a	 los	derechos	reconocidos	 legalmente.	













IV. La Ley 44/2006, de 29 de diciembre, 
de mejora de la protección de  
los consumidores y usuarios
Esta	Ley,	cuyo	origen	está	en	la	Sentencia	del	Juzgado	de	lo	Mercantil	núm.	4	de	
Madrid,	de	21	de	noviembre	de	2005,	por	la	que,	a	raíz	de	una	denuncia	de	la	OCU	






los	 servicios	que	 informen	sobre	el	derecho	del	usuario	a	darse	de	baja	y	 sobre	el	
procedimiento	a	seguir.
























Se	 equipara	 el	 tratamiento	 entre	 cláusulas	 abusivas	 y	prácticas	 abusivas.	Estas	
últimas,	que	responden	a	comportamientos	generalizados	que	no	se	reflejan	en	el	













































Se	 refuerzan	 las	 competencias	 de	 las	 Administraciones	 Públicas	 para	 evi-
tar	 que	 productos	 inseguros	 puedan	 llegar	 a	 manos	 de	 los	 consumidores.	 Las	
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V. El Texto Refundido de la Ley General 






una	profunda	 reforma	de	 la	 legislación	 española	 en	 esta	materia,	 no	 tanto	por	 el	















Igualmente,	 nos	 parece	 loable	 reunir	 en	 un	 único	 cuerpo	 legal	 las	 cuestiones	
sustantivas	(delimitación	de	las	figuras	y	tipos	legales)	como	las	procesales	(acción	de	
cesación,	Sistema	Arbitral	de	Consumo,	procedimiento	sancionador,	etc.).






























El	Libro segundo,	 que	 regula	 relaciones	 jurídicas	 privadas,	 se	 estructura	 igual-
mente	en	cinco	títulos.	El	título	I,	en	el	que	se	contienen	las	disposiciones	generales	
de	los	contratos	con	los	consumidores,	se	establece	el	régimen	común	del	derecho	
de	desistimiento	en	aquellos	contratos	en	 los	que	se	prevé	 tal	derecho;	el	 título	 II	
establece	el	 régimen	 jurídico	en	materia	de	cláusulas	contractuales	no	negociadas	
individualmente	y	cláusulas	abusivas;	los	títulos	III	y	IV	se	destinan,	respectivamen-






























V.3.1. Definición de conceptos y terminología










El	 consumidor y usuario,	 definido	 en	 la	 ley,	 “es la persona física o jurídica que 










–	 Empresario	es	“toda persona física o jurídica que actúa en el marco de su activi-
dad empresarial”	(art.	4).	
–	 Productor	es	“el fabricante del bien o el prestador de servicio o su intermediario, 
o el importador del bien o servicio en el territorio de la UE”	(art.	5).
–	 Producto	 es	 “todo bien mueble conforme a lo previsto en el artículo 335 del 
Código Civil”	(art.	6).	


















c)	 Actuación por parte de las administraciones competentes	que	garantice	una	ade-
cuada	protección	de	sus	intereses,	o	ante	situaciones	de	riesgo	para	su	salud	
o	seguridad	(art.	15)	en	casos	de	urgente	necesidad	(art.	16).	Se	incluyen	aquí	








y	 las	 cláusulas	abusivas	 se	 regula	específicamente	en	el	Título	 II	del	Libro	
segundo,	nos	referiremos	a	ello	más	adelante).











que	“son contratos con consumidores y usuarios los realizados entre un consumidor o 













–	 La	 integración	de	 la	oferta,	promoción	y	publicidad	en	el	contrato	(art.	61):	

























aplicable	 a	 todo	 tipo	de	contratos	que,	 si	bien	en	 su	esencia	 es	 conveniente	 como	
derecho	subjetivo	(por	la	conocida	y	pacíficamente	aceptada	necesidad	de	protección	















–	 No	 establece	 un	 “mínimo”	 de	 cuantía	 del	 contrato	 (recordemos	 que	 la	
Ley	26/1991	no	se	aplicaba	a	compras	inferiores	a	8.000	pts.).








obligación	de	 indemnizar	por	 el	desgaste	o	deterioro	del	bien	o	por	 el	uso	
del	servicio	debido	a	su	prueba	para	tomar	una	decisión	sobre	su	adquisición	
definitiva	(art.	79).
–	 Maneja	 alegremente	 conceptos	 jurídicos	 indeterminados,	 como	 eximir	 de	































V.3.6. Contratos celebrados a distancia
Se	regulan	en	el	Título	III	de	este	Libro	segundo,	y	se	entienden	como	tales	“los	
contratos	celebrados	con	los	consumidores	y	usuarios	en	el	marco	de	una	actividad	






















V.3.7. Contratos celebrados fuera de establecimientos comerciales
Se	regulan	en	el	Título	IV	de	este	Libro	segundo,	derogando	explícitamente	 la	






tos	 en	 los	que	 la	prestación	 total	 a	 cargo	del	 consumidor	y	usuario	 sea	 inferior	 a	
48,08	euros	(es	decir,	traducción	matemática	y	precisa	de	las	antiguas	8.000	pts),	y	
una	vez	más,	el	derecho	de	desistimiento	(arts.	110	y	111).







conformidad:	“el vendedor está obligado a entregar al consumidor y usuario productos que 
sean conformes con el contrato, respondiendo frente a él de cualquier falta de conformidad 
que exista en el momento de la entrega del producto”	(art.	114).









que	 ahora	quedan	más	 claramente	 separadas	 y	 reguladas.	 Se	 recoge	 la	posibilidad	
—voluntaria,	 adicional—	 de	 ofrecer	 una	 garantía	 comercial	 adicional	 (art.	 125),	







V.3.9. Responsabilidad civil por bienes o servicios defectuosos
A	esta	cuestión	dedica	la	LCU	todo	el	Libro	Tercero,	con	derogación	expresa	de	
la	Ley	22/1994,	de	6	de	 julio,	de	 responsabilidad	civil	por	 los	daños	causados	por	













Por	 tanto,	 el	mero	hecho	de	haber	 reformado	 la	 anterior	 regulación	y	haberla	
integrado	en	un	único	texto	legal,	la	LCU,	ya	es	en	sí	mismo	meritorio,	y	mejor	cauce	
procesal	para	asegurar	la	efectiva	protección,	y	que	se	cumpla	que	“todo perjudicado 
tiene derecho a ser indemnizado en los términos establecidos en este Libro por los daños 

























































teniendo	 derecho	 a	 la	 devolución	 de	 las	 cantidades	 que	 hubiese	 abonado,	 pero	









VI. Los contratos sometidos  
a condiciones generales
VI.1. La contratación mediante cláusulas predispuestas
En	 la	 actualidad	mercantil	 hay	 gran	 cantidad	 de	 contratos	 que	 no	 pueden	 ser	

















Veremos	 a	 continuación	 cuáles	 son	 los	 principales	 conceptos	 en	 este	 ámbito,	
cómo	estaba	regulado	anteriormente,	y	qué	modificaciones	principales	introduce	el	
legislador	en	la	reciente	reforma.
VI.2. Concepto y características
La	LCGC	define	las	condiciones	generales	diciendo	que	son	“las	cláusulas	con-















VI.3. Las cláusulas abusivas frente a los consumidores
La	entrada	en	vigor,	en	1998,	de	 la	LCGC	modificó	 la	Ley	26/1984,	de	defensa	
de	 los	 consumidores,	 dando	una	nueva	 redacción	 a	 su	 artículo	 10,	 regulando	 las	
cláusulas	contractuales	no	negociadas	individualmente	con	los	consumidores.	Pese	







riven	 del	 contrato”.	Habrá	 que	 tenerse	 en	 cuenta,	 además,	 las	 circunstancias	 que	
concurren	en	la	celebración	del	contrato.	Son	nulas	de	pleno	derecho	y	se	tendrán	
por	no	puestas.























Empieza	 dando	 un	 concepto	 de	 cláusulas	 abusivas	 (art.	 82),	 estableciendo	 su	
nulidad	(art.	83.1)	y	 la	del	contrato	en	el	que	estaban	insertas,	por	 lo	menos	en	la	
parte	afectada	por	ellas	(art.	83.2).	Tras	el	mandato	a	Notarios	y	Registradores	de	
















VII. La regulación de las Garantías  









2	 En	 la	Exposición	de	motivos	 se	afirma	que	en	este	Título	 se	armonizan	 las	disposiciones	de	 la	Ley	23/2003	









era	el	principio	 rector	de	 la	Ley	de	Garantía:	 la	 falta	de	conformidad	3.	La	 falta	de	
conformidad	era	mencionada	en	la	Ley	de	Garantía	en	el	artículo	4,	dedicado	a	“la	
responsabilidad	del	vendedor	y	 los	derechos	del	consumidor”.	 Igualmente,	 se	han	
eliminado	las	definiciones	de	“vendedor”	y	de	“bien	de	consumo”,	pasando	éste	úl-
timo	a	ser	un	“producto”,	que	es	un	concepto	ya	definido	en	el	artículo	6.	No	parece	







ministro	 de	 productos	 que	 hayan	de	 producirse	 o	 fabricarse”)	 y	 el	 negativo	 del	
ámbito	de	aplicación	(“no	será	de	aplicación	a	los	productos	adquiridos	mediante	
venta	 judicial,	 al	 agua	o	al	gas,	 cuando	no	estén	envasados	para	 la	venta	en	vo-
lumen	delimitado	o	 cantidades	determinadas,	 y	 a	 la	 electricidad.	Tampoco	 será	
aplicable	a	los	productos	de	segunda	mano	adquiridos	en	subasta	administrativa	a	
la	que	consumidores	y	usuarios	puedan	asistir	personalmente”).	En	la	Ley	23/2003	
únicamente	 se	 señalaba	 quiénes	 quedaban	 excluidos	 y,	 al	 final,	 se	 mencionaba	
únicamente	la	inclusión	expresa	de	los	contratos	de	suministro	de	productos	que	
hayan	de	producirse	o	fabricarse.
El	novedoso	artículo	117	establece	que	“el ejercicio de las acciones que contempla este 
Título será incompatible con el ejercicio de las acciones derivadas del saneamiento por 
vicios ocultos de la compraventa”.	No	obstante,	en	el	párrafo	siguiente	afirma	el	derecho	
del	consumidor	y	usuario	a	ser	indemnizado,	en	todo	caso,	conforme	a	la	legislación	
civil	y	mercantil	por	los	daños	y	perjuicios	derivados	de	la	falta	de	conformidad.




























El	 capítulo	 IV	 lleva	por	 rúbrica:	 “Garantía	 comercial	 adicional,	 obligaciones	

























VIII. La regulación de la Responsabilidad 
Civil por los daños causados  
por Productos Defectuosos
La	LCU	dedica	todo	su	Libro	tercero	a	esta	cuestión,	derogando	expresamente	
la	Ley	22/1994,	de	6	de	 julio,	de	 responsabilidad	civil	por	 los	daños	causados	por	
productos	defectuosos	(en	adelante	LPD).	Aquí	se	armonizan	las	disposiciones	sobre	













para	 todos	 los	 productos	 defectuosos,	 y	 el	 segundo	 acerca	 de	 disposiciones	 espe-






la	muerte,	 y	 los	 daños	materiales,	 siempre	 que	 estos	 afecten	 a	 bienes	 o	 servicios	
objetivamente	destinados	al	uso	o	consumo	privados	y	en	tal	concepto	hayan	sido	























sometidos	 a	 dicho	 régimen	 especial	 de	 responsabilidad	 objetiva.	 De	 hecho,	 sólo	
abarca	a	los	servicios,	eliminándose	de	la	lista	lo	referente	a	cosméticos	y	productos	







dispone	que:	“Las acciones reconocidas en este libro no afectan a otros derechos que pueda 
tener el perjudicado a ser indemnizado por daños y perjuicios, incluidos los morales, como 
consecuencia de la responsabilidad contractual, fundada en la falta de conformidad de los 
bienes y servicios o en cualquier otra causa de incumplimiento o cumplimiento defectuoso 






de	 que	 el	Gobierno	 establezca,	 previa	 audiencia	 de	 loas	 interesados	 y	 las	 asocia-





IX. Las vías de reclamación efectiva
El	consumidor	o	usuario,	ya	sea	persona	física	o	jurídica	(asociaciones	de	con-








dimientos	son	 la	consecuencia	 final	del	descontento	de	 los	consumidores	ante	 los	
posibles	abusos	de	los	que	sean	objeto	en	el	desarrollo	de	la	actividad	comercial.	













los	 siguientes	 establecimientos:	 bares, restaurantes, hoteles, discotecas, gasolineras, 
tintorerías, empresas de transporte de viajeros, agencias de viajes, empresas de espectá-
culos, talleres de reparación de vehículos, panaderías, locales de juegos de azar, talleres 
de reparación de electrodomésticos y autoescuelas.	Sin	embargo,	la	normativa	especí-
fica	de	determinadas	comunidades	autónomas	y	municipios	amplían	este	listado	a	
otros	comercios.	Como	por	ejemplo,	en	Madrid	y	Andalucía.
Esta	diversidad	de	normativa	puede	producir	 desconcierto	 entre	 los	 consumi-
dores,	por	lo	tanto,	cuando	no	quede	muy	claro	si	el	establecimiento	está	obligado	


























































estableciendo	 que	 sólo	 se	 atribuye	 esta	 legitimación	 a	 las	 asociaciones	 de	 consu-





En	 este	 caso,	 en	 el	 que	 se	 trata	 de	 proteger	 intereses	 colectivos	 o	 difusos,	 el	
ordenamiento	 jurídico	español	permite	 interponer	acciones	colectivas.	El	 fin	de	
estas	 acciones	 no	 sólo	 es	 proteger	 los	 intereses	 individuales	 de	 cada	 uno	 de	 los	




















El	 30	 de	 marzo	 de	 1998,	 la	 Comisión	 de	 la	 UE	 aprobó	 una	 Comunicación	
sobre	 la	 solución	 extrajudicial	 de	 los	 conflictos	de	 consumo,	que	 se	 incluye	 en	 la	
Recomendación	1998/257/CE.	Además,	y	a	estos	efectos,	los	consumidores	podrán	









La	exigencia	de	 la	voluntad	del	 consumidor	o	usuario	 se	plasma	en	 la	SAP	de	
Barcelona,	de	25	de	 julio	de	1996,	y	en	 la	SAP	de	Madrid,	de	4	de	abril	del	2000.	
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•	 Es	 administrativo:	 las	 entidades	 encargadas	 de	 la	 gestión	 son	 las	 Juntas	
Arbitrales	de	Consumo,	que	dependen	de	las	Administraciones	Públicas.


































de	 los	 llamados	 “derechos	básicos”	de	 los	 consumidores	 y	usuarios;	 se	 acude	 con	
relativa	frecuencia	al	uso	de	conceptos	vagos	como	la	de	plazos	“excesivos”	de	du-





















Anexo 1. Jurisprudencia del Tribunal 
Supremo sobre el concepto de 








































Anexo 2. Jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional sobre el concepto de  





























Anexo 3. Modelo de hoja de reclamación

























PETICIÓN QUE REALIZA A LA SOCIEDAD:







lA Protección del consumidor 
en el derecho civil
María Goñi Rodríguez de Almeida, 
Esther Monterroso Casado
SUMARIO	
TÍTULO	 PRIMERO:	 LA	 PROTECCIÓN	 AL	 CONSUMIDOR	 EN	 LOS	
CONTRATOS	CIVILES
I.	 Condiciones	generales	y	cláusulas	abusivas	en	los	contratos	civiles.	











tÍtulo Primero: lA Protección Al consumidor en 
los contrAtos civiles
I. Condiciones generales y cláusulas  








las	 define	 como	 “aquellas	 cláusulas	 predispuestas	 cuya	 incorporación	 al	 contrato	
sea	impuesta	por	una	de	las	partes,	con	independencia	de	la	autoría	material	de	las	
misma,	 de	 su	 apariencia	 externa,	 de	 su	 extensión	 y	 hayan	 sido	 redactadas	 con	 la	
finalidad	de	incorporarlas	a	una	pluralidad	de	contratos”.





















serán	 nulas,	 tal	 y	 como	 dispone	 el	 art.	 8	 LCGC,	 cuando	 contradigan	 dicha	 Ley	
1	 El	art.	3	LCU	2007	considera	que	el	consumidor	es	“la persona física o jurídica que actúa en un ámbito ajeno a 
una actividad empresarial o profesional”. 
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o	 cuando	 sean	 consideradas	 como	 abusivas	 conforme	 a	 los	 dispuesto	 en	 la	 LCU.	

















































II. El contrato de compraventa: Especial 
referencia a la compraventa de viviendas

































autonómica	3	 que	 trata	 de	 conseguir	 que	 se	 ofrezca	 al	 comprador	 el	mayor	













derivando	 la	 especial	 responsabilidad	 del	 saneamiento	 tanto	 por	 evicción	
como	por	vicios	o	defectos	ocultos.	Todo	esto	genera	una	especial	responsabi-
lidad	por	producto,	que	será	estudiada	en	la	segunda	parte	de	este	capítulo.	
II.2. Las cláusulas abusivas en la compraventa  
de vivienda






















4	 Sobre	la	protección	de	los	consumidores	en	la	compraventa	de	vivienda,	véase: a. DÍAZ	MARTÍNEZ, “Libertad	
de	pactos	y	cláusulas	abusivas	en	la	compraventa	de	vivienda”,	en	Aranzadi Civil,	num.	14/2005;	y	m. J. REYES	
LÓPEZ, Derecho de consumo,	Editorial	General	de	Derecho,	Valencia,	1993.
0  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral
En	concreto,	este	artículo	señala	lo	siguiente:
“Artículo 89. Cláusulas abusivas que afectan al perfeccionamiento y ejecución del 
contrato.
En todo caso tienen la consideración de cláusulas abusivas:
1. Las declaraciones de recepción o conformidad sobre hechos ficticios, y las decla-
raciones de adhesión del consumidor y usuario a cláusulas de las cuales no ha tenido la 
oportunidad de tomar conocimiento real antes de la celebración del contrato.
2. La transmisión al consumidor y usuario de las consecuencias económicas de erro-
res administrativos o de gestión que no le sean imputables.
3. La imposición al consumidor de los gastos de documentación y tramitación que 
por ley corresponda al empresario.
En particular, en la compraventa de viviendas:
a) La estipulación de que el consumidor ha de cargar con los gastos derivados de la 
preparación de la titulación que por su naturaleza correspondan al empresario (obra 
nueva, propiedad horizontal, hipotecas para financiar su construcción o su división 
y cancelación).
b) La estipulación que obligue al consumidor a subrogarse en la hipoteca del empre-
sario o imponga penalizaciones en los supuestos de no subrogación.
c) La estipulación que imponga al consumidor el pago de tributos en los que el sujeto 
pasivo es el empresario.
d) La estipulación que imponga al consumidor los gastos derivados del estableci-
miento de los accesos a los suministros generales de la vivienda, cuando ésta deba ser 
entregada en condiciones de habitabilidad.
4. La imposición al consumidor y usuario de bienes y servicios complementarios o 
accesorios no solicitados.
5. Los incrementos de precio por servicios accesorios, financiación, aplazamientos, 
recargos, indemnización o penalizaciones que no correspondan a prestaciones adicio-
nales susceptibles de ser aceptados o rechazados en cada caso expresados con la debida 
claridad o separación.
6. La negativa expresa al cumplimiento de las obligaciones o prestaciones propias 
del empresario, con reenvío automático a procedimientos administrativos o judiciales 
de reclamación.
7. La imposición de condiciones de crédito que para los descubiertos en cuenta corriente 
superen los límites que se contienen en el artículo 19.4 de la Ley 7/1995, de 23 de marzo, 
de Crédito al Consumo.
8. La previsión de pactos de renuncia o transacción respecto al derecho del consu-
midor y usuario a la elección de fedatario competente según la ley para autorizar el 
documento público en que inicial o ulteriormente haya de formalizarse el contrato”.










































en	 el	 préstamo	hipotecario	 ya	 concertado	y	previamente	 explicado	 (STS,	 7	
junio	2005,	y	SAP	Valencia,	de	28	febrero	2006).	A	partir	de	la	nueva	LCU,	
5	 Sobre	las	cláusulas	abusivas	en	el	contrato	de	compraventa	de	vivienda	véanse: a. DÍAZ	MARTÍNEZ, “Liber-
tad	de	pactos	y	cláusulas	abusivas	en	la	compraventa	de	vivienda”,	ob.	cit.;	m. J. REYES	LÓPEZ, Derecho de 
consumo,	ob.	cit;	J.	MARTÍNEZ	ROSADO, “La	Ley	44/2006,	de	29	de	diciembre,	de	mejora	de	la	protección	
de	 los	consumidores	y	usuarios:	 contenido	y	 ref lexiones	a	 la	 luz	de	 su	articulado”,	 en	RDBB,	núm.	106,	
abril-junio	2007,	pp.	134-	165.	




























a)	 Fecha	 de	 entrega	 de	 la	 obra.	 La	 obligación	 de	 entrega	 del	 vendedor	 de	 la	
vivienda,	 sobre	 todo	si	 la	venta	es	 sobre	plano,	ha	de	 tener	una	 fecha	 fija	y	







































































III. El contrato de préstamo hipotecario
III.1. El contrato de préstamo hipotecario  
como contrato de adhesión





























J.	SÁNCHEZ-CALERO	GUILARTE, “Calificación	de	 los	 servicios	bancarios	como	servicios	de	uso	común,	
ordinario	y	generalizado	a	los	efectos	de	la	LDCU”,	RDBB,	enero-marzo,1991,	nº	41,	p.	222.
12	 Artículo	8	Ley	de	Condiciones	Generales	de	la	Contratación:	Nulidad:
 “1. Serán nulas de pleno derecho las condiciones generales que contradigan en perjuicio del adherente lo dispuesto en 
esta Ley o en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para 
el caso de contravención. 
	 2. En particular, serán nulas las condiciones generales que sean abusivas, cuando el contrato se haya celebrado con 
un consumidor, entendiendo por tales en todo caso las definidas en el artículo 10 bis y disposición adicional primera 









III.2. Las cláusulas abusivas en el préstamo hipotecario
¿Cuáles	de	todas	las	cláusulas	del	préstamo	o	crédito	hipotecario	pueden	ser	abu-
sivas?

































































































redondeo	al	 alza,	 tanto	del	 tiempo	consumido	(contratos	de	 telecomunicaciones),	
como	del	precio,	como	el	cobro	de	cualquier	servicio,	no	utilizado	efectivamente.	El	
nuevo	texto	refundido	LCU	lo	recoge	en	el	art.	87.5.
IV. El control de las cláusulas abusivas: 
































































































la	necesaria	 inscripción	de	 las	 cláusulas	no	declaradas	nulas.	Una	cosa	es	que	deba	
16	 F. J. GÓMEZ	GÁLLIGO, “Las	condiciones	generales	de	la	contratación	en	los	contratos	bancarios.	El	Registro	
de	condiciones	generales	de	la	contratación	y	la	eficacia	de	la	inscripción”,	en	vvaa,	Los contratos bancarios,	
ob.	cit.,	p.	266.	
17	 R.	CALVO	GÓMEZ-VALLINAS, Las cláusulas de la hipoteca,	CER,	Madrid,	2006,	pp.	74-75.










registral	 que	 le	 confiere	 el	 art.	 18	 LH,	 entrar	 a	 examinar	 la	 “validez	 de	 los	 actos	
dispositivos”	 que	 se	 pretendan	 inscribir,	 y	 que	 por	 tanto,	 debe	 poder	 calificar	 y	














José	Manuel	García	García:	 J. m. GARCÍA	GARCÍA,	Derecho inmobiliario registral o hipotecario, Tomo	 III,	
Madrid,	2002,	pp.	458	y	ss.
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tÍtulo segundo: lA Protección Al PerjudicAdo  
en los dAños cAusAdos Por Productos
I. Régimen aplicable a los daños  
por productos defectuosos
I.1. Consideraciones generales
La	 evolución	 de	 las	 políticas	 sociales	 ha	 provocado	 mejores	 mecanismos	 de	
protección	de	los	derechos	de	los	consumidores	y	usuarios,	dictándose	numerosas	
disposiciones	 comunitarias	para	 su	protección,	que	han	dado	 lugar	a	 su	 transpo-
sición	a	nuestro	derecho	interno.	Así,	la	Ley	22/1994,	de	6	julio,	de	responsabilidad	
civil	por	los	daños	causados	por	productos	defectuosos,	incorpora	a	nuestro	orde-















armoniza	 el	 régimen	de	 responsabilidad	 civil	 por	daños	 causados	por	productos,	
previsto	en	la	Ley	22/1994,	de	6	de	julio,	y	las	disposiciones	sobre	responsabilidad	
de	 la	Ley	26/1984,	de	19	de	 julio,	General	para	 la	Defensa	de	 los	Consumidores	y	
Usuarios.	La	aprobación	de	este	texto	confiere	una	mayor	seguridad	jurídica	y	elimi-
na	los	inconvenientes	que	provocaban	la	aplicación	de	normas	dispares	contenidas	



























artículo	1902	del	Código	 civil	 y	 las	de	 la	 responsabilidad	 contractual	del	 artículo	
1101	y	ss	22.	Como	ejemplo,	quedan	fuera	del	ámbito	de	aplicación	de	esta	Ley	 los	
daños	derivados	de	la	ineficiencia	del	producto	adquirido	que,	sin	embargo,	podrán	










21	 En	este	sentido,	el	artículo	128,	en	su	segundo	párrafo,	establece	que	 las acciones reconocidas en este libro no 
afectan a otros derechos que el perjudicado pueda tener a ser indemnizado por daños y perjuicios, incluidos los 
morales, como consecuencia de la responsabilidad contractual, fundada en la falta de conformidad de los bienes 
o servicios o en cualquier otra causa de incumplimiento o cumplimiento defectuoso del contrato, o de la responsa-
bilidad extracontractual a que hubiere lugar.	Por	su	parte,	el	artículo	148,	en	su	último	párrafo,	señala	que	sin 
perjuicio de lo establecido en otras disposiciones legales, las responsabilidades derivadas de este artículo tendrán 


























nancia	con	la	Directiva	85/374/CEE,	un régimen de responsabilidad objetiva, aunque 
no absoluta, permitiendo	al	fabricante	exonerarse	de	responsabilidad	en	los	supues-
tos	que	se	enumeraban	(art.	6).	Sin	embargo,	el	nuevo	texto	refundido	de	la	LCU	no	























otros,	M.	J.	REYES	LÓPEZ,	Seguridad de productos y responsabilidad del fabricante. Otro supuesto de responsa-
bilidad civil especial: la del fabricante por productos defectuosos,	Sedavi,	Valencia,	1998,	p.	351;	o P.	GUTIÉRREZ	
SANTIAGO,	Responsabilidad civil por productos defectuosos. Cuestiones prácticas,	Comares,	2ª	ed.,	Granada,	
2006.,	p.	223.	Otros	lo	califican	como “régimen	de	responsabilidad	objetivo,	limitado	cuantitativa	y	tempo-












un	defecto	del	producto	y	 la	 culpa	del	perjudicado	o	de	una	persona	de	 la	
que	éste	deba	responder	civilmente.	Sin	embargo,	este	último	razonamiento	





II. Ámbito objetivo de aplicación  
de la responsabilidad derivada  
del texto refundido de la LCU
II.1. Delimitación conceptual  
de los productos defectuosos
Esta	 responsabilidad	 está	 condicionada,	 por	 un	 lado,	 por	 el	 concepto	 legal	 de	
“producto”	y	de	“producto	defectuoso”	ofrecido	por	 la	Ley,	 y	que	básicamente	 se	
relaciona	con	la	seguridad	que	el	producto	debe	ofrecer.	El	artículo	136	define	este	
primer	término	como	cualquier bien mueble, aun cuando esté unido o incorporado 




Respecto	al	“producto	defectuoso”,	el	artículo	137	determina	que	es	aquel que no 
ofrezca la seguridad que cabría legítimamente esperar, teniendo en cuenta todas las cir-
cunstancias y, especialmente, su presentación, el uso razonablemente previsible del mismo 
y el momento de su puesta en circulación.	Establece,	además,	una	presunción	de	defec-
tuosidad	cuando	el	producto	no ofrece la seguridad normalmente ofrecida por los demás 
ejemplares de la misma serie. Si	bien	exime	de	dicha	consideración	el	simple	hecho de 























accidentes	 nucleares,	 siempre	 que	 tales	 daños	 se	 encuentren	 cubiertos	 por	 convenios	
internacionales	ratificados	por	los	Estados	miembros	de	la	Unión	Europea”.
Debido	a	que	como	indica	el	artículo	128,	en	su	apartado	segundo,	estas	acciones	











tanto	 el	 daño	 emergente	 (por	 ejemplo,	 gastos	médicos,	 farmacéuticos	 o	 secuelas)	
como	el	lucro	cesante	(entre	los	que	se	encuentran	las	pérdidas	de	rentas	o	los	días	de	
baja	laboral	y	de	incapacidad).	
29	 LARENZ,	Derecho de obligaciones,	T.	I.	SANTOS	BRIZ,	(trad.)	Madrid,	1958,	p.	193.
30	 En	 este	 sentido,	 el	 daño	 “se	 presenta	 como	 primer	 elemento	 constitutivo	 de	 la	 responsabilidad	 civil”	 (M.	























judicado.	Tal	y	como	establece	el	artículo	129.1	debe	afectar	a	bienes o servicios 
objetivamente destinados al uso o consumo privados y en tal concepto hayan 
sido utilizados principalmente por el perjudicado	36.	En	este	sentido,	quedarán	
excluidas	las	cosas	destinadas	a	un	uso	profesional	o	empresarial	37.	Del	mis-
mo	modo,	tampoco	quedarían	cubiertos	por	el	marco	de	esta	Ley	los	bienes	
32	 Véase	L.	DÍEZ-PICAZO,	Derecho de daños,	Civitas,	Madrid,	1999,	p.	308
33	 Véase	al	respecto	G.	ALCOVER	GARAU,	La responsabilidad civil del fabricante,	Civitas,	Madrid,	1990,	pp.	81-
82;	o	L.	M.	GARCÍA	GARCÍA,	Derechos de los consumidores y usuarios: doctrina, normativa, jurisprudencia, 
formularios,	Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	2ª	ed.,	2007,	p.	1.442.	Interpretación	también	rechazada,	al	menos,	a 
priori,	por	otros	autores	(M.	Á.	PARRA	LUCÁN,	“La	responsabilidad	civil	por	productos	y	servicios	defec-


































monial	o	moral	implica	una reducción del nivel de utilidad que ni el dinero, ni bienes 
intercambiables por éste, pueden llegar a compensar	40.




II.2.3. Límites de la indemnización
En	cuanto	a	los	límites	de	la	cuantía	indemnizable,	se	establece	para	los	daños	
materiales	 una	 franquicia	 de	 390,66	 euros,	 que	 se	 deducirá	 de	 la	 indemnización	





por productos: estado de la cuestión,	Tecnos,	Madrid,	2001,	pp.	153-154.	Cfr.	P.	CILLERO	DE	CABO,	La respon-
sabilidad civil del suministrador final por daños ocasionados por productos defectuosos,	Instituto	Nacional	del	
Consumo,	Madrid,	2000,	p.	188.
39	 Algunos	 autores,	 sin	 embargo,	 rechazan	 la	 indemnización	del	 daño	moral	 que	 derive	 únicamente	 de	 daño	
patrimoniales	(véase,	en	este	sentido,	A.	RODRÍGUEZ	GUITIÁN,	“Indemnización	del	daño	moral	contractual:	
Comentario	a	la	STS,	28	de	marzo	de	2005”,	Revista de Derecho Patrimonial,	núm.	º	16,	2006,	pp.	277-285).
40	 F.	GÓMEZ	POMAR,	“Daño	moral”,	en	Indret: Revista para el Análisis del Derecho,	núm.	1,	2000,	p.	1.	Además	
del	 tradicional	pretium dolores, la	doctrina	y	 la	 jurisprudencia	han	comenzado	a	 incluir	en	este	concepto	 la	
lesión	a	derechos	o	bienes	de	la	personalidad,	el	perjuicio	estético	o	la	pérdida	de	oportunidad	(para	un	mayor	
análisis,	nos	remitimos	a	M.	P.	SÁNCHEZ	GONZÁLEZ,	“El	daño	moral:	Una	aproximación	a	su	configuración	




42	 En	 este	 sentido,	 conforme	 a	 conocida	 y	 reiterada	 jurisprudencia	 civil,	 el	 resarcimiento	 en	 el	 ámbito	 extra-







43	 La	Directiva	85/374/CEE	del	Consejo,	de	25	de	 julio	de	1985,	relativa	a	 la	aproximación	de	 las	disposiciones	
legales,	reglamentarias	y	administrativas	de	los	Estados	miembros	en	materia	de	responsabilidad	por	los	daños	
causados	por	productos	defectuosos,	establece	en	su	noveno	considerando	que:	 la protección del consumidor 
exige la reparación de los daños causados por muerte y lesiones corporales así como la de los daños causados a los 
bienes; que esta última debería, con todo, limitarse a los objetos de uso o consumo privado y someterse a la deducción 
de una franquicia de cantidad fija para evitar que tenga lugar un número excesivo de litigios.
  Derecho de los consumidores y usuarios: Una perspectiva integral
Algunos	autores,	aunque	no	haya	sido	ésta	 la	 interpretación	que	recoge	 la	Ley,	



































Liability	in	the	United	Kingdom”,	Revue Européenne de Droit Privé,	vol.	2,	núm.	2,	1994,	p.	262).	Véanse	también	
MARTÍN	CASALS	y	SOLE	FELIU,	“La	responsabilidad	por	productos	defectuosos:	un	intento	de	armonización	a	
través	de	Directivas”,	en	CÁMARA	LAPUENTE	(coord.),	Derecho Privado Europeo,	Colex,	Madrid,	2003,	p.	944;	
MARÍN	LÓPEZ,	Daños por productos: estado de la cuestión,	ob. cit.,	pp.	118-122;	y	J.	A.	VELA	SÁNCHEZ,	Criterios 














II.3. La carga de la prueba
Si	se	ocasiona	un	resultado	dañoso	como	consecuencia	de	la	utilización	o	con-




Con	 independencia	 del	 criterio	 de	 imputación	 objetivo	 de	 la	 responsabilidad,	

















lidad	e	imputación	objetiva:	Criterios	de	imputación”,	en	Centenario del Código civil,	vol.	II,	Madrid,	1990,	en	









fecto	(J.	A.	VELA	SÁNCHEZ,	Criterios de aplicación del régimen de responsabilidad civil por productos defectuosos,	
ob.	cit.,	pp.	94	y	95;	y	C.	ROGEL	VIDE,	“Aspectos	de	la	responsabilidad	civil	extracontractual	resultante	de	daños	
causados	por	productos	defectuosos	sin	y	con	la	jurisprudencia	en	la	mano”,	RGLJ,	1999,	núm.	5,	pp.	605).	En	
sentido	contrario,	se	pronuncian	P.	GUTIÉRREZ	SANTIAGO,	Responsabilidad civil por productos defectuosos. 






















III. Ámbito subjetivo de la responsabilidad 
















ta de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro,	núm.	22,	2007,	p.	47.	
Y	añade	posteriormente	que	lo que el actor ha de acreditar es que con motivo del uso o consumo del producto, se 
produjo un accidente inesperado, sin que pueda exigírsele la prueba negativa de la ausencia de toda circunstancia 






55	 Véase	el	análisis	jurisprudencial	realizado	por	GARCÍA	GARCÍA	al	respecto	(Derechos de los consumidores y 
usuarios,	ob.	cit., p.	1.327).
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sufridos	afecten a bienes o servicios objetivamente destinados al uso o consumo privados 


































puede ser identificado, será considerado como tal el proveedor del producto (quien	hubiere	suministrado	o	facilitado	
el	producto,	dice	la	Ley	22/1994), a menos que, dentro del plazo de tres meses, indique al dañado o perjudicado la 
identidad del productor (fabricante,	señala	la	Ley	22/1994) o de quien le hubiera suministrado o facilitado a él dicho 
producto. La misma regla será de aplicación en el caso de un producto importado, si el producto no indica el nombre 
del importador, aun cuando se indique el nombre del fabricante.
59	 Nos	remitimos,	para	un	mayor	análisis	a	los	presupuestos	que	de	la	responsabilidad	de	los	sujetos	responsables	
ha	realizado	la	doctrina:	G.	ALCOVER	GARAU,	La responsabilidad civil del fabricante,	ob.	cit.,	pp.	106	ss.;	L.	M.	
GARCÍA	GARCÍA,	Derechos de los consumidores y usuarios,	ob.	cit., pp.	1.395-1.411; P.	GUTIÉRREZ	SANTIA-
GO,	Responsabilidad civil por productos defectuosos. Cuestiones prácticas,	ob.	cit.,	pp.	350-521;	PARRA	LUCÁN,	
“La	responsabilidad	civil	por	productos	y	servicios	defectuosos”,	ob.	cit.,	pp.	1.318-1.325;	J.	A.	VELA	SÁNCHEZ,	








en	el	mismo	plano.	Por	un	lado,	el	artículo	135	establece	que	los productores serán 
responsables de los daños causados por los defectos de los productos que, respectiva-
mente, fabriquen o importen	60.	Por	otro,	el	artículo	146	señala	que	el proveedor del 
producto defectuoso responderá, como si fuera el productor, cuando haya suministra-
do el producto a sabiendas de la existencia del defecto,	sin	perjuicio	de	su	posterior	
derecho	 de	 repetición;	 y,	 además,	 el	 artículo	 138.2	 determina,	 en	 principio,	 qué	
será	considerado	como	productor	el	proveedor	del	producto,	cuando	no	se	le	pueda	
identificar	a	éste.	Por	último,	el	artículo	147	precisa	que	los prestadores de servicios 
serán responsables de los daños y perjuicios causados a los consumidores y usuarios, 
salvo que prueben que han cumplido las exigencias y requisitos reglamentariamente 
establecidos y los demás cuidados y diligencias que exige la naturaleza del servicio; y	
el	artículo	148	establece	que	se responderá de los daños originados en el correcto uso 
de los servicios, cuando por su propia naturaleza, o por estar así reglamentariamente 
establecido, incluyan necesariamente la garantía de niveles determinados de eficacia o 
seguridad, en condiciones objetivas de determinación, y supongan controles técnicos, 
profesionales o sistemáticos de calidad, hasta llegar en debidas condiciones al consumi-
















60	 El	artículo	138	define	como	“productor”,	además del definido en el artículo 5, el fabricante o importador en la Unión 
Europea de: a) un producto terminado; b) cualquier elemento integrado en un producto terminado; c) una materia prima.	
En	el	caso	de	que	no	se	le	pueda	identificar,	establece	que	será considerado como tal el proveedor del producto, a menos 
que, dentro del plazo de tres meses, indique al dañado o perjudicado la identidad del productor o de quien le hubiera 
suministrado o facilitado a él dicho producto. La misma regla será de aplicación en el caso de un producto importado, si el 
producto no indica el nombre del importador, aun cuando se indique el nombre del fabricante.
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1144	Código	Civil	que	permite	que	 “el acreedor puede dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios o 
contra todos ellos simultáneamente”	y	que	“las reclamaciones entabladas contra uno no serán obstáculo para las 









y	ss.;	SOTO	NIETO,	La responsabilidad civil derivada del ilícito culposo. Vinculaciones solidarias,	Madrid,	1982,	
pp.	62	y	ss;	SANCHO	REBULLIDA,	“La	mancomunidad	como	regla	general	en	las	obligaciones	civiles	con	plura-
lidad	de	sujetos”,	en	Estudios de Derecho civil en honor del profesor Castán Tobeñas,	T.	III,	Pamplona,	1969,	pp.	574	y	












el	 sujeto	 responsable	 que	 hubiera	 satisfecho	 la	 indemnización	 podrá	 reclamar	 al	
tercero	 la	parte	que	 corresponda	 a	 su	 intervención	 en	 la	producción	del	daño.	El 










causas	 son	 establecidas	 en	 la	 Ley	 de	 forma	 taxativa,	 sin	 que,	 además,	 sea	 posible	
establecer	cláusulas	de	exoneración	o	de	limitación	de	esta	responsabilidad	civil,	que	
serán	ineficaces	frente	al	perjudicado	(art.	130).	






65	 Me	remito	al	análisis	del	epígrafe	“La	distribución	de	las	cuotas	de	responsabilidad”,	en	mi	obra	La concurrencia 
de causas en la responsabilidad civil por accidentes de circulación,	Aranzadi,	Pamplona,	2002,	pp.	309-345,	donde	
realizo	un	profundo	análisis	sobre	la	causalidad	concurrente	al	daño	y	los	problemas	que	presenta	la	distribu-
ción	de	la	responsabilidad.
66	 J.	A.	VELA	SÁNCHEZ,	Criterios de aplicación del régimen de responsabilidad civil por productos defectuosos, ob. 
cit.,	p.	133.
67	 Suscribimos	la	opinión,	en	este	sentido,	de	F.	DE	LA	VEGA	GARCÍA,	Responsabilidad civil derivada del produc-
























la	del	producto	no fabricado para la venta o cualquier otra forma de distribución con 
finalidad económica, ni fabricado, importado, suministrado o distribuido en el marco 





No	serán	indemnizables	los	daños	cuando	el defecto se debió a que el producto fue 







69	 MARTÍN	CASALS	y	SOLE	FELIU	realizan	un	 interesante	análisis	 sobre	esta	cuestión	(“La	 responsabilidad	










73	 INFANTE	RUIZ,	F.	 J.,	 La	 responsabilidad	por	daños:	nexo	de	causalidad	y	“causas	hipotéticas”,	Tirant	 lo	
Blanch,	Valencia,	2002,	pp.	175-177.	En	el	mismo	sentido,	GUTIÉRREZ	SANTIAGO,	P.,	Responsabilidad	civil	










Se	excluye	de	esta	exención	el caso de medicamentos, alimentos o productos ali-












El	artículo	140.2	2	establece	que	el productor de una parte integrante de un produc-
to terminado no será responsable si prueba que el defecto es imputable a la concepción 
del producto al que ha sido incorporado o a las instrucciones dadas por el fabricante de 
ese producto.
La	 inexistencia	 de	 responsabilidad	 de	 este	 productor	 de	 parte	 integrante	 sólo	
opera	cuando	el	fabricante	de	la	parte	integrante	sea	el	demandado	directamente.	




El	legislador	establece	que	la	responsabilidad	prevista	podrá reducirse o suprimirse 
en función de las circunstancias del caso, si el daño causado fuera debido conjuntamente 
a un defecto del producto y a culpa del perjudicado o de una persona de la que éste deba 
responder civilmente (art.	145). 
Esta	culpa	de	la	víctima,	aunque	no	viene	definida	por	la	Ley,	debe	entenderse	
como	falta	de	cumplimiento	de	las	instrucciones	y	advertencias	del	fabricante	en	la	
74	 Sin	que	 sea	posible	 la	 retroactividad	a	dicho	momento.	Véase,	al	 respecto,	SALVADOR	CODERCH	y	SOLÉ	
FELIU,	Brujos y Aprendices. Los riesgos del desarrollo en la responsabilidad de producto,	Marcial	Pons,	Madrid,	
1999,	pp.	53-54.
75	 L.	M.	GARCÍA	GARCÍA,	Derechos de los consumidores y usuarios, ob. cit., p.	1.460. Otros	lo	califican	de	f lagran-
te	desvirtuación	del	sistema	objetivo	de	afección	de	la	Ley (J.	A.	VELA	SÁNCHEZ,	Criterios de aplicación del 
régimen de responsabilidad civil por productos defectuosos,	ob.	cit.,	p.	106). 
76	 Para	un	mayor	análisis,	nos	remitimos	a	VATTIER	FUENZALIDA,	“La	responsabilidad	civil	por	alimentos	
defectuosos”,	Actualidad Civil,	núm.	1,	2002,	pp.	289-290;	o	GARCÍA	RUBIO,	“Los	riesgos	del	desarrollo	en	






















77	 En este sentido, cuando el perjudicado admite su uso fuera del determinado por el fabricante está asumiendo el 
riesgo y la responsabilidad, sin que quepa establecer como obligación genérica que el fabricante deba probar su 
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